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Anexo 1. PP. 074 de 2018. Atención a víctimas. 9 de abril de 2018

Plenaria 
Tema: Proposición 074 de 2018.  Atención a víctimas del conflicto armado. 
Citantes: Bancada alianza verde. 
Fecha: 9 de abril de 2018.

ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO
1. Resumen concreto 
Bogotá ha sido la ciudad del país que ha recibido más víctimas por efecto del desplazamiento forzado, registrando 523.790 personas de las cuales 358.711 se han quedado. Estas personas, según el centro nacional de memoria histórica (2015), llegan en una situación de carencia y vulnerabilidad extrema. Sin embargo, la política de vivienda del distrito, como lo veremos a continuación, no está ofreciendo soluciones reales para que esas miles de personas encuentren puedan vivir en condiciones dignas y humanas. No podemos olvidar que son las mujeres las que han sufrido con mayor rigor las consecuencias del desplazamiento y que el 53% de las víctimas registradas en el sistema de información distrital (SIVIC) son niños, adolescentes y jóvenes.
La administración les sigue dando la espalda a las víctimas. Desde el inicio de la discusión del plan de desarrollo, varios sectores del concejo señalamos la insensatez de las metas que fueron proyectadas en materia de vivienda para víctimas: de 40.000 viviendas pasamos a solo 4.000. Pero además de la ínfima meta, esta se proyectó en términos de acompañamiento financiero y no de generación de vivienda gratuita. A pesar de proyectar metas en términos de acompañamiento financiero, los avances en sus cumplimientos resultan muy bajos para el tercer año de gobierno. Siguiendo los más recientes informes del Segplan (diciembre 2017) en lo corrido de esta administración solo 1.145 hogares han logrado tener el acompañamiento del distrito para acceder a programas o esquemas financieros de acceso a vivienda, siendo este un avance de apenas el 28,6% de la meta cuatrienal. 
2. Síntesis de la proposición 
El (Acuerdo 491 de 2012) establece en el artículo 8º que el 9 de abril de cada año corresponderá a la administración distrital presentar un informe en una sesión en el Concejo de Bogotá, en la que incluya el avance de la política de víctimas y así mismo, se escuche a las víctimas del conflicto establecidas en la ciudad. 
Sin embargo, en esta ocasión los únicos citantes son los concejales del partido verde, quienes solo citan a las secretaría de gobierno y a la secretaría de la mujer. La única que emite respuestas a este debate es la secretaría de la mujer.


En atención al acuerdo 491 de 2012, para efectos de esta sesión hemos decido hacer seguimiento al tema de vivienda, siendo este un elemento fundamental para la restitución de los derechos vulnerados de esta población. Al final del documento, se presenta a su vez un balance de la gestión de la alta consejería para para las víctimas, como entidad coordinadora en la política de atención a víctimas.  
3. Análisis de la política de vivienda distrital para víctimas 
1. ¿Pero, cuántas familias víctimas del conflicto armado han recibido vivienda en el marco de esta administración? 
Bogotá ha sido la ciudad del país que más ha recibido victimas por efecto del desplazamiento forzado, registrando 523.790 personas de las cuales 358.711 se han quedado. Estas personas según el centro nacional de memoria histórica (2015) llegan en una situación de carencia y vulnerabilidad extrema. Sin embargo, la política de vivienda del distrito, como lo veremos a continuación, no está ofreciendo soluciones reales para que esas miles de personas encuentren la forma de vivir de nuevo en condiciones dignas y humanas. No podemos olvidar que son las mujeres las que han sufrido con mayor rigor las consecuencias del desplazamiento y que el 53% de las víctimas registradas en el sistema de información distrital (SIVIC) son niños, adolescentes y jóvenes.
2. En materia de vivienda la administración le da la espalda a las víctimas
Desde cuando se inició la discusión del plan de desarrollo, desde varios sectores del concejo señalamos la insensatez de las metas que fueron proyectadas en materia de vivienda para víctimas en el plan de desarrollo: de 40.000 viviendas pasamos solo 4.000. Pero además de la ínfima meta, esta se proyectó en términos de acompañamiento financiero y no de generación de vivienda gratuita. En el marco de la discusión del presupuesto de este año, plantee a la administración que no era posible pensar en alternativa distinta a la vivienda gratuita cuando de atención a víctimas se tratase. Me gustaría recordar concretamente lo que por mí fue planeado a la administración en el marco de aquella discusión.  (1 de diciembre de 2016: comisión de hacienda). 
(Duración del video: 1 min y 30 seg) 
Minuto 5:26:00 – 5:27:46: “Vivienda para víctimas, ese es un tema en el cual este concejo se ha manifestado con mucha fuerza y con mucha firmeza. En el gobierno anterior se dijo 70.000, de las 70.000, 40.000 serán para víctimas. Aquí se dice 4.000 hogares en la presentación a esquemas financieros de acceso a vivienda: ¿Qué pasó con el proyecto que le presentamos al ministerio de vivienda?, que el ministerio nos dice que no tiene cierre financiero. Y ahí quiero ser respetuoso y a la vez firme, señora secretaría. Usted viene del ministerio. Aquí nos lo dijo cuándo estuvo el ministro German Vargas Lleras, aquí estuvo parado. Y el ministro Vargas Lleras en ese momento, recuerden ustedes, recién aprobado el plan de desarrollo del doctor Gustavo Petro, aquí dijo, la carta cheque no funcionó, y por eso vamos a cambiar y le vamos a jalar a la vivienda gratuita. Por qué termina siendo una mentira decirle a los sectores populares, que les va a llegar vivienda por esa vía. 
Entonces estamos repitiendo los mismos errores de antes de que German Vargas fuera Ministro de vivienda. Usted los sabe, financieramente es muy difícil el cierre (…)”. 
3. El nuevo esquema de financiación de vivienda del distrito tiene una característica fundamental: no contempla vivienda gratuita 
Esta administración a través del Decreto 623 de 2016 estructuró un nuevo esquema de financiación de vivienda, denominado PIVE (Programa integral de vivienda efectiva).  En el marco del cual se estructuran todos los programas para la generación de vivienda prioritaria y de interés social en el marco del actual plan de desarrollo. En este orden de ideas, el PIVE es la hoja de ruta de esta administración en materia de vivienda orientada a población vulnerable y víctima del conflicto armado. 
Este nuevo esquema tienen dos caracterices fundamentales 1) El programa integral de vivienda efectiva – PIVE- tiene como finalidad articular diferentes mecanismos de financiación, nacional y distrital, para que los hogares beneficiarios logren cierre financiero para acceder a una vivienda. 2) No se incluyen programas orientados a la generación de vivienda gratuita. En la página de la secretaría de hacienda el programa se presenta de la siguiente manera
[image: ]
4. El PIVE No es un programa exclusivo para población víctima (Secretaría de hábitat) 
El siguiente fragmento hace parte de las respuestas remitidas por la secretaría de habitar en respuesta la proposición 033 de 2017: 
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5. En efecto, en el  PIVE se diluyen las viviendas para las víctimas 
En el capítulo 1 del Decreto 623 de 2016, titulado “componente de vivienda nueva: esquema de generación de vivienda nueva” que es la carta de ruta de la administración en temas de vivienda, no se está garantizando que las viviendas sean para las víctimas.  El decreto señala en su artículo 12 lo siguientes: 
“Mínimo el 50% de las unidades inmobiliarias se dirigirán a hogares víctimas del conflicto armado interno y el 50% restante a los demás hogares en condición de vulnerabilidad inscritos ante la Secretaría Distrital del Hábitat. El Reglamento Interno del Esquema del aporte que expida la Secretaría D+		ºistrital del Hábitat determinará los criterios de focalización y calificación de los hogares con enfoque diferencial”. 
 En el evento en que con los hogares víctimas del conflicto armado interno inscritos ante la Secretaría Distrital del Hábitat no se alcance el porcentaje antes señalado POR NO CUMPLIR REQUISITOS, se completarán los cupos de vivienda con los demás hogares en condición de vulnerabilidad inscritos, previo cumplimiento de los requisitos correspondientes”. 
Fuente: (DECRETO 623 DE 2016, 2016)
6. El viacrucis para acceder a una vivienda …
Con el nuevo esquema de financiación de vivienda estructurado por la administración distrital queda claro que no hay un programa especialmente orientado para las víctimas. Pero más preocupante aun resultan los procedimientos al extremo burocráticos que han sido definidos para acceder a los programas.  Al consultar la página de la secretaría de hábitat se observan cuáles son los procedimientos y requisitos que deben cumplir las familias para postularse. A continuación ilustramos los pasos. 
Paso 1: Ir a las oficinas de la secretaría de hábitat o a un CLAV para realizar una inscripción
Paso 1: “Inscribirse en el sistema de información del programa integral de vivienda efectiva – sipive-. Este trámite es obligatorio. Las familias que ya estén inscritas en la secretaría distrital del hábitat deben inscribirse nuevamente para actualizar información. La inscripción debe hacerse en los centros locales de atención a víctimas – CLAV”. 
En mayo de este año denuncie que la secretaría de hábitat cerro sus puntos de atención en los centros de atención a víctimas CLAVS. En las visitas realizadas en el mes de octubre de 2017 nuevamente evidenciamos junto con mi equipo la ausencia de la secretaria del hábitat de los al CLAV. 
Paso 2. Luego de la inscripción se debe pedir cita por teléfono o por internet… pero las líneas usualmente están colapsadas 
Paso 2. El paso dos uno es tener acceso a internet, y conocer que existe el programa.  Pues las citas solo pueden ser agendadas por las familias a través de este medio.  
Paso 3. A la cita las víctimas deben llevar todos estos documentos para poder hacer la inscripción en el sistema 
Paso 3. Ir a la cita, llevar los siguientes documentos y quedar en el sistema: 
Una vez les es asignada una cita, las personas deben llevar listos papeles en los que se incluye el registro civil de todos los miembros menores de edad con vigencia menor a un mes, registro civil de matrimonio, certificado laboral para dependientes y declaración juramentada reportando ingresos por independientes, registro único de víctimas y subsidio o crédito pre aprobado. Lo anterior con el fin de ingresar sus datos al sistema PIVE de la secretaria de hacienda y participar como elegible de los programas de vivienda del distrito. 
[image: ]
Fuente: (Secretaría distrital de habitat , 2017)

De todos los programas solicitados, solo uno se puede gestionar en el CLAV. En el caso de los registros civiles con vigencia menor a un mes las familias deben buscar la manera de conseguirlos. 
Como se observa, no solo el diseño del programa sino la forma de acceder a él se constituyen en verdaderas barreras de acceso para que las familias más vulnerables puedan acceder al cumplimiento de sus derechos. En la mayoría de los casos las familias víctimas llegan a la ciudad sin ningún tipo de papeles de identificación, y tienen mínimos conocimientos sobre el uso de un computador. Esta incoherencia en el diseño de los procesos de acceso a los programas, se refleja claramente en los resultados que se han alcanzado. 
7.  Solo 1.145 hogares de 4.000 han sido acompañados por el distrito para acceder a financiación de vivienda 
A pesar de proyectar metas en términos de acompañamiento financiero, los avances en sus cumplimientos resultan muy bajos para el tercer año de gobierno. Siguiendo los más recientes informes del Segplan (diciembre 2017) en lo corrido de esta administración solo 1.145 hogares han logrado tener el acompañamiento del distrito para acceder a programas o esquemas financieros de acceso a vivienda, siendo este un avance apenas del 28,6% de la meta cuatrienal. 
	Meta
	Programado
	Ejecutado a diciembre de 2017

	Acompañar 4000 hogares víctimas del conflicto residentes en Bogotá en la presentación a programas o esquemas financieros de acceso a vivienda. 
	4000
	1.145



Sin embargo, la pregunta central persiste: ¿en este gobierno, cuántas viviendas han sido entregadas a hogares víctimas del conflicto armado? 
Alta consejería para los derechos de las víctimas, la paz y la reconciliación (acdvpr)

La secretaría general tiene el proyecto 1156, “Bogotá mejor para las víctimas, la paz y la reconciliación”. Recordemos que la ACDVPR es la entidad coordinadora en la política de atención a víctimas. Como lo advertí en mi debate del 9 de abril del 2017, esta administración no construirá un solo nuevo CLAV, a pesar de la alta demanda que tienen. La única meta de la ACDVPR es para la realización de adecuaciones y mantenimiento a la infraestructura física y tecnológica de los 7 CLAV y de un punto de atención. 

En cuanto a la reparación integral, que en el PAD está asociada a las líneas de retornos y reubicaciones, rehabilitación y reparación colectiva para las víctimas, se redujeron $5.466 millones (para 2017 se le habían asignado $11.643 millones, para 2018 se solicitan $6.177 millones). Aunque según el Predis en 2017 se cumplió el 94% de la meta ejecutando solo $2.553 millones (el 21,9% del presupuesto asignado), en el anexo 4 las metas se entendieron cumplidas en el componente de reparación integral, por medio de una ruta de gestión para la formación, la empleabilidad y el fortalecimiento empresarial de las víctimas[footnoteRef:1]. Frente al plan de retornos y reubicaciones, la administración muestra como alto resultado que en septiembre de 2017 se aprobó el plan de retornos y reubicaciones. En conclusión, aunque la administración presenta un cumplimiento de metas positivo, estas son muy pobres, No se dieron retornos ni reubicaciones concretos, y al parecer los recursos se concentraron en realizar mesas y eventos empresariales sin resultados que satisfagan las verdaderas necesidades de las víctimas.  [1:  Como resultados muestran: (i) inducción académica a 110 estudiantes beneficiarios de un programa de formación tecnológica; (ii) acciones para articular la oferta privada y pública con las necesidades de las víctimas en los tres aspectos (formación, empleabilidad y fortalecimiento empresarial), lo cual se socializó en dos mesas locales de participación (La candelaria y Usaquén) y tres mesas autónomas; (iii) participación en un evento realizado por la Andi (market place social), que articula actores del mercado de la inversión social, y (iv) realización de ferias de emprendimiento.] 


En cuanto a las medidas de ayuda humanitaria en el distrito capital, la meta, que es “otorgar el 100% de medidas de ayuda humanitaria en el distrito capital”, está redactada de tal forma que la administración no asume su obligación de garantizar ayuda humanitaria a todas las víctimas que lo requieran, sino solo a aquellas que lo solicitan[footnoteRef:2]. La alta consejería debe explicar cuáles son las medidas que está tomando para garantizar que la ayuda humanitaria sí está llegando a manos de todas las víctimas que lo requieren. [2:  Frente a este punto, en el anexo 4 esta ayuda se dio así en 2017: “Se otorgó el 100% de las medidas de Ayuda Humanitaria Inmediata -AHI de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 1448 de 2011, lo que equivale a 4.218 medidas durante el segundo semestre 2016 y 11.499 a 30 septiembre de 2017, para un total de 15.717 medidas. De las medidas otorgadas en 2017, el 47.64% (5.478 medidas) son del componente de alimentación, 33,61% (3.865 medidas) son de alojamiento transitorio,17.49% (2.011 medidas) son de elementos de aseo, 1,25% (144 medidas) son medidas de transporte de emergencia y 0.01% (1 medida) de asistencia funeraria. Respecto a la caracterización del periodo correspondiente enero a septiembre de 2017, de las 3.661 personas beneficiadas con las medidas el 48,54% corresponde a hombres (1.777 personas), el 51,27% a mujeres (1.877 personas) y 0.001% (7 personas que no respondieron)”.] 
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	Diapositiva 1.  ¿Cuántas víctimas no tienen vivienda en Bogotá?

Hicimos un estimado. De acuerdo con los datos de la encuesta de goce efectivo de derechos del Dane (de 2014), que es el último reporte estadístico oficial de la situación de las víctimas del conflicto en la ciudad, y el registro de víctimas de la unidad nacional de víctimas para este año, tenemos que:

- En Bogotá viven 679.267 personas registradas como víctimas.
- De ellas, 529.148 víctimas (el 77,9%), no tienen acceso a una vivienda en condiciones dignas en Bogotá.
- Además, 446.278 víctimas (el 65,7%) no habitan en vivienda propia ni tienen contrato de arrendamiento, es decir, no tienen vivienda asegurada.
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	Diapositiva 2.  De las 529.148 víctimas sin vivienda, el plan de desarrollo solo proyecta acompañar a 4.000 


Desde que inició la discusión del plan de desarrollo, desde varios sectores del concejo señalamos la insensatez de las metas que fueron proyectadas en materia de vivienda para víctimas en esta administración: solo 4.000 hogares acompañados en los trámites para acceder a vivienda. 

Pero además de la ínfima meta, esta se proyectó en términos de acompañamiento financiero y no de generación de vivienda gratuita. En el marco de la discusión del presupuesto de este año, planteé a la administración que no era posible pensar en alternativa distinta a la vivienda gratuita cuando de atención a víctimas se tratase. 
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	Diapositiva 3.  ¿Con qué recursos las víctimas van a asegurar el cierre financiero? 

Esta administración, a través del Decreto 623 de 2016, estructuró un nuevo esquema de financiación de vivienda, denominado PIVE (Programa integral de vivienda efectiva).  En el marco de este programa se estructura todos los mecanismos para la generación de vivienda prioritaria y de interés social en el marco del actual plan de desarrollo. En este orden de ideas, el PIVE es guía que usa esta administración en materia de vivienda orientada a población vulnerable y víctima del conflicto armado. 

Este nuevo esquema tiene dos caracterices fundamentales: 1) su propósito es articular diferentes mecanismos de financiación, nacional y distrital, para que los hogares beneficiarios logren cierre financiero para acceder a una vivienda; 2) No se incluyen programas orientados a la generación de vivienda gratuita. En la página de la secretaría de hábitat  el programa se presenta de la siguiente manera:

[image: ]



	[image: ]
	Diapositiva 4.  No hay un programa exclusivo de vivienda para las víctimas 

La información que ven a mis espaldas hace parte de las respuestas remitidas por la secretaria de hábitat a la proposición 033 de 2017, por mi presentada. En ellas,  de forma expresa,  se señala que el PIVE no es un programa exclusivo para población víctima:
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	Diapositiva 5.  Se diluyeron las viviendas para las víctimas 

En el capítulo 1 del Decreto 623 de 2016, titulado “componente de vivienda nueva: esquema de generación de vivienda nueva” que es la carta de ruta de la administración en temas de vivienda, no se está garantizando que las viviendas sean para las víctimas.  El decreto señala en su artículo 12 lo siguientes: 
“Mínimo el 50% de las unidades inmobiliarias se dirigirán a hogares víctimas del conflicto armado interno y el 50% restante a los demás hogares en condición de vulnerabilidad inscritos ante la Secretaría Distrital del Hábitat. El Reglamento Interno del Esquema del aporte que expida la Secretaría Distrital del Hábitat determinará los criterios de focalización y calificación de los hogares con enfoque diferencial”. 
 En el evento en que con los hogares víctimas del conflicto armado interno inscritos ante la Secretaría Distrital del Hábitat no se alcance el porcentaje antes señalado POR NO CUMPLIR REQUISITOS, se completarán los cupos de vivienda con los demás hogares en condición de vulnerabilidad inscritos, previo cumplimiento de los requisitos correspondientes”. 
Fuente: (DECRETO 623 DE 2016, 2016)
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	Diapositiva 6.  De las 529.148 víctimas que no tienen acceso a una vivienda digna, apenas 1.145 hogares han sido ¡acompañados! 

A pesar de proyectar metas en términos de acompañamiento financiero, los avances en sus cumplimientos resultan muy bajos para el tercer año de gobierno. Siguiendo los más recientes informes del Segplan (diciembre 2017) en lo corrido de esta administración solo 1.145 hogares han logrado tener el acompañamiento del distrito para acceder a programas o esquemas financieros de acceso a vivienda, siendo este un avance apenas del 28,6% de la meta cuatrienal. 

	Meta
	Programado
	Ejecutado a diciembre de 2017

	Acompañar 4000 hogares víctimas del conflicto residentes en Bogotá en la presentación a programas o esquemas financieros de acceso a vivienda. 
	4000
	1.145
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Plenaria 
Tema: Proyecto de acuerdo 587 de 2017 “Por el cual se dan lineamientos al sistema distrital de derechos humanos, se deroga al acuerdo 4 de 1995, y se dictan otras disposiciones”, acumulado al Proyecto de acuerdo 643 de 2017, “por el cual se establecen los objetivos y principios del sistema distrital de derechos humanos y se deroga el acuerdo distrital 4 de 1995”
Iniciativa de: Proyecto de acuerdo 643 de 2017: Administración distrital. Proyecto de acuerdo 587 de 2017: Emel Rojas, Horacio José Serpa y Armando Gutiérrez. 
Revisado por: Fernando Rojas. 
Fecha: 15 de enero de 2018. 

“POR EL CUAL SE ESTABLECEN LOS OBJETIVOS Y PRINCIPIOS DEL SISTEMA DISTRITAL DE DERECHOS HUMANOS Y SE DEROGA EL ACUERDO DISTRITAL 4 DE 1995.”

1. Resumen concreto

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1
	Rolando Alberto González
	Ratifican ponencia positiva para segundo debate. 

	Ponente 2
	César Alfonso García
	

	Concepto de la administración
	-Secretaría distrital de gobierno
- Secretaría general
-Secretaría jurídica distrital
- Secretaría de hacienda
	No remite comentarios para segundo debate. La administración es autor del PA 643 de 2017, Frente al PA 587 de 2017, remitió comentarios positivos con modificaciones en primer debate. 

	Análisis jurídico
	Ana Cristina Henao
	Competencia
	Sí

	
	
	Legalidad
	Sí

	Concepto general
	Ana Cristina Henao y      Camila Murcia
	Viable

	Voto en comisión 
	Juan Carlos Flórez 
	Si (Aprobado en comisión de gobierno el 24 de noviembre de 2017) 

	Voto en plenaria
	Juan Carlos Flórez 
	



El proyecto de acuerdo, en el cual fueron unificadas por unidad de materia dos iniciativas, tiene por objeto dictar los objetivos y principios del sistema distrital de derechos humanos, creado en el artículo 94 del plan distrital de desarrollo, en consonancia con lo dispuesto en el Decreto nacional 4100 de 2011. Este sistema está definido en el articulado aprobado como “una plataforma para la articulación de la normativa, las políticas públicas, los programas y las entidades e instancias de los niveles nacional, distrital y local, con competencias en materia de Derechos Humanos y en la promoción de derechos con enfoque diferencial, de género, territorial y étnico”.  

El concejo es competente para tramitar estos proyectos, con base en el numeral 1º del artículo 12 del Decreto – ley 1421 de 1993. Los proyectos de acuerdo son jurídicamente viables y convenientes, teniendo en cuenta que: (i) el actual Acuerdo 4º de 1995[footnoteRef:3] debe ser modificado, principalmente porque se expidió con mucha anterioridad a la principal norma que reglamenta la materia a nivel nacional, que es el Decreto 4100 de 2011, y (ii) la puesta en marcha del sistema es necesaria pues, como se advierte en el Segplan de septiembre de 2017, “Existe un retraso en cuanto a la conformación del sistema distrital de derechos humanos, debido a obstáculos con el instrumento jurídico de su creación. A la fecha, la subsecretaría para la gobernabilidad y garantía de derechos y la dirección de derechos humanos se encuentran a la espera de la aprobación del acuerdo distrital por parte del Concejo”.  [3:  Que reglamenta el comité distrital de defensa, protección y promoción de los derechos humanos y la unidad coordinadora de defensa, protección y promoción de derechos humanos en el distrito.] 


El proyecto de acuerdo fue aprobado en primer debate en la sesión de gobierno del 24 de noviembre de 2017. A continuación se presenta una síntesis de la discusión y de la intervención de Juan Carlos Flórez, quien respaldó la iniciativa. 

Discusión y modificación al articulado en primer debate 
En el curso del debate, se dieron dos posiciones frente a la derogatoria del Acuerdo 4º de 1995: la primera, liderada por el concejal Emel Rojas, según la cual este acuerdo debía derogarse, porque el artículo 5º del proyecto establece que la administración distrital creará y reglamentará las instancias que consideren pertinentes para la puesta en marcha del sistema y, en su criterio, las instancias del sistema debían ser desarrolladas con base en lo dispuesto en este artículo. 
Además, el concejal Rojas argumentó que constitucional y legalmente la personería tiene por función la guarda y promoción de los derechos humanos, por lo que, al derogar el acuerdo 4 de 1995, esta no pierde la posibilidad de tener las instancias que requiera para desarrollar su función. La segunda posición, en cabeza del concejal Jairo Cardozo, la cual apoyó Juan Carlos Flórez, consideró que el Acuerdo 4 de 1995 no debía derogarse, pues las instancias que reglamentaba podían coexistir con el sistema propuesto en el proyecto de acuerdo. Finalmente, en la votación, la mayoría acogió la posición del concejal Emel Rojas.
Se introdujo una modificación en la cual se incluye que el sistema distrital de derechos humanos en su enfoque debe incluir el componente étnico. Esta modificación responde a una proposición sustitutiva presentada en el curso del debate la cual fue respaldada por el voto positivo de Juan Carlos Flórez. 









Intervención de Juan Carlos Flórez 

En Colombia el que respetemos los derechos humanos es un asunto de vida o de muerte. 

“Hay una circunstancia que nosotros desde una condición privilegiada en Bogotá, donde hay presencia del estado no podemos olvidar, y es el componente sanguinario en nuestra vida pública. No olvidemos que en Colombia siguen matando personas porque tienen una ideología distinta, porque defienden a este o al otro líder político, porque piensan del futuro de Colombia esta u otra cosa, y matan a personas de todas las corrientes políticas. De manera, que en Colombia, por desgracia, no hablamos de los derechos humanos como de un debate filosófico, en muchos casos cuando hablamos de ellos el objetivo principal es si puede seguir vivo o no. Entonces creo que eso no se nos debe olvidar estando acá en Bogotá. 

Pensemos todo lo que está pasando en el suroccidente de Colombia, en toda la zona de Nariño donde hay una cantidad de grupos armados que no toleran al que tiene otra forma de pensar, y cuando hablo de otra forma de pensar incluyo todas las posiciones ideológicas del espectro político colombiano. Hace unos dos o tres años, un autor, Francisco Gutiérrez Sanín, publicó un libro cuyo título es extraído de una intervención en los años 40 del maestro Darío Echandía, “El orangután con sacoleva”, así definió en los 40 Darío Echandía el régimen político colombiano.  Es decir en Bogotá todos con sacoleva, pero en las regiones de Colombia “mátense mijitos”. 

Un segundo aspecto, son las dificultades inmensas que tenemos en Colombia para aceptar la existencia del otro, sea el otro quien sea; el otro ideológico, el otro religioso. Una muestra de ello es el debate en redes, cada vez más asqueroso y mal oliente. Entonces el otro en las redes, el que no es como yo, “ese es un bandido”. 

Un tercer elemento, que le da mucha razón a esto que estamos debatiendo aquí; la flojera estatal para cortar a tiempo las operaciones de desprestigio que casi siempre en Colombia terminan en el exterminio del que es distinto. Acabo de terminar un libro “La caída de una una república”, y allí es claro que en algún momento de los años 30 y 40 no hubo la suficiente contundencia para decir desde todos los lados “no vamos a aceptar en Colombia operaciones de exterminio del que sea distinto por su pertenencia política”. Fueron aceptadas desde el estado colombiano y eso cogió una fuerza pavorosa. Lo mismo ocurrió aquí en los años 80 y 90. Entonces eso le da mucho sentido a lo que estamos discutiendo aquí. 

Yo quisiera introducir una historia de este Concejo. En plena Bogotá a mediados de los años 90 los grupos paramilitares organizaron la cacería de una concejal de Bogotá.  Prepararon la operación de eliminación física de esa concejal, operación que para hacerla más dramática y espelúznate ocurrió ante la audiencia de Darío Arizmendi una madrugada, cuando Darío Arismendi entrevistaba a esa concejal que se desplazaba al concejo desde su casa, en el norte de la ciudad, por la autopista norte, y en algún momento cuando Darío le está preguntando empieza ella a gritar “me van a matar” “Hay una bazuca que está saliendo de otro carro y está apuntando contra el mío”. Todo eso ocurrió aquí en Bogotá, y eso no se nos puede olvidar a nosotros como concejales. 

Eso no se nos debe olvidar a nosotros como concejales, porque nosotros nos desplazamos por la ciudad con múltiples garantías. El que tienen riesgo en Bogotá es protegido, le proporcionan mínimas herramientas para que no le ocurra algo terrible, pero eso ocurrió aquí. De manera, que habría que buscar la forma de que un acuerdo como este  que ella propuso antes de que le ocurriese lo que le ocurrió, antes de sufrir el atentado, salga adelante. ¿Quién organizó ese atentado?, el tristemente célebre Carlos Castaño,  y lo más grave aún es que hubo complicidad de agencias estatales que permitieron que tamaño armamento, una bazuca, se movilizara por las calles de Bogotá (…). 

Termino presidente con estas dos cosas. Los derechos humanos son universales, pero en Colombia la gran desgracia es que todavía no aceptamos la universalidad de los derechos humanos. En Colombia los derechos humanos los reclamamos para los que son como uno, pero los desconocemos de los que son diferentes de nosotros. Esta es una realidad en Colombia (…). 

En Colombia el componente sanguinario de la vida pública sigue vivo. Y de ahí la importancia de este proyecto. Yo quisiera que hoy esta discusión quede, pero que también todos asumamos un compromiso, porque el país está muy recalentado. En el país hoy hay discursos de odio de todo lado, que recuerdan los discursos de odio de los años 40. Y que nadie se llame engaño, porque hoy muchos políticos en Colombia parecemos haber olvidado que en Colombia  la palabra violenta genera muerte. Eso no se nos puede olvidar, eso no se nos puede perder de vista (…) hoy el político colombiano que se eche un discurso de odio no puede ignorar las consecuencias que ello puede traer, pues ello puede terminar en muerte en Colombia. De manera que estos debates, como el que se da hoy aquí, no son pseudo intelectuales.  El que en Colombia respetemos los derechos humanos es un debate de vida o muerte”. 

2. Articulado aprobado en primer debate 

TEXTO DE LOS PROYECTOS DE ACUERDO No. 587 y 643 DE 2017 UNIFICADOS POR UNIDAD DE MATERIA, APROBADOS EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN SEGUNDA PERMANENTE DE GOBIERNO REALIZADA EL DÍA 24 DE NOVIEMBRE DE 2017  

“Por el cual se establecen los objetivos y principios del sistema distrital de derechos humanos y se deroga el acuerdo distrital 4 de 1995.”

El Concejo de Bogotá, Distrito Capital, En uso de sus atribuciones constitucionales y legales, y en especial las conferidas por el numeral 1 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993  

ACUERDA

ARTÍCULO 1º. Objeto. El presente acuerdo establece los Objetivos y Principios del Sistema Distrital de Derechos Humanos, que estará sujeto a los términos del presente Acuerdo y será liderado por la Secretaría Distrital de Gobierno.   

ARTÍCULO 2º. Definición. El Sistema Distrital de Derechos Humanos es una plataforma para la articulación de la normativa, las políticas públicas, los programas y las entidades e instancias de los niveles Nacional, Distrital y Local, con competencias en materia de Derechos Humanos y en la promoción de derechos con enfoque diferencial, de género, territorial y étnico.   

ARTÍCULO 3º. Principios del Sistema Distrital de Derechos Humanos. El Sistema Distrital de Derechos Humanos se regirá por los siguientes principios:   

Dignidad Humana: Toda persona debe ser respetada y tratada como ser individual y social, con las características y condiciones particulares del ejercicio de su autonomía. El respeto por la dignidad humana supone un reparto igualitario (sea formal o material) de las condiciones de ejercicio de la libertad.
   
Coordinación: Las Entidades del orden Distrital y Local, de acuerdo con sus funciones y competencias, deberán garantizar que exista la debida armonía y coherencia entre los planes, programas y proyectos que realicen a suinterior y en relación con las demás entidades e instancias del Sistema Distrital de Derechos Humanos.   

Equidad: Igualdad de oportunidades a partir de la inclusión del enfoque de derechos, diferencial, de género, territorial y étnico  en todos los asuntos relacionados con el Sistema.   

Sostenibilidad: Busca mantener la viabilidad del Sistema Distrital de Derechos Humanos, mediante el fortalecimiento institucional y la responsabilidad compartida entre el Gobierno Distrital, Local y las Organizaciones de la Sociedad Civil.   

Integralidad: Orientada al desarrollo de intervenciones con enfoque global, que abarquen los distintos aspectos socioculturales de los diferentes grupos poblacionales, dentro de los componentes de Política Pública   

Autonomía: Las Autoridades, instancias y organizaciones, ejercerán libremente sus funciones en materia de Derechos Humanos, con estricta sujeción a las atribuciones que a cada una de ellas se le haya específicamente asignado en la Constitución, la ley y en el presente acuerdo, buscando el pleno ejercicio y promoción de los Derechos Humanos.   

Autorregulación: La administración deberá contar con sus propios mecanismos de control para garantizar su implementación, el logro de sus objetivos de manera eficiente, eficaz, y acorde con la normativa vigente.  
 
Transparencia: Toda la información en poder de las instancias que hacen parte del Sistema se presume pública, en consecuencia, de lo cual dichos sujetos están en el deber de proporcionar y facilitar el acceso a la misma en los términos más amplios posibles y a través de los medios y procedimientos que al efecto establezca la ley, excluyendo solo aquello que esté sujeto a las excepciones constitucionales y legales y bajo el cumplimiento de los requisitos establecidos en este Acuerdo.   

Corresponsabilidad: Las acciones en materia de respeto y garantía de los derechos humanos son responsabilidad de todas las entidades públicas, delos órdenes Distrital y Local, y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos. Este principio es complementario a la correlación de deberes y derechos de toda persona.   

Representatividad: El Sistema Distrital de Derechos Humanos garantizará niveles de participación que hagan cada vez más legítimas las actuaciones de autoridades e instancias de participación.   

Público: Es un llamado ético para garantizar un escenario abierto de igualdad, justicia, autonomía, participación y deliberación con el fin de producir consensos incluyentes en el ejercicio de las relaciones entre los habitantes del Distrito Capital.   

ARTICULO 4°. Objetivos del Sistema Distrital de Derechos Humanos. El Sistema Distrital de Derechos Humanos, tendrá como objetivos:   

1. Promover el Fortalecimiento de una cultura de derechos humanos, para la construcción de la paz, la convivencia pacífica y el respeto de los derechos humanos en el Distrito Capital.   

2. Realizar las acciones de coordinación interinstitucional para organizar la oferta pública en Derechos Humanos, por medio de un plan de acción anual.   

3. Apoyar la estructuración de un mecanismo de información, que refleje el contexto Distrital en materia de derechos humanos, que permita proveer insumos que guíen la adopción de medidas de prevención y garantía.  

4. Fomentar la inclusión con un enfoque de derechos humanos, diferencial, territorial, de género y étnico, en las políticas públicas sectoriales, poblacionales y en la política pública Integral de Derechos Humanos.   

5. Gestionar acciones que permitan el fortalecimiento del Sistema como un órgano dinámico de producción de conocimiento, investigación, movilización y formación en materia de Derechos Humanos.  

Artículo 5º. Instancias del Sistema Distrital de Derechos Humanos. La Administración Distrital creará y reglamentará las instancias que consideren pertinentes para la implementación del Sistema Distrital de Derechos Humanos.   

Artículo 6º. Sistema Distrital de Información de Derechos Humanos. La Secretaría Distrital de Gobierno, implementará un sistema de Gestión de Información que contenga los mecanismos de articulación Distrital dedicados a la promoción y protección de los derechos humanos.   

Parágrafo. Las entidades Distritales deberán colaborar armónicamente con la Secretaría Distrital de Gobierno y son corresponsables de la implementación del Sistema Distrital de Derechos Humanos y el Sistema Distrital de Información de Derechos Humanos.   

Artículo 7º. Ejecución. La Administración Distrital contará con un término no mayor a seis meses para la creación de las instancias mencionadas y el desarrollo del objeto del presente acuerdo.   

Artículo 8°. Vigencia. El presente Acuerdo rige a partir de su publicación, deroga el Acuerdo Distrital 4 de 1995 y las demás disposiciones que le sean contrarias.   

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

3. Objetivo de los proyectos

El objetivo del proyecto 587 de 2017 es fomentar en el distrito una cultura de derechos humanos por medio de la puesta en marcha del sistema distrital de derechos humanos y derecho internacional humanitario.  El objetivo del proyecto 643 de 2017 (de iniciativa de la administración) es actualizar los principios y los objetivos del sistema distrital de derechos humanos. Aunque actualmente está vigente el Acuerdo 4º de 1995[footnoteRef:4], está desactualizado en relación con normas superiores, expedidas con posterioridad a su entrada en vigencia.  [4:  Por el cual se conforman el Comité Distrital de Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos del Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá, y la Unidad Coordinadora de Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos del Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá.] 


4. Justificación de los proyectos

El proyecto de acuerdo 587 de 2017 no contiene ningún acápite de justificación. El proyecto 643 de 2017 expone como justificación la necesidad de reorganizar el sistema distrital de derechos humanos, para coordinar la oferta y las acciones que se realizan desde los diferentes sectores distritales, por medio de políticas, programas y proyectos, con base en unos lineamientos comunes contenidos en la política integral de derechos humanos distrital. Según la administración, se busca “orientar la oferta institucional hacia un único fin, la garantía de los derechos humanos de toda la ciudadanía”. 





5. Antecedentes de los proyectos

	Proyecto
	Autores
	Ponentes

	159 de 2016
	Personero (e) Danilo Vega
	Manuel Sarmiento (+)
David Ballén 
Horacio José Serpa
(+ conjunta)

	186 de 2017
	Jorge Durán
Horacio José Serpa
	Andrés Forero
José David Castellanos 
(+ conjunta)

	311 de 2017
	Emel Rojas
Horacio José Serpa
Armando Gutiérrez
	Proyecto se retiró por solicitud de Emel Rojas. 

	457 de 2017 
	Emel Rojas
Horacio José Serpa
Armando Gutiérrez
	Rolando González
Diego Molano
(+ conjunta)

	495 de 2017
	Administración distrital
	


Nota: ponencia positiva (+) y ponencia negativa (-)

6. Comentarios de la administración

La administración no remitió comentarios para segundo debate. En primer debate respaldó la iniciativa, pero presentó varias observaciones al articulado. La secretaría de hacienda consideró que el proyecto es viable, teniendo en cuenta los conceptos positivos de los sectores que emitieron comentarios. Para segundo debate el proyecto de acuerdo no recibe mayores modificaciones por cuanto el concepto de la administración se espera sea el mismo en el marco de esta discusión. 

7. Ponencia 

a. Ratificación para segundo debate de la ponencia positiva conjunta con de Rolando González y Cesar Alfonso García

Los concejales Rolando González y Cesar Alfonso García ratifican la ponencia positiva conjunta. Las modificaciones de forma propuestas en primer debate, en donde se invierten los artículos 3 y 4 para dejar inicialmente los principios y de manera posterior los objetivos fue acogida en el articula aprobado.  Según los ponentes, este proyecto de acuerdo es necesario para identificar y articular las actuaciones que tienen las entidades del distrito en la promoción y protección de los derechos humanos.

8. Análisis jurídico y de conveniencia

El numeral 1º artículo 12 del (Decreto - ley 1421 de 1993) establece que corresponde al Concejo Distrital “Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito” (Decreto Ley 1421 de 1993). Con base en esta norma, el concejo distrital sí es competente para conocer este proyecto de acuerdo.

A nivel nacional, la principal norma en la que se fundamentan estos proyectos es el (Decreto 4100 de 2011), por el cual se crea y organiza el Sistema Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, se modifica la Comisión Intersectorial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario y se dictan otras disposiciones. 

En la creación de esta norma, se tuvo en cuenta que en el capítulo quinto de las bases del plan nacional de desarrollo 2010 – 2014 “prosperidad para todos” (Ley 1450 de 2011) se dispuso que el gobierno nacional crearía el Sistema Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, integrado por las entidades del estado del orden nacional y territorial con competencia en dicha materia y por los principios, criterios orientadores, políticas, planes, programas, proyectos, procesos, procedimientos, mecanismos de coordinación nación-territorio, sistema de información y mecanismos de seguimiento, monitoreo y evaluación.

En el artículo 2º del Decreto 4100 de 2011, el sistema se definió como “el conjunto de principios, normas, políticas, programas, instancias e instituciones públicas del orden nacional y territorial, con competencia en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario y en la promoción de un enfoque de derechos y un enfoque diferencial en las políticas públicas sectoriales”. A su vez, en el artículo 4º del mismo decreto se contemplaron como principios mínimos orientadores del sistema: pro persona; igualdad y no discriminación; progresividad y no regresividad; coordinación; concurrencia; subsidiariedad; complementariedad, y corresponsabilidad. Por su parte, en el artículo 6º del decreto se estableció que forman parte del sistema nacional de derechos humanos y derecho internacional humanitario, entre otros, las instancias territoriales. 

Estas instancias territoriales se reglamentaron en el artículo 18 del decreto 4100 de 2011 así:

“El Sistema Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario contará con una instancia en cada una de las entidades territoriales, en el ámbito de sus competencias y autonomía y, en todo caso, a partir de las orientaciones contenidas en las normas vigentes, especialmente en el Decreto 1188 de 2003. 

Esta instancia será la responsable de diseñar, implementar, hacer seguimiento y evaluar, en aquello que corresponda, la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario en el nivel territorial, a través de su incorporación en el Plan de Desarrollo y en su respectivo Plan Plurianual de Inversiones. Los gobernadores y alcaldes adelantarán las acciones que estimen necesarias para organizar y poner en funcionamiento esta instancia en sus territorios, de acuerdo con los lineamientos y parámetros definidos en el Mecanismo de Coordinación Nación-Territorio, teniendo en cuenta sus competencias y el principio de autonomía de las entidades territoriales. 

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional, bajo la coordinación del Ministerio del Interior, impulsará, asesorará y apoyará el diseño y organización de las instancias territoriales del Sistema Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario”.

A nivel distrital, actualmente reglamenta la materia el (Acuerdo 4 de 1995). Esta norma creó el comité distrital de defensa, protección y promoción de los derechos humanos del distrito[footnoteRef:5], el cual está dividido en tres áreas: policía y seguridad, familia y menor y asuntos sociales y participación ciudadana. Además, el comité tiene once funciones a su cargo[footnoteRef:6].  [5:  Actualmente, el comité está integrado por los siguientes miembros, de conformidad con el artículo segundo: El Personero Distrital quien dirigirá y presidirá sus actividades y hará las veces de Secretario Ejecutivo; dos representantes de la Jerarquía Eclesiástica; un representante del Alcalde Mayor; dos representantes de las demás Iglesias reconocidas por el Estado Colombiano; dos representantes de la Federación Comunal de Bogotá; dos representantes de las Federaciones sindicales con sede en el Distrito; dos representantes de las organizaciones de Derechos Humanos con sede en el Distrito; un representante de las Comunidades Indígenas con sede en el Distrito; un representante de los directores de los establecimientos educativos del Distrito; un representante de las organizaciones gremiales de los educadores; un representante del sector deportivo; un representante del sector de los pensionados; un representante de la Federación de Municipios; un representante de la Fiscalía General de la Nación; un representante de los directores de los establecimientos de Salud del Distrito; un representante de los Comités de Participación Comunitaria; un representante de los sectores de la Cultura; un representante de los rectores de las universidades; un representante de los centros de investigación social; dos representantes de las organizaciones estudiantiles; dos representantes de las organizaciones de la juventud; dos representantes de las organizaciones de la mujer; un representante de las organizaciones de los desplazados de la violencia; un representante de las organizaciones de desaparecidos. Además, hacen parte del comité: el Comandante de la Policía Metropolitana y el Comandante de la Institución militar con jurisdicción distrital.]  [6:  Son: Analizar los principales problemas de derechos humanos que se presenten en el Distrito, que afecten con mayor agudeza a la población y plantear políticas y procedimientos para superarlos; adelantar campañas de educación a la comunidad sobre todo lo referente a los derechos humanos, la importancia de su defensa, el respeto y el papel de las instituciones gubernamentales para garantía de los mismos; apoyar las gestiones que emprenda el personero distrital y demás entidades gubernamentales, en cuanto hace referencia a la denuncia e investigación sobre violaciones a los Derechos Humanos en la jurisdicción del Distrito; atender las denuncias relacionadas con los Derechos Humanos y asesorar a las víctimas sobre el quehacer en cada caso concreto; canalizar hacia el Defensor del Pueblo las distintas propuestas y sugerencias que la comunidad local exprese para plantear a las autoridades competentes su atención pronta y oportuna; colaborar con la Personería Distrital en la supervisión y vigilancia de los establecimientos carcelarios, internados siquiátricos, ancianatos, sala cunas, centros de protección al menor, centros de rehabilitación para el menor infractor, centros de rehabilitación para discapacitados, hogares comunitarios y hospitales ubicados en la jurisdicción del Distrito, con el fin de vigilar el respeto a los Derechos Humanos y coadyuvar a su desarrollo y progreso; coordinar y elaborar al desarrollo de las acciones que realicen los Comités de Derechos Humanos de los centros carcelarios y penitenciarios y de las guarniciones militares y de policía; recomendar a la Administración Distrital la ejecución de obras y acciones que estén encaminadas a solucionar problemas que de manera especial beneficien a la comunidad relacionados con los derechos humanos; llevar una relación estadística sobre las violaciones a los derechos humanos; conformar Comisiones para reunirse periódicamente con los miembros de las Juntas Administradoras Locales, y darse su propio reglamento”.] 


Adicionalmente, el acuerdo 4 de 1995 creó la unidad coordinadora de defensa, protección y promoción de los derechos humanos del distrito capital, que es un ente asesor y coordinador adscrito al despacho del personero de Bogotá. Esta unidad está conformada por el personero, el procurador delegado para los derechos humanos, el consejero presidencial para los derechos humanos, el defensor del pueblo, el veedor distrital, el personero delegado para la defensa de los derechos humanos, protección de la familia y el menor, el personero delegado para los asuntos de policía y el jefe de investigaciones especiales de la personería. La unidad tiene trece funciones a su cargo[footnoteRef:7].  [7:  Son: coordinar la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos en el Distrito Capital a través de los diferentes organismos de la Personería de Santa Fe de Bogotá; propiciar las investigaciones especiales que se consideren prioritarias en la defensa de los Derechos Humanos; llevar los inventarios de las investigaciones que con respecto de los Derechos Humanos esté adelantando la Personería Delegada para los Derechos Humanos, la Personería para los Asunto Policivos, la Unidad de Investigaciones Especiales y las Personerías Locales; velar porque dichas investigaciones se cumplan en los términos respectivos; asesorar al Personero para la elaboración de las acciones de tutela en las que se invoque la protección de los derechos humanos; asesorar al Personero en la elaboración de las acciones populares que busquen resarcir los derechos humanos quebrantados; promover la divulgación de la Constitución, especialmente en su Título segundo, a través de seminarios, conferencias y talleres en las veinte Localidades de la ciudad; promover, de igual manera que el artículo precedente, los deberes que fija la Constitución Nacional para todos los congéneres colombianos en su artículo 95; mantener reuniones periódicas con el Inspector General para la Policía Metropolitana de Bogotá; mantener una vez al mes reuniones con los Personeros Locales para recibir informes sobre las investigaciones que se adelanten; reunirse cada dos (2) meses con el Comandante General de la Policía Metropolitana y los Comandantes de Policía de Bogotá de cada localidad para coordinar la divulgación y concientización de los derechos humanos al interior de la Institución; reunirse con los Comités Internacionales de Derechos Humanos que existan en el Distrito Capital y con el Comité de la Cruz Roja Internacional; reunirse con los Alcaldes Locales con el objeto de evaluar la situación de Derechos Humanos de cada Localidad.
] 


El actual plan distrital de desarrollo contempla en el artículo 94 la creación del sistema distrital de derechos humanos y derecho internacional, así: 

“Créase el Sistema Distrital de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, el cual será liderado por la Secretaría Distrital de Gobierno, como plataforma articuladora de las normas, políticas, programas, entidades e instancias de los niveles nacional, distrital y local encargados de formular, ejecutar y evaluar la Política Integral de Derechos Humanos en el Distrito Capital. Este sistema y todas las prácticas y políticas que lo desarrollen tendrán un Enfoque Basado en Derechos Humanos -EBDH-, como marco normativo de principios y reglas que busca la aplicación coherente de las normas y estándares internacionales vigentes, en materia de derechos humanos, en el Distrito” (Acuerdo 645 de 2016).

Los proyectos de acuerdo buscan reglamentar este sistema. Tal y como se explica en la exposición de motivos del proyecto de acuerdo 643 de 2017, de iniciativa de la administración distrital: 

“(…) el Sistema Distrital de Derechos Humanos se constituirá en el escenario estratégico de coordinación territorial entre los niveles nacional, distrital y local, permitiendo operativizar e implementar de manera efectiva la Política Pública Integral de Derechos Humanos del Distrito. Para esto, se incorporará el Enfoque Basado en Derechos EBD en las políticas, programas, planes y proyectos de los diferentes sectores Distritales en los niveles Distrital y Local, al igual que se establecerán lineamientos claros a través de los ejes temáticos o de la Política Pública, en concordancia con el Sistema Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.

En este sentido, la implementación del Sistema Distrital de Derechos Humanos se constituye en el marco orientador y de interacción de los sectores distritales, como política de descentralización de la política nacional en el territorio distrital para garantizar el goce efectivo de derechos de todos los habitantes de Bogotá. Se trata de un proceso en el cual la participación y el diálogo de saberes deben ser la piedra angular de su construcción”.

Por otra parte, en el Segplan de septiembre de 2017, al hacerse referencia al “proyecto 1131 construcción de una Bogotá que vive los derechos humanos”, que hace parte del programa Bogotá vive los Derechos Humanos, la secretaría de gobierno advierte:

“Existe un retraso en cuanto a la conformación del Sistema Distrital de Derechos Humanos, debido a obstáculos con el instrumento jurídico de su creación. A la fecha, la Subsecretaría para la Gobernabilidad y Garantía de Derechos y la Dirección de Derechos Humanos se encuentran a la espera de la aprobación del Acuerdo Distrital por parte del Concejo”.

Además, se explica que, durante el tercer trimestre de 2017, “el equipo de Sistema Distrital de Derechos Humanos y Política Pública trabajó en la segunda fase "Revisión y aprobación del proyecto de Acuerdo Distrital", en el marco de la coordinación interinstitucional y análisis de la oferta distrital, desarrollando contenido en los siguientes ejes temáticos”. 

Por lo tanto, los proyectos de acuerdo son viables, tanto desde el punto de vista jurídico como de conveniencia, especialmente teniendo en cuenta que el actual Acuerdo 4º de 1995 debe ser modificado, porque se expidió con mucha anterioridad a la principal norma que reglamenta la materia a nivel nacional, que es el Decreto 4100 de 2011. 

9. Impacto fiscal

De conformidad con el artículo 7 de la ley 819 de 2003, el cual establece que todo proyecto de ley, ordenanza o acuerdo debe hacer explícito si tiene impacto fiscal, la presente iniciativa no genera impacto fiscal puesto que trata de la implementación de una política que fue creada en el plan de desarrollo distrital “Bogotá mejor para todos” 2016-2020. Esto implica que los gastos que pudieran generarse están contemplados, desde el inicio, en el plan de inversiones del actual gobierno. 

El proyecto de inversión 1131 “construcción de una Bogotá que vive los derechos humanos” busca fortalecer las acciones del distrito para la promoción, prevención de vulneraciones y protección de los derechos. Entre sus metas se encuentra la de “desarrollar el 100% del procedimiento metodológico para formular e implementar el sistema y política distrital de derechos humanos, en articulación con el plan distrital de prevención y protección”. 

Según los comentarios de la administración y al contrastar la información con el SEGPLAN, este proyecto de inversión cuenta con $31.122 millones para el cuatrienio. Específicamente, la meta enfocada en la formulación e implementación del sistema distrital de derechos humanos programa más de $4.000 millones para la implementación del sistema, lo cual implica que sí se contemplan los recursos financieros para cubrir los gastos generados por este proyecto de acuerdo.

Tabla. Presupuesto asignado al proyecto (Cifras en millones de pesos)
	
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	1131 Construcción de una Bogotá que vive en los derechos humanos
	$1.455
	$8.267
	$8.900
	$6.250
	$6.250

	Meta: desarrollar el 100% del procedimiento metodológico para formular e implementar el sistema y política distrital de derechos humanos, en articulación con el plan distrital de prevención y protección
	$0
	$967
	$1.810
	$786
	$786


Fuente: elaboración propia con base en el reporte SEGPLAN a septiembre de 2017.
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Plenaria
Tema: Proyecto de acuerdo cupo de endeudamiento para la empresa Metro
Fecha: 26 de enero de 2018

Segundo debate del proyecto de acuerdo 663 de 2017- Cupo de endeudamiento para la empresa metro. 

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1
	Xinia Rocío Navarro
	Ponencia negativa para 1er debate
	Ratifica ponencia negativa para 2do debate

	Ponente 2
	Daniel Palacios
	Ponencia conjunta positiva con modificaciones para 1er debate
	Ratifican ponencia conjunta para 2do debate

	Ponente 3
	Germán Augusto García
	
	

	Comentarios de la administración
	El proyecto es de autoría de la administración.

	Viabilidad jurídica
	Ana Cristina Henao
	Competencia: Sí

	
	
	Legalidad: Sí

	Concepto general
	Camila Murcia y Felipe Useche
	No viable (pertinencia)

	Voto en comisión
	Juan Carlos Flórez
	No pertenece a la comisión

	Voto en plenaria
	
	Negativo


 
1. Resumen concreto

El proyecto de acuerdo 663 de 2017, presentado por la administración, solicita al concejo autorizar un cupo de endeudamiento global para la empresa metro de hasta $10,85 billones, destinados a la construcción y puesta en marcha del proyecto primera línea del metro. Los recursos serían usados como parte de las fuentes de financiación para la ejecución del proyecto junto con las vigencias futuras aprobadas, tanto por el distrito como por la nación, y los ingresos por recaudo en el período de operación.

En mi intervención del pasado 22 de enero, durante el primer debate de esta iniciativa, advertí que las cuentas del metro, presentadas por la administración, no dan, pues cuatro pilares fundamentales del proyecto están embolatados: la tarifa, las estaciones duales, las apps/ concesiones y las troncales alimentadoras.

Primero, demostré que el alcalde ha virado 180 grados su posición frente a los subsidios para las tarifas del transporte masivo en Bogotá. En noviembre de 2017, el alcalde afirmó que la tarifa del metro sería igual a la de Transmilenio así tuviera que ser subsidiada. No obstante, durante la presentación de este proyecto el gerente del metro, Andrés Escobar, respondió que no se contemplan subsidios adicionales para la tarifa del metro, pues según los estudios presentados para la aprobación del conpes, bajo ciertos escenarios y supuestos el metro puede ser auto sostenible. Pero como lo mostré, esto resulta rebatible si se considera que el metro entrará como un elemento más del sistema de transporte masivo de la ciudad, sistema que para 2017 tenía un déficit de $593.646 millones (Transmilenio, 2017). 

En segundo lugar, señale que desde el inicio la administración ha manifestado su interés por la construcción de las estaciones duales cuya finalidad es mitigar el impacto urbanístico y generar ingresos complementarios a los de la operación, mediante la captura de valor inmobiliario. A pesar de ello, hoy la construcción de esos edificios aledaños a las estaciones están embolatados, pues la ejecución de los mismos no hace parte de los recursos de la cofinanciación firmada con la nación. 

En tercer lugar, expliqué que, con la entrada en vigencia de la ley de infraestructura y contratación (ley 1882 de 2018) la semana pasada, la empresa metro no podrá contratar por app la ejecución del proyecto metro. Asimismo, advertí que las concesiones en Colombia tienen el “síndrome Chirajara”, pues una parte de las contrapartes de las concesiones en el sector público no ofrecen las plenas garantías de calidad de las obras y los contratistas terminan subcontratando las obras sin que las interventorías hagan nada al respecto. Sumado a ello, recordé que a nivel distrital la administración no tiene una experiencia positiva en licitaciones, pues el gobierno anterior no puedo cerrar la licitación de Transmilenio y a dos años del gobierno actual, la situación no ha cambiado. La tragedia de Chirajara es tan sólo el más reciente ejemplo de las concesiones de infraestructura fallidas en Colombia. (Desarrollo en la página 5)

Finalmente, en mi intervención cuestioné que las troncales alimentadoras sean el factor crucial que garantiza el equilibrio financiero del metro. El 16 de enero el gerente del metro afirmó que no se requerirán subsidios siempre y cuando se logre ensamblar las troncales alimentadoras para que acerquen al 40% de los usuarios que tendrá el metro. 

2. Articulado aprobado en primer debate

En primer debate se incluyó un artículo que trata de la presentación de un informe anual al concejo, para evaluar los avances y ejecución de los recursos aprobados en este acuerdo. 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ, DISTRITO CAPITAL

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas en los numerales 1 y 17 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993, así como las conferidas en el Decreto Distrital 714 de 1996 y el Decreto Distrital 216 de 2017:

ACUERDA:

CUPO DE ENDEUDAMIENTO

ARTÍCULO PRIMERO: Autorizase un cupo de endeudamiento global para la Empresa Metro de Bogotá S.A. hasta DIEZ BILLONES OCHOCIENTOS CINCUENTA MIL MILLONES ($10.850.000.000.000) DE PESOS CONSTANTES DE 2017 o su equivalente en otras monedas, para celebrar operaciones de crédito público, interno o externo, así como operaciones asimiladas a las anteriores y conexas, destinadas a la financiación de la construcción y puesta en marcha del Proyecto Primera Línea del Metro de Bogotá – Tramo 1, sujeto al cumplimiento de las disposiciones vigentes sobre la materia.

ARTÍCULO SEGUNDO: La Empresa Metro de Bogotá S.A presentará al Concejo de Bogotá un informe anual en mayo sobre las actividades desarrolladas en virtud del cupo de endeudamiento global aprobado en el presente Acuerdo, en sesión plenaria de la Corporación.

ARTÍCULO TERCERO: Vigencia. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

3. Ponencias

Los ponentes ratificaron sus ponencias para segundo debate. Los concejales Germán García y Daniel Palacios ratificaron su ponencia positiva conjunta para la plenaria y la concejala Xinia Rocío Navarro ratificó su ponencia negativa.

4. Análisis de pertinencia

Desde la primera sesión de la presentación de este cupo expresé mis preocupaciones sobre la sostenibilidad del proyecto metro. Les recordé el ejemplo del SITP, de cómo en la administración de Samuel Moreno y Clara López se plantearon contratos de pago con los propietarios, pero no se habló con claridad de las condiciones de financiación del sistema y hoy las consecuencias de este error se reflejan en la insatisfacción generalizada de la población y un hueco financiero que está pagando la ciudad. En mi intervención del pasado 22 de enero, durante el primer debate de este proyecto, advertí que las cuentas del metro, presentadas por la administración, no dan, pues cuatro pilares fundamentales del proyecto están embolatados: la tarifa, las estaciones duales, las alianzas público privadas/ concesiones y las troncales alimentadoras.

¿Cómo van a lograr un metro sin subsidios?

El alcalde ha virado 180 grados su posición frente a los subsidios para las tarifas del transporte masivo en Bogotá. En noviembre de 2017, el alcalde Peñalosa afirmó que la tarifa del metro sería igual a la de Transmilenio así tuviera que ser subsidiada, además, durante la presentación de esta iniciativa, el gerente del metro, Andrés Escobar, respondió que no se contemplan subsidios adicionales para la tarifa del metro, pues según los estudios presentados para la aprobación del Conpes, bajo ciertos escenarios y supuestos el metro puede ser auto sostenible. Sin embargo, como lo mostré en mi intervención, esto resulta insostenible si se considera que el metro entrará como un elemento más del sistema de transporte masivo de la ciudad, sistema que para 2017 tenía un déficit de $593.646 millones (Transmilenio, 2017). 

Adicionalmente, mostré que sólo 6 metros del mundo operan sin subsidios y son auto-sostenibles en su operación (Osaka, Hong Kong, Tokio, Londres, Singapur y Taipei). En general, los metros operan de forma subsidiada. Según los registros del porcentaje de recuperación de costos vía tarifa que lleva el departamento de transporte del estado de Washington en Estados Unidos (WSDOT, 2009). En promedio, a nivel global, los sistemas de metro recuperan alrededor del 50% de sus costos a partir de la tarifa y el 50% restante es subsidiado. 

Todos estos metros tienen tarifas que varían de acuerdo a la distancia que recorren los usuarios en el sistema. Para ello, dividen la ciudad en zonas y de acuerdo con la cantidad de zonas que se recorran difieren las tarifas. La ciudad de Londres, por ejemplo, está dividida en 6 zonas concéntricas y un viaje del final de una de sus líneas hasta el centro de la ciudad, atraviesa las 6 zonas y cuesta 8.4 dólares. En comparación, el viaje entre 2 zonas cuesta 6.8 dólares. El metro de Peñalosa tendrá una tarifa plana, es decir que independientemente del número de estaciones que se recorran, se pagará lo mismo que si se va de extremo a extremo de la línea.

¿Las estaciones duales del metro de Bogotá en el aire?

También señalé que desde el inicio la administración ha manifestado su interés por la construcción de las estaciones duales, cuya finalidad es mitigar el impacto urbanístico y generar ingresos complementarios a los de la operación mediante la captura de valor inmobiliario. A pesar de ello, hoy, la construcción de esos edificios aledaños a las estaciones están embolatados, pues la ejecución de los mismos no hace parte de los recursos de la cofinanciación que se firmó con la nación. Esto implica que si la administración pretende seguir los pasos de Hong Kong, estas estaciones son mucho más importantes de lo que dicen, porque constituyen un elemento garante de la sostenibilidad financiera de la operación. 

El sistema de transporte en riel de Hong Kong tiene más de 221 kilómetros y mueve más de cinco millones de personas al día. El metro de Hong Kong (conocido por las siglas MTR, de Mass Transit Railway) es un caso de estudio en el mundo porque no sólo cubre sus costos de operación, sino que produce ganancias: en 2014, éstas ascendieron a USD 1,5 billones. Estas ganancias, por otro lado, no son el producto de una alta tarifa: un viaje cuesta menos de un dólar, por debajo de otros sistemas como el de Tokyo (4 dólares), Nueva York (2,75 dólares) y Estocolomo (4 dólares).

La clave está en cómo el gobierno de Hong Kong permitió que el MTR capturara el valor inmobiliario de la renovación urbana que siguió a la construcción del viaducto. Este modelo de negocios es conocido como P+R o Property plus Railway, Propiedad + Metro. Este modelo ha permitido la financiación de las líneas férreas de Hong Kong a partir de los siguientes pasos: el gobierno otorga a la MTR permisos de desarrollo del suelo alrededor de las líneas férreas; la MTR construye proyectos de espacios integrados (que incluyen vivienda, comercio, escuelas, oficinas y equipamientos públicos) y los ofrece a inversionistas privados que devuelven parte de sus utilidades a la autoridad de transporte; la plusvalía generada por los proyectos es capturada a través de la valorización de las propiedades.

Impacto de la entrada en vigencia de la ley de infraestructura y contratación

Por otro lado, expliqué que con la entrada en vigencia de la ley de infraestructura y contratación (ley 1882 de 2018) la semana pasada, la empresa metro no podrá contratar por app la ejecución del proyecto metro. 

Asimismo, advertí que las concesiones en Colombia tienen el “síndrome Chirajara”, pues una parte de las contrapartes de las concesiones en el sector público no ofrecen las plenas garantías de calidad de las obras y los contratistas terminan subcontratando las obras sin que las interventorías hagan nada al respecto. Sumado a ello, recordé que a nivel distrital la administración no tiene una experiencia positiva en licitaciones, pues el gobierno anterior no puedo cerrar la licitación de Transmilenio y a dos años del gobierno actual, la situación no ha cambiado.

Al respecto del caso Chirajara, vale la pena recordar que Coviandes, empresa dueña de la concesión Bogotá- Villavicencio es una sociedad propiedad mayoritaria de Corficolombiana, del grupo Aval. En consecuencia, el puente de Chirajara hace parte del gran grupo de obras viales en Colombia que tiene el conglomerado Sarmiento Angulo, el cual, a enero del año pasado había logrado cuatro concesiones del programa vial 4g con inversiones de más de $8,5 billones.

Además de la pérdida de vidas y el retraso en la entrega del puente desplomado, la situación se agrava si se tiene en cuenta que el pasado 26 de enero, la comisión de expertos del instituto americano del concreto, el ministerio de transporte y la agencia nacional de infraestructura sacaron un comunicado en el que se informó que el costado oriental del viaducto, que aún se encuentra en pie, está en riesgo inminente de desplome. Esto implica que la parte de la obra que queda en pie también presenta problemas estructurales, lo cual daría para pensar que este error de ingeniería podría afectar lo que queda del puente. En el comunicado la ANi solicitó a Coviandes que implemente las medidas pertinentes para preservar la vida de todas las personas que circulen por la vía o puedan verse afectadas por el riesgo, y para que evalúen la necesidad de demoler esta parte del puente. A pesar de lo anterior, a la fecha ni la fiscalía general, ni la ANI, ni el ministerio de transporte se han referido a la responsabilidad del contratista, dueño mayoritario de las empresas implicadas en el hecho, Luis Carlos Sarmiento Angulo. Esto resulta preocupante si se tiene en cuenta que, según el artículo publicado por las Dos Orillas en octubre del año pasado, Luis Carlos Sarmiento operaba 9 importantes concesiones viales en el país, una de ellas salpicada por el escándalo Odebrecht: 

La doble calzada Buga-Tuluá-La Paila  (desde 1993); la Ampliada hasta La Victoria  (2006); Bogotá-Villavicencio (hasta 2023); Fontibón-Facatativá- Los Alpes (hasta 2024). Más cinco concesiones entregadas durante el gobierno Santos:la autopista Conexión Pacifico 1 (Ancón Sur-Bolombolo en Antioquia) (hasta 2039), un sector clave Mulaló-Loboguerrero-Cali que conecta el Puerto de Buenaventura (hasta 2040); la vía Villavicencio-Yopal (hasta 2044); Chirajara-Villavicencio(hasta 2054) y la ruta del sol 2 (Puerto Salgar en Cundinamarca, hasta San Roque, Cesar). De ésta última tenía el 33% en sociedad con Odebrecht y C A Solarte, y habría sido entregada al consorcio tras haberle entregado un soborno de $6 millones de dólares al ex viceministro Gabriel García Morales. El expresidente de Cofricolombiana, José Elías Melo está detenido por estos hechos. (Las dos orillas, 2017)

Experiencias fallidas de concesiones en Colombia:

La tragedia del Chirajara es sólo un ejemplo de una interminable colección de concesiones fallidas para la construcción de importantes obras de infraestructura con entidades privadas a lo largo del país. El escándalo de Odebrecht destapó unas condiciones estructurales de la contratación de obras en el país, de acuerdo con la ex presidenta de la sociedad colombiana de ingenieros Diana María Espinosa.

Después del escándalo, los bancos dijeron que subirían el nivel de exigencia para prestar el dinero a las constructoras contratistas, pues lo que ha sucedido es que se entregan los contratos sin el diseño definitivo, entonces el cierre financiero se da después de contratar la obra y sólo hasta ese momento se sabe el monto requerido del contrato. Además, de acuerdo con el esquema de contratación por concesión, el constructor de la obra debe absorber cualquier problema o costo adicional, esto genera que las obras de prorroguen y se ocasionen los desfases en tiempo y dinero que ponen en peligro el desarrollo y la calidad de la obra.

Algunas de las obras fallidas recientes son:

· El túnel de la línea: la obra, que fue adjudicada en 2008, ha sufrido retrasos importantes debido a imprevistos de gran magnitud. Por ejemplo, el contratista actual está construyendo un puente en el municipio de Calarcá que tiene un valor de $700 mil millones de pesos que no se tuvo en cuenta en los diseños originales de la obra. Después de terminar el contrato inicial de la obra por incumplimiento y  demandar al concesionario, se  firmó un nuevo contrato de terminación de la obra que adicionó $224 mil millones al valor total y aún no se sabe hasta cuándo se debe prorrogar para entregar la obra completamente terminada. En total, la contraloría general de la nación estimó que la obra tuvo unos sobrecostos totales por $1,27 billones y un atraso de 3 años. 

· Puente Pumarejo: El pasado 15 de enero se anunció que la entrega del puente que unirá los departamentos de atlántico y magdalena sobre el río magdalena sería postergada hasta el primer semestre de 2019. Pues la obra presentaba un atraso en el 26%. Esta obra consiste de 2 partes: la construcción de los pilares y pilones centrales y la superestructura que es el tablero sobre el que circularán los carros. Como se puede ver en la siguiente fotografía del diario Publimetro, del pasado 21 de septiembre de 2017, los pilares están al descubierto en el proceso de montaje de la estructura superior. Estos retrasos fomentan la debilidad de la estructura y ponen en peligro la inversión que se ha realizado. Además, en este caso, el Invías ha sido enfático en tirarle la pelota al contratista.
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· Viaducto Córdoba: Este puente, en el que se invirtieron $5.000 millones y que se entregó en mayo del 2015, tuvo que ser demolido en febrero de 2017, menos de dos años después de su entrega. Esta obra es clave para el tránsito por la avenida transversal del liberador que une a los departamentos de Cauca y Huila y se tuvo que desmontar debido a que los estudios no contemplaron las fallas geológicas ocasionadas por la quebrada que pasaba debajo del puente. A pesar de las advertencias de los habitantes de la zona durante el periodo de construcción, de que el puente no resistiría los estragos de la corriente, al poco tiempo de estrenar la obra se empezaron a revelar agrietamientos que ponían en peligro la vida de quienes deben usar esta vía.

[image: Viaducto Córdoba: 5 mil millones perdidos]

· La ruta del sol: Esta vía es fiel reflejo de la inoperancia en el control, supervisión y manejo de las concesiones con entidades privadas para la construcción de grandes obras de infraestructura. A 2017, el proyecto completó 20 años desde que se planteó en el gobierno de Ernesto Samper. En 1997 se dio vía libre al proyecto con la firma de un contrato con el concesionario Commsa conformado por 12 empresas que no construyeron 1 solo kilómetro sino que terminaron por demandar al estado. En 2009 el contrato se repartió en 3 partes  y se adjudicó a 3 concesionarios. Sin embargo, el tramo 2 se adjudicó a Odebrecht y con el escándalo de la corrupción de esta compañía, la fiscalía reveló que se pagaron sobornos por 6,5 millones de dólares. En consecuencia se liquidó el contrato de la fase 2 e Invías asumió la construcción mientras se reanuda el proceso de licitación. Sin embargo, en el intermedio del pleito legal con Odebrecht la obra se paró por 6 meses. El tramo 2 de la ruita del sol dejó sobrecostos por más de $800.000 millones, la obra pasó de costar $2,4 billones a costar $3,2 billones.

Falta de claridad sobre el impacto de la nueva ley de contratación

Ese mismo día, el gerente del metro ratificó que no podrán usar la figura de APPs como el modelo de contratación de la obra. Afirmó también que gracias a la nueva Ley 1882 de 2018 tienen la posibilidad de contratar vía concesión. 

En sus palabras, la virtud de la ley es que “la empresa metro y otros (…) pueden volver a la modalidad de concesión, volverla a usar, sin estar restringidos a usar los mecanismos de APP (…) a partir de la ley de la semana pasada (…) se vuelve a abrir la puerta para que las entidades territoriales como nosotros podamos acudir a la figura de la concesión y no de la APP (…) El artículo 14 de la Ley 1882 abrió esa posibilidad de nuevo y en particular para las empresas industriales y comerciales del Estado en las que existía una ambigüedad. No es que estuviera cerrada la puerta a la concesión, sino que existía controversia y hacía muy vulnerable una concesión sin tener un fundamento legal claro. Ese fundamento ya quedó aclarado”. 
Veamos entonces las modificaciones que el artículo 14 de la Ley 1882 de 2018 le hizo a la Ley 1508 de 2012, que regula las APPs:

	Ley 1508 de 2012
	Ley 1882 de 2018

	ARTÍCULO 8o. Participación de entidades de naturaleza pública o mixta. Para la celebración y ejecución de contratos o convenios interadministrativos regidos por la Ley 80 de 1993, 1150 de 2007 y 489 de 1998, que tengan por objeto el desarrollo de esquemas de asociación público-privada, las entidades estatales deberán cumplir con los procedimientos de estructuración, aprobación y gestión contractual previstos en la presente ley, sin desconocer el régimen de inhabilidades e incompatibilidades previstas en la ley.

PARÁGRAFO. Se entenderán excluidos del ámbito de aplicación establecido en la presente ley, las Sociedades de Economía Mixta en las que el Estado tenga participación inferior al cincuenta por ciento (50%), sus filiales y las Sociedades entre Entidades Públicas con participación del Estado inferior al cincuenta por ciento (50%), las Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios y las Empresas Industriales y Comerciales del Estado cuando desarrollen actividades comerciales en competencia con el sector privado y/o público, nacional o internacional o en mercados regulados cuando estas obren como contratantes.
	Artículo 14. Modifíquese el parágrafo del artículo 8 de la Ley 1508 de 2012.
(...) 














[bookmark: _Hlk504744975]Parágrafo. No podrán ser contratantes de esquemas de asociación público - privada bajo el régimen previsto en la presente ley, las Sociedades de Economía Mixta, sus filiales, las empresas de servicios públicos domiciliarios y las Empresas Industriales y Comerciales del Estado o sus asimiladas. Lo anterior, sin perjuicio de que las entidades excluidas como contratantes puedan presentar oferta para participar en los procesos de selección de esquemas de asociación público-privada regidos por esta Ley, siempre que cumplan con los requisitos establecidos para el efecto en el respectivo proceso de selección.



Al revisar las modificaciones, no entendemos cómo de la modificación del artículo 14 se deriva que se abra la posibilidad de celebrar contratos de concesión por parte de las entidades territoriales. La consecuencia de este artículo es que la empresa metro puede operar como contratista, pero no como contratante en lo esquemas de APPs. Esto teniendo en cuenta que, de conformidad con el artículo 1º del Acuerdo 642 de 2016, por el cual se creó la Empresa Metro, esta se rige por el régimen de las empresas industriales y comerciales del estado. 

Al revisar la Ley 1882 de 2018, tampoco encontramos en todo su articulado ninguna disposición que nos lleve a concluir que se dio una modificación a los contratos de concesión. La única relación que vemos que existe, está dada porque el artículo 2º de la Ley 1508 de APPs establece que las concesiones que regula la Ley 80 de 1993, en el numeral 4º del artículo 32, se encuentran comprendidas dentro de los esquemas de APPs. Por lo tanto, si las concesiones están comprendidas dentro de los esquemas de APP, la Empresa Metro tampoco puede ser un contratante por concesión. En consecuencia, es pertinente que el gerente de la empresa metro aclare por qué razón afirma que el artículo 14 de la Ley 1882 de 2018 abre la posibilidad a una contratación por medio de una concesión. 

Por otra parte, encontramos que la Ley 1882 de 2018 modificó, en el artículo 16, los numerales 6 y 7 del artículo 27 de la Ley 1508 de 2012, sobre APPs. En esta modificación, se abrió la posibilidad de que el distrito capital (entre otras entidades territoriales) contrate APPs en el último año de gobierno y apruebe vigencias futuras en el último año, para ser usadas en proyectos de APPs. Por lo tanto, partiendo de que el gerente de metro afirmó expresamente que participó activamente en la elaboración de la ley, es pertinente que aclare si la administración tiene pensado contratar APPs en el último año de gobierno y solicitar vigencias futuras para ello. 

El equilibrio financiero del metro depende de las troncales alimentadoras que siguen en el papel

Finalmente, cuestioné que las troncales alimentadoras sean el factor crucial que garantiza el equilibrio financiero del metro. El 16 de enero el gerente del metro afirmó que no se requerirán subsidios siempre y cuando se logre ensamblar las troncales alimentadoras para que acerquen al 40% de los usuarios al metro. Esto resulta problemático si se considera que aún no se tiene claridad sobre el costo de las tres troncales (la Cali, Av. 68 y Boyacá) y que estas obras son las que menos avances tienen, ninguna de ellas ha terminado estudios de factibilidad. 

[bookmark: Anexo_4]Anexo 4  Análisis de objeciones del proyecto 205 de 2017

Plenaria.
Tema: Objeciones al proyecto de acuerdo 205 de 2017, por el cual se promueven acciones afirmativas para la seguridad de las mujeres en Transmilenio: más mujeres sentadas, más mujeres protegidas. 
Iniciativa de: Marco Fidel Ramírez.  
Fecha: 2 de febrero de 2018.  

OBJECIONES AL PROYECTO DE ACUERDO 205 DE 2017 POR EL CUAL SE PROMUEVEN ACCIONES AFIRMATIVAS PARA LA SEGURIDAD DE LAS MUJERES EN TRANSMILENIO: MÁS MUJERES SENTADAS, MÁS MUJERES PROTEGIDAS.

1.	Resumen concreto 

	Nombre	Concepto
Ponente 1	Diego Fernando Devia	Ponencia positiva
Ponente 2	Rubén Darío Torrado	Ponencia positiva
Concepto de la administración	Secretaría de movilidad
Secretaría de seguridad
Secretaría de la mujer
Secretaría de hacienda
Transmilenio	Inviable.
Análisis jurídico	Ana Cristina Henao	Competencia	Sí
		Legalidad	No
Concepto general	Juan Sebastián Moreno	Aunque viable, el proyecto es inútil.
Voto en comisión	Juan Carlos Flórez	No pertenece a la comisión.
Voto en plenaria	Juan Carlos Flórez	No. 

La administración objetó el articulado aprobado en plenaria del proyecto 205, para que las mujeres tengan un uso prioritario de las sillas de Transmilenio como una medida para combatir el acoso y la inseguridad. Las objeciones se sustentan en cuatro argumentos: (i) el proyecto incumple el principio constitucional de eficacia de la administración pública; (ii) el articulado carece de unidad de materia; (iii) la exposición de motivos de la medida no evaluó el impacto fiscal que tendría sobre Transmilenio; y (iv), sobre todo, es una medida inútil para combatir la violencia contra la mujer.

La comisión accidental que evaluó estas objeciones las desestimó. A pesar de reconocer el alcance limitado de esta iniciativa, la comisión consideró que debe convertirse en un acuerdo de la ciudad que sirva como un primer paso en una campaña más amplia que permita reducir los casos de acoso y hurto en el servicio público de transporte.

Compartimos tres de las cuatro objeciones de la administración: el proyecto es una medida ineficaz, que no ataca las causas del acoso a las mujeres en el transporte público; tampoco tiene unidad de materia, pues las medidas que propone no son una acción afirmativa. La objeción que no compartimos es la del impacto fiscal, pues los costos de la medida quedaron claros durante el trámite del proyecto (con los comentarios que emitió Transmilenio para la iniciativa).

Sin embargo, el debate sobre este proyecto ha fallado en reconocer su elemento central: para erradicar la violencia contra la mujer, los hombres tenemos que reconocer y auto-controlar los impulsos que nos llevan a comportamientos que ponen en riesgo la vida y la integridad de las mujeres. Estos comportamientos no son naturales, y el auto-control es posible. Sin embargo, lograr estas metas requiere de un compromiso público que se traduzca en acciones concretas por parte de la administración. En ese sentido, se han quedado cortas las campañas de masculinidades que tiene a su cargo la secretaría de la mujer.

2. ¿En qué consisten las objeciones?

2.1 Aclaración sobre el trámite de las objeciones

De conformidad con los artículos 23 y siguientes del decreto-ley 1421 de 1993 y 81 y siguientes del acuerdo 348 de 2008 (reglamento del concejo), el alcalde puede objetar un proyecto de acuerdo por razones de inconveniencia y jurídicas (esto es, por inconstitucionalidad e ilegalidad). Cuando el alcalde objeta un proyecto, el presidente del concejo debe designar una comisión ad-hoc, para que rinda un informe frente a las objeciones. Una vez rendido el informe, la plenaria debe decidir sobre las objeciones, que solo pueden ser rechazadas por el voto de la mitad más uno de los miembros. Si las objeciones son por inconveniencia y el concejo las rechaza, el alcalde debe sancionar y promulgar el acuerdo. Si son jurídicas y el concejo las rechaza, el proyecto debe ser enviado por el alcalde al tribunal administrativo que tenga jurisdicción en el distrito, el cual debe resolver si el proyecto se archiva o no.

2.2 Objeciones de la administración al acuerdo 205

La administración presentó cuatro objeciones al articulado aprobado por la plenaria del concejo. Dos son de de carácter jurídico y las otras dos son por inconveniencia:


a)	El proyecto desconoce el principio de eficacia administrativa

Según la administración, el proyecto desconoce el principio de eficacia contenido en el artículo 209 de la Constitución y en la ley 1437 de 2011. Dado que establece unas obligaciones a cargo de Transmilenio, cuyo cumplimiento necesariamente está ligado a la existencia de recursos presupuestales, técnicos y logísticos que permiten ejecutarlo, pues el uso de las sillas no garantiza que las mujeres dejen de ser objeto de conductas violentas o abusivas. 

Además, la administración argumenta que el proyecto incurre en una falsa motivación al considerar, erróneamente, que el uso de sillas en los buses de Transmilenio garantizará la seguridad de las mujeres en el sistema. En otras palabras, el proyecto aprobado en plenaria no prevé ni desarrolla medidas que realmente mitiguen el problema.

En otras palabras, la administración considera que esta es una medida inefectiva que sólo pone más cargas sobre Transmilenio pero que no deviene cambio alguno. Compartimos este argumento.
 
b)	El proyecto no se refiere a una misma materia

Según la administración, el proyecto no cumple el presupuesto de unidad de materia, pues su parte considerativa y resolutiva no tienen relación. En el epígrafe de la iniciativa se promueven las acciones afirmativas para la seguridad de las mujeres en Transmilenio, como una estrategia para reducir los casos de acoso sexual y hurto a las usuarias del sistema, mientras que en el articulado se busca que las sillas rojas de los articulados sean de uso preferencial para las mujeres en horas pico y prioritarias en horas valle. Al leer el epígrafe del proyecto encontramos que no es consistente con el articulado, por lo que compartimos la posición de la administración.

Además, la iniciativa del concejal Ramírez no puede ser considerada como una acción afirmativa. Las acciones afirmativas son medidas excepcionales para resolver situaciones de desigualdad manifiesta, en la que se busca incluir a grupos minoritarios tradicionalmente excluidos. Un buen ejemplo de una acción afirmativa son los programas de admisión especial a estudiantes indígenas y afrodescendientes que tienen varias universidades públicas en el país. Estos programas apuntan a mitigar la desigualdad en el acceso a la educación superior por medio de una discriminación positiva. La iniciativa de las sillas de Transmilenio no cumple con estas características.

c)	En la exposición de motivos no se indica de manera expresa el impacto fiscal

El proyecto, en su exposición de motivos, no incluyó la proyección de costos fiscales ni determinó las fuentes requeridas para cubrir estos costos (contratación del personal que vigilaría el acatamiento de la norma). En ese sentido, según la administración, este proyecto incumple el artículo 7º de la ley 819 de 2003.

Sin embargo, desde la discusión de este proyecto en la comisión del plan, Transmilenio afirmó que esta iniciativa tendría un impacto fiscal. Por esa razón, durante el trámite del proyecto quedó claro el componente fiscal del proyecto. Como afirma la comisión accidental en su informe, la Corte Constitucional ha establecido que mientras el impacto fiscal de las normas se aclare por parte del gobierno durante su trámite, queda cumplido el requisito de la evaluación fiscal. Además, la Corte expresó que el gobierno no se puede escudar en el artículo 7º de la ley 819 de 2003 para limitar la producción normativa . Por lo tanto, no compartimos esta objeción de la administración.

d)	El proyecto no ataca la raíz del problema

El proyecto no contribuye a superar la violencia contra las mujeres. Al respecto, la secretaría de la mujer reiteró que el acoso sexual en el transporte público no se debe expresamente a la aglomeración dentro del sistema, ni a que las mujeres deban ir de pie por falta de capacidad de los articulados, sino a la posición que las mujeres tienen en la sociedad. Por esa razón, esta entidad afirma que las acciones propuestas no erradican el problema ni contribuyen a la eliminación de las violencias contra las mujeres.

Este es el punto central de la discusión: asegurar que las mujeres vayan sentadas en los buses no asegura que estén libres de acoso. La argumentación del concejal Ramírez para sustentar su posición, en ese sentido, se apoya en una falsa causa. Como dijimos en el debate de plenaria sobre este proyecto, el desafío de este problema es lograr controlar las pulsiones de los hombres que se convierten en violencia contra las mujeres.

2.3 ¿Qué dijo la comisión accidental?

La comisión accidental – integrada por los concejales Gloria E. Díaz, Lucía Bastidas, Yefer Vega, Rubén Torrado y Gloria S. Díaz – no aceptó ninguno de los argumentos que planteó la administración. Aunque reconocen que la medida no va a representar un cambio sustancial en la situación de las mujeres que utilizan el servicio público de transporte,

Vale la pena anotar que la concejala Lucía Bastidas se opuso a este proyecto desde que inició su trámite en la comisión del plan. Tanto en la discusión en comisión como en la de plenaria, la concejala Bastidas fue clara al afirmar que este proyecto, además de inútil, era peligroso: medidas como estas refuerzan los estereotipos de género e introducen un elemento adicional al conflicto público y privado entre hombres y mujeres. Por esa razón, ella se apartó de la posición del resto de la comisión accidental.

3. Intervención de Juan Carlos Flórez (7 de diciembre de 2017)

Voté no al proyecto de sillas exclusivas para mujeres en Transmilenio pues no ataca el origen de esta violencia: el comportamiento machista. Lo que está en el trasfondo de la renovada violencia contra las mujeres es la resistencia de muchos hombres a que ellas ocupen un lugar equiparable al de nosotros en la sociedad. Ese es el asunto de fondo y Transmilenio es sólo uno de los escenarios de ese conflicto.

Indudablemente este proyecto tiene la mejor de las intenciones. Pero resulta que en muchas ocasiones es el conjunto de la sociedad el que representa una amenaza para la mujer. ¿Cuántas mujeres no conocen todo tipo de acoso en su lugar de trabajo cuando son subordinadas? En este caso, son víctimas de hombres que quieren aprovechar su jerarquía para ejercer chantaje sobre ellas. Y no solamente es el acoso sexual.

No apoyé este proyecto precisamente porque va a mantener la idea de que los hombres no podemos contenernos. Eso es lo que se está evidenciando, por ejemplo, en las excusas de los grandes cacaos de Hollywood quienes justifican su violencia contra la mujer en sus instintos machistas.

El desafío de fondo es que los hombres podamos auto-contenernos. Limitarnos en nuestro impulso hacia la violencia, pues la violencia no es tan natural como los hombres justificamos. A lo que tenemos que abdicar los hombres es a determinados comportamientos, es decir, debemos lograr un cambio de actitud como el que prometió la alcaldía a través de su objetivo de construir nuevas masculinidades en la ciudad  – de lo cual nada se ha visto.

[bookmark: Anexo_5]Anexo 5. P.A. 662 y 665 de 2017 Policía

Plenaria 
Tema: Proyecto de acuerdo 662 y 665 de 2017.  
Iniciativa de: Proyecto de acuerdo 665 de 2017: Administración distrital. Proyecto de acuerdo 662 de 2017: Daniel Palacios, Diego Molano, Ángela Garzón, Andrés Forero y Pedro Santiesteban Millán.   
Fecha: 9 de febrero de 2018. 

“POR MEDIO DEL CUAL SE IMPLEMENTA UN PROGRAMA DE APOYO AL PERSONAL UNIFORMADO DE LA FUERZA PÚBLICA ADSCRITA A BOGOTÁ, SE CREA LA ORDEN CIVIL AL MÉRITO “HÉROES DEL DISTRITO” Y SE ESTABLECE EL DÍA 19 DE FEBRERO COMO DÍA DISTRITAL DE LA CONVIVENCIA CIUDADANA”
10. Resumen concreto

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1
	José David Castellanos
	Ratifica ponencia positiva para segundo debate

	Ponente 2
	Hollman Felipe Morris
	Ratifica ponencia positiva para segundo debate

	Ponente 3
	Andrés Eduardo Forero
	Ratifica ponencia positiva para segundo debate 

	Ponente 4
	Venus Albeiro Silva
	Ratifica ponencia positiva para segundo debate

	Concepto de la administración
	Secretaría distrital de gobierno
Secretaria de seguridad y convivencia 
Secretaría general
Secretaría de integración social. 
Secretaría de educación. 
Secretaría de cultura recreación y deporte. 
Secretaría jurídica distrital
Secretaría de hacienda
	Siendo las 2:24 p.m. del 19 de febrero de 2018, no se han radicado comentarios para segundo debate. 

En primer debate la administración rinde concepto de viabilidad, sujeto a las modificaciones presentadas.

	Análisis jurídico
	Ana Cristina Henao
	Competencia
	Sí, con comentarios 

	
	
	Legalidad
	Sí, con comentarios 

	Concepto general
	Andrea Bocanegra  
	Sí

	Voto en comisión 
	Juan Carlos Flórez 
	Sí. El proyecto fue aprobado el 28 de enero de 2018 en la comisión de gobierno. 

	Voto en plenaria
	Juan Carlos Flórez 
	Si. (20 de febrero de 2018). 




El proyecto fue aprobado por unanimidad en la comisión de gobierno en la sesión del 28 de enero de 2017. Juan Carlos Flórez respaldó la iniciativa, a excepción del artículo 10º en el cual se establece la construcción de un monumento o placa conmemorativa para los “héroes del distrito capital”. 

En la discusión surtida en primer debate los autores y concejales ponentes presentaron una proposición sustitutiva en la cual, entre otros cambios, se eliminó el artículo 3 del proyecto 662, a través del cual se reconocía beneficios económicos a familiares de miembros de la fuerza pública fallecidos. Lo anterior, teniendo en cuenta que esta disposición excedía las competencias del Concejo y fue eliminada tanto por los ponentes como por la administración distrital. También se modificó la redacción de algunos artículos y se incluyó el artículo 17, en el que se estableció el 19 de febrero como el día distrital de la convivencia ciudadana. 

El articulado aprobado consta de 18 artículos y detalla los beneficios de los que serían sujetos los miembros de la fuerza pública y sus familias. El plan de reconocimientos, que incluye al personal uniformado de las fuerzas militares y la policía nacional, contiene la posibilidad de acceder a auxilios de vivienda, cupos en jardines infantiles, bonos de alimentación, programas de educación, empleabilidad y emprendimiento, jornadas especiales de matrículas en colegios distritales y atención preferencial en trámites realizados ante las entidades de la administración distrital. Es importante tener en cuenta que el artículo 6º aprobado tiene un error de referencia, pues alude al Decreto 380 de 2010[footnoteRef:8], cuando en realidad la norma aplicable es el Decreto 380 de 2015[footnoteRef:9]. [8:  Por el cual se subroga el artículo 7º del Decreto distrital 436 de 2006, relativo al comité técnico de planes parciales de desarrollo. ]  [9:  Por el cual se formula la Política de Trabajo Decente y Digno de Bogotá, D.C., y se dictan otras disposiciones.] 


En primer debate Juan Carlos Flórez preguntó a la administración sobre la fuente de recursos para respaldar lo propuesto en la iniciativa. En esta sesión el secretario de seguridad, Daniel Mejía, señaló que cada una de las entidades responsables de lo propuesto había manifestado la disposición de recursos para los efectos respectivos. 

En cuanto a la viabilidad jurídica del proyecto, en este concepto, se mantienen las observaciones presentadas en el documento elaborado para primer debate. Se considera que el proyecto establece una serie de beneficios que podrían vulnerar los derechos de otras poblaciones en cuanto al acceso a los programas y servicios del distrito, lo cual va en contravía del derecho a la igualdad consagrado en la constitución nacional. Por ejemplo, se contempla el acceso preferencial a programas de vivienda distrital y a la atención prioritaria en servicios de trámites administrativos. 

Para segundo debate, siendo las 2:24 pm del 12 de febrero de 2018, no figuran comentarios de la administración en la base de datos del concejo. En todo caso, es preciso señalar que en primer debate respaldó el articulado del centro democrático, así como el articulado sustitutivo presentado en el curso del debate. 
Para finalizar, es preciso recordar que uno de los argumentos en los que se apoya la administración para justificar la iniciativa son los buenos resultados en materia de seguridad de los dos últimos años de gobierno. Estos, desmentidos por los sucesos recientes que evidencian el clima de inseguridad que vive la ciudad y sobre los cuales Juan Carlos Flórez (ver pág.12), llamó la atención en el debate realizado algunas semanas atrás. Apenas unas semanas después del debate el secretario de seguridad reconoció a W Radio (18 de enero de 2018), que: "la inseguridad no es un tema de percepción sino que, por el contrario, ha ido en aumento en diferentes zonas de la ciudad".

11. Articulado aprobado en primer debate 
[image: ]
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12. Objetivo de los proyectos

El articulado del proyecto de acuerdo, aprobado en primer debate, en el cual se unifica la propuesta de la administración (665 de 2017) y la bancada del centro democrático (662 del 2017), tiene como objetivo implementar un programa de apoyo para contribuir al bienestar del personal uniformado de la fuerza pública de Bogotá y crea la orden civil al mérito “héroes del distrito capital” en el grado de cruz de oro. 




13. Justificación de los proyectos

Proyecto de acuerdo 665 de 2017 

Los buenos resultados en materia de seguridad logrados en la ciudad en los dos años de esta administración son parte del argumento por el cual, según la justificación del proyecto, debe crearse un paquete de incentivos para la policía metropolitana. Las cifras en materia de seguridad que presenta la administración en la exposición de motivos muestran una reducción en los principales delitos, tal y como se observa en el siguiente cuadro: 

[image: ]
Fuente: (Enrique Peñalosa Alcalde Mayor , Proyecto de acuerdo 665 de 2017)

Estos resultados, a diferencia de los publicados por el centro de estudios de seguridad y convivencia y presentados por Juan Carlos Flórez en el debate sobre armas, muestran una tendencia a la baja de todos los delitos. En la exposición de motivos no se explica, como si sucedió en el debate, la discrepancia en las fuentes de información de estas cifras. 

Señala la administración que en cuento a las metas trazadas en el plan de desarrollo se ha avanzado en el 47% de las metas de homicidios, y un 112% en el indicador de percepción de inseguridad en el barrio. Lo anterior es con corte al mes de septiembre de este año. 
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Fuente: (Enrique Peñalosa Alcalde Mayor , Proyecto de acuerdo 665 de 2017)

Es así que, en palabras de la administración con este proyecto se busca un doble propósito:

a) Se orienta a exaltar la labor y el desempeño de los uniformados (operativos) del nivel ejecutivo y suboficiales que integran la Policía Metropolitana de Bogotá, de tal manera que se motiven a servir a la ciudad.
b) Promover las buenas prácticas y buena conducta de los uniformados que prestan sus servicios en el Distrito Capital.  

El programa de beneficios, además de los contemplados por la Ley nacional vigente, incluiría consideraciones especiales en materia de educación, recreación, vivienda y salud, para los uniformados y sus familias. 

Proyecto de acuerdo 662 de 2017 

Los argumentos presentados en la justificación de la iniciativa de la bancada del centro democrático y por los cuales se considera importante la creación de un programa de beneficios para la fuerza pública, a cargo del distrito, son los siguientes;

· Estimular el trabajo cotidiano de los policías asignados al plan comunitario de vigilancia por cuadrantes.
· Compensar la enorme brecha que existe en materia salarial para los miembros de la Policía Metropolitana de Bogotá, respecto de los policiales que prestan sus servicios en otras regiones del país, quienes perciben una bonificación especial por razones de orden público. 
· Mejorar la calidad de vida de los policías, no solo por la distinción que se traduce en una condecoración, sino por los auxilios económicos, en especial cuando por circunstancias relacionadas directamente con la prestación del servicio pierden la vida y sus familiares beneficiarios, no cuentan con vivienda, para lo cual se propone una solución de esta naturaleza.
· Los beneficios que se pretenden implementar en el presente acuerdo son de naturaleza retributiva; es decir, buscan recompensar de manera más completa el cumplimiento del deber de los uniformados, que en algunos casos ha llegado al máximo sacrificio: ofrendar la vida en defensa de la ciudadanía.

14. Antecedentes de los proyectos

	Proyecto 
	Ponencias

	543 de 2017
	Remitido a Comisión Segunda, Sin sorteo, Archivado. 

	
033 de 2017
	Con ponencia Positiva con modificaciones por parte del H.C Hollman Morris y ponencia positiva con modificaciones del H.C Antonio Sanguino (coordinador). 

	361 de 2017
	Retirado mediante memorando 2017IE10439, radicado en la Secretaría General

	491 de 2017
	Remitido a Comisión Segunda, Sin sorteo, Archivado.

	526  de 2017 
	Retirado mediante memorando 2017IE15154, por el concejal Daniel Palacios.

	
625 de 2017 
	Con ponencia conjunta con modificaciones por parte de los H.C José David Castellanos Orjuela, Emel Rojas Castillo, Andrés Eduardo Forero Molina.

	644 de 2017 
	Con ponencia conjunta con modificaciones por parte de los H.C José David Castellanos Orjuela, Emel Rojas Castillo, Andrés Eduardo Forero Molina.



15. Comentarios de la administración

La administración no ha presentado comentarios en segundo debate. En primer debate emitió concepto de vialidad al proyecto 665 de 2017, presentado por la bancada del centro democrático. 

16. Ponencia 

Los concejales ratifican sus ponencias positivas para el segundo debate del proyecto de acuerdo. 

· Ponencia positiva para segundo debate de José David Castellanos. 
· Ponencia positiva para segundo debate de Venus Albeiro Silva.
· Ponencia positiva para segundo debate de Hollman Morris.
· Ponencia positiva para segundo debate de Andrés Forero.

17. Pertinencia 

La administración justifica la conveniencia de este proyecto en dos argumentos: 1) La necesidad de incentivar el ejercicio de la labor que cumple la policía metropolitana en la ciudad y, 2) los buenos resultados en materia de seguridad logrados en la ciudad en los dos años de esta administración. 

Sin embargo, es importante reconocer que el distrito ya hace aportes para el bienestar del cuerpo de policía que presta su servicio en la capital y que, los buenos resultados en materia de seguridad de esta administración no son un argumento sólido para justificar la pertinencia del proyecto. 

8.1. El 16% del actual presupuesto de inversión de la secretaría de seguridad se destina al bienestar de la policía 

En relación con el primer punto, es importante reconocer que actualmente el distrito ya invierte recursos en el bienestar de la policía metropolitana. En efecto, al revisar el Segplan se observa que el presupuesto en insumos, equipos, servicios, alimentos e incentivos que se les está dando a los policías es bastante alto. Del programa de inversión denominado “fortalecimiento de los organismos de seguridad del distrito”, que está en cabeza de la secretaría de seguridad, convivencia y justicia, se obtiene que, a octubre de 2017 se habían destinado $100.827 millones y para 2018 se tendría planeado ejecutar $76.147 millones más.

Esto quiere decir que para 2018 alrededor del 16% del presupuesto de inversión de la secretaría de seguridad y convivencia se destinará a la mejora de las condiciones de trabajo de los policías de la ciudad (Segplan, septiembre 2018)[footnoteRef:10]. Así mismo, del fondo de vigilancia y seguridad actualmente en liquidación, se han destinado $1.437 millones para compra de equipos y mejoras en las condiciones de trabajo de los policías de la ciudad. [10:  De acuerdo con Segplan a septiembre de 2017, la secretaria de seguridad contará con $471.270 millones para sus proyectos de inversión, de los cuales un 16% o $76.147 millones serán destinados al pago de insumos, equipos, servicios e incentivos que mejoren las condiciones laborales de los policías.
] 


Esta inversión a su vez ha sido comunicada a la opinión pública. El pasado 11 de noviembre (2017), en la página de la secretaría de seguridad, se informó lo siguiente:

“Peñalosa aseguró que desde el inicio de su administración se han destinado más de $320.000 millones de pesos para equipamientos de seguridad y justicia. Para la brigada XIII del ejército el distrito ha hecho importantes inversiones en modernos alojamientos para sus soldados, tanto en el batallón de alta montaña en el Sumapaz como en los diferentes batallones localizados en el perímetro urbano. También anunció que en las próximas semanas se realizará la entrega a la Brigada XIII, de unos modernos alojamientos para soldados en el cantón norte, que permitirán un mayor bienestar a los hombres del ejército que blindan la seguridad de Bogotá.” (Secretaría general , 2017). 

7.2. La administración no ve la dimensión del problema de seguridad que enfrenta hoy Bogotá

El 16 de diciembre en el Concejo de Bogotá, Juan Carlos Flórez presentó las estadísticas de la propia administración con las cuales alertó que la inseguridad estaba disparada. Según el boletín mensual de indicadores de seguridad y convivencia del centro de estudios y análisis en convivencia y seguridad; los hurtos a personas, se incrementaron en 51% en 2017, los hurtos de celulares se incrementaron en 113% en 2017 y los hurtos de bicicletas se incrementaron en 40,1% en 2017. Pero para la administración, tan grave situación solo era un problema de percepción. 

En la justificación de la iniciativa la administración insiste en señalar que la seguridad en la ciudad ha mejorado. En efecto, uno de los argumentos centrales presentados en el texto del proyecto señala que: “Los buenos resultados aportados en materia de seguridad motivan a la administración distrital a proponer la implementación de un “un programa de apoyo para contribuir al bienestar del personal uniformado de la Policía Metropolitana de Bogotá”. 

Sin embargo, los ocho asesinatos de mujeres registrados en lo que va del 2018, sumado al homicidio de menores de edad en los últimos meses, así como la oleada de atracos en motocicleta, obligaron al secretario de seguridad a reconocer en la @WRadioColombia (18 de enero de 201) que: "la inseguridad no es un tema de percepción sino que, por el contrario, ha ido en aumento en diferentes zonas de la ciudad". 

En un reciente editorial de El Espectador, del 22 de enero de 2018, se anunció un plan de choque para atacar los delitos que más afectan a los ciudadanos. “El denominado “Plan Metrópoli” consistiría en reforzar la seguridad en 189 puntos de la ciudad y el seguimiento a 34 organizaciones criminales, a las cuales se le atribuyen parte del alza de este delito. El general Ricardo Alarcón, comandante de la Policía de Bogotá, indicó que a la cifra de 500 uniformados que reforzarán la seguridad en la ciudad se sumarán otros 150 efectivos (100 para investigación criminal y 50 para inteligencia) que apoyarán las labores investigativas que se realizan en coordinación con la Fiscalía”. (El Espectador , 2017) (Se anexa la noticia). 

La prohibición del parrillero en moto no responde a las causas del problema y no aporta solución alguna a los problemas de seguridad de la ciudad. Lo que si hace es afectar a miles de familias que diariamente usan la moto para movilizarse.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                 

18. Análisis jurídico y de conveniencia

8.1. Competencia

El concejo es competente para tramitar este proyecto, con fundamento en el artículo 8º del Decreto – ley 1421 de 1993 que dispone: “El Concejo es la suprema autoridad del Distrito Capital. En materia administrativa sus atribuciones son de carácter normativo. También le corresponde vigilar y controlar la gestión que cumplan las autoridades distritales”. Además, la competencia del concejo para tramitar estos proyectos se basa en los numerales 1º y 13º del artículo 12 del (Decreto - ley 1421 de 1993), según los cuales corresponde al concejo: “1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito” y “13. Regular la preservación y defensa del patrimonio cultural”.

8.2. Legalidad

a. Aclaración preliminar

Es pertinente aclarar que la fuerza pública está fundamentada en los artículos 216 y siguientes de la (Constitución Política de Colombia). Está integrada por las fuerzas militares (conformada por el ejército, la armada y la fuerza aérea) y por la policía nacional. La fuerza pública y todos los cuerpos que la conforman son de carácter nacional. De conformidad con lo artículos 217 y 218 de la Constitución, el régimen prestacional tanto de las fuerzas militares, como de la policía es determinado por ley, por lo cual solo le compete al congreso de la república regular la materia. 

Esta aclaración es pertinente porque el proyecto presentado por el centro democrático pretende reglamentar una serie de beneficios en favor de toda la fuerza pública, mientras que el proyecto de iniciativa de la administración se enfoca en un apoyo únicamente para la policía metropolitana.

b. Análisis del articulado aprobado en primer debate

Al revisar este proyecto de acuerdo encontramos que los beneficios que se persiguen en favor de la fuerza pública no son viables, porque son una verdadera acción afirmativa que puede generar una situación de desigualdad. Esto teniendo en cuenta que ponen en una situación ventajosa frente al resto de los ciudadanos, a un grupo específico de la población: los miembros de la fuerza pública y sus familias. 

Como lo ha establecido la Corte Constitucional, para que una acción afirmativa sea procedente, se requiere que las personas que se beneficien de esta se encuentren en una situación de desigualdad que justifique la medida. En la (Sentencia T - 500 de 2002), la Corte afirmó:

El artículo 13 de la Constitución consagra la igualdad como derecho fundamental en sus diferentes perspectivas, esto es, igualdad ante la ley, igualdad de trato, igualdad de oportunidades. Se trata de un concepto relacional que no aplica en forma mecánica o automática, pues no solo exige tratar igual a los iguales, sino también desigualmente las situaciones y sujetos desiguales (…) 
Lo anterior significa que pueden existir tratamientos diferenciales entre personas o grupos de personas, pero su compatibilidad con la Constitución dependerá de su grado de fundamentación. Así, cuando un criterio es utilizado para dar tratamientos distintos pero no obedece a razones constitucionalmente válidas, la medida deja de ser un supuesto del derecho a la igualdad y pasa a convertirse en todo lo contrario: un acto discriminatorio.

En este caso, los beneficios que persigue crear el acuerdo pueden son discriminatorios porque: 

(i) carecen de fundamentación, pues en ningún momento en el proyecto se explica cuál es la situación en el plano de lo real de desigualdad, en la que se encuentra la población a la que se le pretende otorgar los beneficios, que haga necesaria la adopción de la medida, y 
(ii) al concederse beneficios especiales a dicho grupo poblacional, se desplaza a personas que se encuentran en verdaderas situaciones de debilidad manifiesta, que no se encuentran incluidas como beneficiarios. Esto ocurre especialmente frente a la prioridad de otorgar cupos en jardines infantiles, alimentos canjeables, prioridad en vivienda y atención preferencial y prioritaria en trámites ante las entidades del distrito[footnoteRef:11].   [11:  Varios de los artículos que se presentan en el articulado aprobado en primer debate generarían esta situación de desigualdad: el artículo 3º, en el que se da un puntaje adicional para acceso a vivienda; el artículo 4º, que prioriza cupos en jardines infantiles a hijos de personal uniformado fallecido o con discapacidad; el artículo 5º, que prioriza a los familiares de uniformados fallecidos en servicio para la obtención de bonos de alimentos canjeables, y el artículo 9º que busca que se dé atención preferencial y prioritaria a personal de la fuerza pública que adelante trámites o presente solicitudes.] 


Frente a este último punto, es pertinente ahondar en el criterio adoptado por la jurisprudencia constitucional. En la (Sentencia C - 210 de 1997), la Corte examinó la constitucionalidad del artículo 186 de la Ley 115 de 1994 (ley general de educación), que disponía:

“Los hijos del personal de educadores, directivo y administrativo del sector educativo estatal y de los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional muertos en servicio activo, tendrán prioridad para el ingreso y estudio gratuito en los establecimientos educativos estatales de educación básica, media y superior”.

El demandante argumentó que la disposición violaba el derecho a la igualdad, contenido en el artículo 13 de la Constitución, al establecer un trato preferencial a favor de un grupo de servidores del Estado, sin ninguna justificación razonable. En el estudio del caso, la Corte afirmó que en el artículo demandado:

“(…) se consagra un privilegio para acceder a los establecimientos educativos estatales, por razones que no corresponden a los méritos académicos personales del aspirante, sino a una situación externa a ellos, como el ser hijos de personal de educadores, directivo o administrativo, o hijos de los miembros de las fuerzas armadas y de la policía nacional, muertos en servicio activo. Consagrar un privilegio por estas circunstancias viola el artículo 13 de la Constitución, pues desplaza a otros aspirantes que cuentan con los suficientes merecimientos personales para el ingreso a dichos establecimientos”.

Los beneficios que se busca otorgar en el proyecto de acuerdo en cuestión generarían la misma situación a la que se alude en la sentencia mencionada. Por lo tanto, especialmente frente a los beneficios relacionados con cupos en jardines infantiles, debe tenerse en cuenta que el artículo 67 de la Constitución estipula que corresponde al Estado garantizar el acceso de toda la población a la educación, la cual debe ser gratuita en sus instituciones, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. 

Por lo demás, cabe aclarar que a nivel nacional ya existe una ley que   establece “unos beneficios para los discapacitados, viudas, huérfanos o padres de los miembros de la fuerza pública” (Ley 1699 de 2013). Los beneficiarios de la ley son: (i) El cónyuge o compañera(o) permanente y los hijos menores de veinticinco (25) años sobrevivientes o, a falta de estos, los padres, de los miembros de la Fuerza Pública fallecidos en servicio activo, únicamente por hechos o actos ocurridos por causa y razón del mismo, o por acción directa del enemigo o en combate, y que por ello les haya sido reconocida pensión, y (ii) aquel que se encuentre en situación de discapacidad originada en servicio activo en calidad de miembro de la Fuerza Pública, únicamente por hechos o actos ocurridos por causa y razón del mismo, o por acción directa del enemigo o en combate, y que por ello le haya sido reconocida pensión (artículo 2º de la Ley 1699 de 1993).

La (Ley 1699 de 2013) otorga múltiples beneficios a sus destinatarios, tales como: financiación de estudios de pregrado o de educación para el trabajo y desarrollo  humano de los estratos 1, 2 y 3 a través de un fondo con el Icetex; descuentos en productos básicos de primera necesidad; beneficios en espectáculos culturales, artísticos y recreacionales que se celebren en escenarios públicos que pertenezcan a la nación o a las entidades distritales o municipales; beneficios en exhibición cinematográfica en salas de cine; ingreso gratuito  a museos, bienes de interés cultural y centros culturales  de la nación, de los distritos, municipios y privados; una ventanilla preferencial en las entidades públicas y privadas que presten servicios públicos para personas en situación de discapacidad originada en servicio activo en calidad de miembro de la fuerza pública; financiación de programas de bienestar por parte del ministerio de defensa para el personal en situación de discapacidad de la fuerza pública, tales como educación, deporte y recreación. Además de lo anterior, la ley otorga tarifas diferenciales en favor de los beneficiarios, para transporte aéreo, telefonía e internet fija y móvil y televisión por cable y hotelería y sitios turísticos. 

En el proyecto de acuerdo en cuestión no se mencionan estos beneficios con los cuales por ley cuentan los miembros de la fuerza pública, no se señala en qué radica la necesidad de que el distrito los otorgue, cuando en el nivel nacional ya existen y tampoco se determina cómo sería la articulación entre estos y los del nivel nacional. Con esto se correría el riesgo de que crear unos dobles beneficios en favor de unos mismos destinatarios. 

Por lo tanto, teniendo en cuenta que, de aprobarse las disposiciones relativas a beneficios en favor de miembros de la fuerza pública contenidos en el proyecto se quebrantaría el derecho a la igualdad, se considera que estos no son viables. 

c. El monumento conmemorativo, el homenaje y la orden civil del proyecto 662 de 2017, de iniciativa de los concejales

El artículo 8 del Decreto – ley 1421 de 1993, dispone: “el concejo es la suprema autoridad administrativa del Distrito Capital. En materia administrativa sus atribuciones son de carácter normativo”. Por lo tanto, el concejo puede crear la orden civil al mérito héroes del distrito capital y rendir homenaje póstumo en caso de muerte de un miembro de la fuerza pública. 

En cuanto a la construcción de un monumento conmemorativo para los héroes del distrito capital, es pertinente tener en cuenta que el Decreto 554 de 2015, por el cual se modifica el comité distrital del espacio público de Bogotá, D.C., y se dictan otras disposiciones, deja a cargo de dicho comité “(…) emitir concepto sobre los fundamentos teóricos, artísticos, patrimoniales y técnicos necesarios para garantizar la pertinencia y calidad de las intervenciones artísticas permanentes en el espacio público, en el marco de la protección y conservación del paisaje urbano y cultural de la ciudad; así como asesorar a la Administración Distrital en la pertinencia y calidad de las mismas” (Decreto 554 de 2015). Este aspecto se deberá tener en cuenta en la construcción del monumento, en caso de aprobarse el proyecto, por lo que para que sea viable debería incluirse esta aclaración. 

A su vez, como lo dispuso la secretaría jurídica en su concepto, el instituto distrital de patrimonio cultural no tiene entre sus funciones la construcción de monumentos, por lo que la viabilidad del artículo 12º del proyecto está condicionada a que se elimine este instituto de la construcción del monumento.

19. Impacto fiscal

Al analizar el articulado de ambos proyectos, se observa que las acciones que requerirían de una destinación presupuestal más grande son las del proyecto 662, dado que el articulado genera de manera directa los siguientes gastos: la asignación de cupos en jardines infantiles y en colegios del distrito para hijos de uniformados fallecidos o en condición de discapacidad; la creación de unos programas de empleabilidad para familiares de policías fallecidos o en condición de discapacidad; la construcción de un monumento; el desarrollo de unas jornadas de matrícula especiales para hijos de uniformados de la policía y un programa de educación continuada y flexible para policías. El proyecto no detalla la cantidad de población beneficiada por cada medida y el costo social de estos reconocimientos. 

Lo propuesto en la iniciativa genera unos compromisos fiscales indeterminados que superarían con creces los dineros destinados para este tipo de medidas en el presupuesto aprobado para 2018. Es necesario que tanto los concejales como la administración aclaren las condiciones de acceso, la población beneficiaria y una estimación del cálculo presupuestal de la medida para generar la viabilidad fiscal de la iniciativa y obtener su impacto en el marco fiscal de mediano plazo de la ciudad.

En primer debate Juan Carlos Flórez preguntó a la administración sobre la fuente de recursos para respaldar lo propuesto en la iniciativa. En esa ocasión el secretario de seguridad, Daniel Mejía, señaló que cada una de las entidades responsables de lo propuesto ha manifestado la disposición de recursos para los efectos respectivos. 
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Plenaria 
Tema: Proyecto de acuerdo 562 de 2017. Actualización del sistema distrital de protección contra las mujeres víctimas de violencia SOFIA 
Iniciativa de: Ángela Sofía Garzón, Daniel Palacios, Diego Molano, Diego Devia, Andrés Forero, Pedro Javier Santiesteban, Gloria Elsy Díaz, Luz Marina Gordillo, Gloria Stella Díaz, María Victoria Vargas, Celio Nieves Herrera, María Clara Name, Nelly Patricia Mosquera, Lucia Bastidas, Yefer Vega, José David Castellanos. 
Fecha: 3 de abril de 2018. 

¨POR MEDIO DEL CUAL SE ACTUALIZA EL SISTEMA DISTRITAL DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LAS MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA – SOFIA – Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES¨

Resumen concreto

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1
	Gloria Elsy Díaz Martínez
	Ratifica ponencia positiva conjunta para segundo debate.

	Ponente 2
	Emel Rojas Castillo 
	

	Comentarios de la administración
	Secretaría de la Mujer                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          
	Si es viable, pero sugiere devolverlo a la comisión para introducir modificaciones.  

	Análisis jurídico
	Ana Cristina Henao
	Competencia
	Sí


	
	
	Legalidad
	Sí, con comentarios 

	Concepto general
	Andrea Bocanegra 
	Sí 

	Voto en comisión
	Juan Carlos Flórez
	Sí (Aprobado en comisión de gobierno el 4 de diciembre de 2017) 

	Voto en plenaria
	
	Voto sí en la sesión del 3 de abril en plenaria 




El proyecto de acuerdo tiene como finalidad ajustar las entidades responsables del sistema orgánico funcional integral y articulador para la protección a las mujeres víctimas de violencia y dejar en claro cuáles son las acciones que deben ser adelantadas por el sistema SOFIA. El sistema, cuya misión es generar una estrategia interinstitucional que permita atender de manera prioritaria y con enfoque de género a las mujeres víctimas de violencias, quedará bajo la coordinación de la secretaría distrital de la mujer. El proyecto de acuerdo fue aprobado en la comisión de gobierno realizada el día 4 de diciembre de 2017. Recibió dos ponencias positivas y el voto positivo de Juan Carlos Flórez. 


En el desarrollo de la discusión del proyecto de acuerdo en primer debate Juan Carlos Flórez llamó la atención sobre las modificaciones de forma y fondo, sugeridas por la secretaría de la mujer al articulado del proyecto de acuerdo, a cuya atención fue condicionado el concepto de viabilidad emitido por la administración. De manera expresa hizo la siguiente solicitud; “Entonces señora presidente, son varias las sugerencias de cambio que propone la secretaría de la mujer. ¿Se haya aquí presidenta, alguna delegación de la secretaría de la mujer? (se certifica la presencia de la doctora Jennifer Bermúdez como delegada) Yo sugeriría que se le concediese la palabra a ella, porque insisto que el asunto de fondo es que tanto el secretario de gobierno como la secretaria de la mujer dicen; “es viable siempre y cuando se acojan las sugerencias”, y a mí me gusta que esto se aclare pronto porque luego para segundo debate nos dicen, que no, que no se escucharon, y se enreda la discusión” 

La delegada de la secretaría de la mujer, la doctora Jennifer Bermúdez subsecretaria de capacidades y oportunidades, intervino en la misma sesión señalando lo siguiente; “el articulado que se está presentando el día de hoy ya fue consensuado entre la bancada ponente, los autores y la secretaría distrital de la mujer. Reitero los agradecimientos a este tipo de iniciativas por que como se ha podido evidenciar a través del fondo de poblaciones de naciones unidas, los contextos en los que se da la violencia generan también pobreza (…) con este acuerdo no estamos hablando solo de atención y de sanción a responsables sino que estamos hablando de prevención y promoción de derechos. Muchas gracias por su atención” 

No obstante, en los comentarios remitidos para segundo debate por las secretarías de gobierno y de la mujer se sugiere devolver el proyecto a la comisión; “la iniciativa es viable, siempre y cuando se tengan en cuenta las observaciones formuladas y se realicen los ajustes al texto del articulado, para lo cual se sugiere su devolución a la comisión permanente respectiva”. 

Lo anterior teniendo en cuenta que la secretaría de la mujer (bajo la coordinación de Cristina Vélez) propone importantes modificaciones de fondo al articulado. Por ejemplo, se señala que en el artículo 3 la coordinación del sistema solo debe quedara cargo de algunas entidades y no de todas las que se incluyen en el articulado aprobado en primer debate.  Así mismo, se establece un pazo de seis meses para la definición de los lineamientos técnicos y operativos del sistema. En el artículo 5 se establece que el seguimiento a la implementación del sistema será responsabilidad de la mesa de trabajo del sistema orgánico, funcional, integral y articulador del sistema, lo anterior en remplazo de “las entidades e instancias correspondientes”. Finalmente, se propone incluir un nuevo parágrafo al artículo 7 en el cual se hace claridad sobre las estrategias de difusión sobre los derechos de las mujeres a una vida libre de violencias. 

No obstante, el pasado 22 de marzo la secretaría de la mujer (bajo la coordinación de Ángela Anzola) envió un alance a los comentarios para segundo debate, en los cuales ya no pide devolver el proyecto a la comisión pero si sujeta su viabilidad a que sean introducidas modificación de forma. No es claro entonces en el alcance si las modificaciones de fondo propuestas en los comentarios radicados el 17 de febrero de este año continúan vigentes.  

Intervención completa de Juan Carlos Flórez en primer debate 

“Yo he estado examinando en detalle los comentarios radicados por la administración el primero de diciembre (2017). Y tanto la carta del secretario distrital de gobierno, como los cometarios de la secretaria de la mujer, dicen lo siguiente: es viable siempre y cuando se tengan en cuenta las sugerencias y se acojan las modificaciones al articulado planteadas por las distintas entidades. Y luego cuando examino las respuestas hay una entidad que plantea comunicaciones, y también concluye diciendo, el articulado es viable siempre y cuando se acojan las modificaciones. Dice así; de acuerdo con lo anterior, la secretaría distrital de la mujer considera que la iniciativa es viable, “siempre y cuando se acojan las propuestas de ajuste al texto del articulado”, y cuando reviso cuáles son esas sugerencias, respetada presidente, son varias, en primer lugar se sugiere un cambio en el artículo 1. El artículo que ella propone quedaría así; “creación del sistema orgánico funcional integral y articulador para la garantía del derecho de las mujeres a una vida digna de violencia Sofía, el sistema orgánico funcional integral y articulador para la garantía del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia Sofía, constituye la estrategia de articulación interinstitucional de la administración distrital para cumplir sus obligaciones en materia de prevención atención, sanción, erradicación de las violencias contra las mujeres, tanto en el ámbito público como en el privado”. A mí me gustaría conocer la opinión tanto de autores como de ponentes frente a esta modificación. Frente al artículo 2   sugieren remplazar el texto del mencionado artículo y dan otra redacción que está contenida en la carta que envía el señor secretario de gobierno. Frente al artículo 5, dice la secretaría, que con referencia al marco jurídico jurídico, nacional y distrital, no se considera pertinente asignar solo a la secretaría distrital de la mujer la elaboración del informe detallado sobre el desarrollo y puesta en marcha del sistema Sofía. Y siguieren otra redacción. Y dice que los sectores de la administración distrital presentaran ante el concejo el respectivo informe. Y con relación al artículo 6 recomiendan mayor claridad en el objeto de la estrategia de difusión. Entonces señora presidente, son varias las sugerencias de cambio que propone la secretaría de la mujer. ¿Se haya aquí presidenta, alguna delegación de la secretaría de la mujer? (se certifica la presencia de la doctora Jennifer Bermúdez como delegada) Yo sugeriría que se le concediese la palabra a ella, porque insisto que el asunto de fondo es que tanto el secretario de gobierno como la secretaría de la mujer dicen “es viable siempre y cuando se acojan las sugerencias”, y a mí me gusta que esto se aclare pronto porque luego para segundo debate nos dicen que no, que no se escucharon, y se enreda la discusión” 

La delegada de la secretaría de la mujer, la doctora Jennifer Bermúdez subsecretaria de capacidades y oportunidades de la secretaría de la mujer respondió a las inquietudes de Juan Carlos señalando lo siguiente; “el articulado que se está presentando el día de hoy ya fue consensuado entre la bancada ponente, los autores y la secretaría distrital de la mujer. Reitero los agradecimientos a este tipo de iniciativas por que como se ha podido evidenciar a través del fondo de poblaciones de naciones unidas, los contextos en los que se da la violencia generan también pobreza (…) con este acuerdo no estamos hablando solo de atención y de sanción a responsables sino que estamos hablando de prevención y promoción de derechos. Muchas gracias por su atención” 

Por cuanto no se encuentren porque en los comentarios remitidos para segundo debate la secretaria de la mujer siguiere devolver el proyecto de acuerdo a la comisión, con el fin de modificar el articulado en atención a sus sugerencias. 


1. Articulado aprobado en primer debate 

TEXTO DEL PROYECTO DE ACUERDO No. 562 de 2017, APROBADO EN LA SE-SIÓN DE LA COMISIÓN SEGUNDA PERMANENTE DE GOBIERNO REALIZADA EL DÍA 4 DE DICIEMBRE DE 2017 

¨POR MEDIO DEL CUAL SE ACTUALIZA EL SISTEMA DISTRITAL DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LAS MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA – SOFIA – Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES¨

ACUERDA

Artículo 1.- Del Sistema. El Sistema Orgánico Funcional Integral y Articulador para la Protección a las Mujeres – SOFIA, constituye la estrategia de articulación interinstitucional para la protección integral a las mujeres víctimas de violencias en el espacio público y privado. 

PARÁGRAFO. El sistema SOFIA busca garantizar el goce efectivo del derecho a las mujeres a una vida libre de violencias, en virtud de las competencias de los organismos y entidades distritales en materia de prevención, atención, sanción, erradicación y reparación de este tipo de hechos. 

Artículo 2. Objeto del Sistema. Este sistema tendrá como objeto: 1. Generar una estrategia interinstitucional que permita atender de manera prioritaria y con enfoque de género a las mujeres víctimas de violencias de género en Bogotá, incluyendo la garantía de la atención médica y sicológica, el acompañamiento institucional y la asesoría jurídica en todas y cada una de las localidades de Bogotá. 2. Propender por la restitución prioritaria de los derechos vulnerados a las mujeres y la garantía del ejercicio pleno de su ciudadanía. 3. Diseñar y desarrollar una estrategia de prevención de las violencias contra las mujeres, en las escuelas o instituciones educativas distritales y los medios de comunicación distrital y local.

Artículo 3. - Coordinación del Sistema. La Administración Distrital, a través de la Secretaría Distrital de la Mujer, será la encargada de la coordinación y articulación para el funcionamiento del Sistema-SOFIA. 

Los sectores de la Administración Distrital, sectores Central, Descentralizado y localidades, en especial la Gestión Pública, las Secretarías de Gobierno, Seguridad y Convivencia, Hacienda, Planeación, Desarrollo Económico, Industria y Turismo, Educación, Salud, Integración Social, Cultura, Recreación y Deporte, Ambiente, Movilidad y Hábitat, serán los responsables de la adopción e implementación de las políticas, medidas y acciones para prevenir, atender, sancionar, erradicar, reparar y dar garantías de no repetición de las violencias contra la mujer, así como de la implementación de los lineamientos técnicos y operativos del sistema-SOFIA, según los medios e instrumentos definidos por la Secretaría Distrital de la Mujer. 

PARÁGRAFO. En la protección de las mujeres víctimas de violencia podrán participar las demás instituciones u organismos del nivel nacional, que tengan como competencia la garantía del derecho de las mujeres a una vida libre de violencias.
 
Artículo 4. Lineamientos Técnicos y Operativos. La Administración Distrital en cabeza de la Secretaría Distrital de la Mujer, definirá los lineamientos técnicos y operativos para el funcionamiento y el seguimiento a la implementación del Sistema - SOFIA -, de acuerdo con lo estipulado en el marco jurídico internacional, nacional y distrital que regula el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. 

PARÁGRAFO. Los lineamientos que se definan serán parte integral del presente Acuerdo.

Artículo 5. - Implementación y Seguimiento. El seguimiento a la implementación del Sistema– SOFIA – será responsabilidad de las entidades e instancias correspondientes, conforme a lo establecido en los artículos 10, 11, 12,13 y 14 del Decreto 527 de 2014 o la norma que lo modifique o actualice.

PARÁGRAFO 1. En el ámbito local, los Consejos Locales de Seguridad para las Mujeres serán la instancia de seguimiento a la respuesta institucional en materia de violencias contra las mujeres tanto en el ámbito público como en el privado según lo estipulado en el Acuerdo Distrital 526 de 2013. 

PARÁGRAFO 2. Los procesos organizativos y comunitarios de mujeres en el Distrito Capital ejercerán control social sobre la implementación del Sistema. 

Artículo 6. - Evaluación y Balance. Con el fin de evaluar la implementación del Sistema SOFIA, la mesa de trabajo del Sistema SOFIA durante los tres (3) primeros meses de cada año, deberá presentar al Concejo de Bogotá D.C., un informe detallado sobre el desarrollo e implementación de las acciones y medidas realizadas en el marco del sistema.

Artículo 7. - Estrategia de Comunicaciones. El diseño, promoción, divulgación e implementación del Sistema -SOFIA, estará a cargo de la Secretaría Distrital de la Mujer en coordinación con las demás entidades del Sector Central, Descentralizado y de localidades. 

Artículo 7. Vigencia y Derogatorias. El presente Acuerdo rige a partir de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, especialmente las contenidas en el Acuerdo 421 de 2009.

2. Objetivo del proyecto de acuerdo 

El proyecto tiene como su objetivo ajustar las entidades responsables del sistema orgánico funcional integral y articulador para la protección a las mujeres víctimas de violencia y dejar en claro cuáles son las acciones que deben ser adelantadas por el sistema SOFIA. 

3. Justificación de los proyectos de acuerdo

El sistema orgánico funcional integral y articulador para la protección a las mujeres víctimas de violencia fue creado a cargo de la secretaría distrital de planeación. A través de este proyecto se dispone que la coordinación pase a manos de la secretaría de la mujer. Además se actualizará el sistema a la luz de las nuevas normas y lineamientos que regulan esta materia. 

Los autores justifican el proyecto al señalar las falencias en el funcionamiento actual del sistema SOFIA. No existe por ejemplo, un indicador que dé cuenta del número de mujeres a las cuales se les han restituido prioritariamente sus derechos. 

4. Antecedentes del proyecto 

Esta iniciativa se ha presentado en dos oportunidades bajo los números 331 y 464 de 2017. El proyecto en estas dos ocasiones fue archivado. 

5. Comentarios de la administración

Los comentarios que han sido remitidos tanto por la secretaría de gobierno, como por la secretaría de la mujer para segundo debate sugieren devolver el proyecto a la comisión; “la iniciativa es viable, siempre y cuando se tengan en cuenta las observaciones formuladas y se realicen los ajustes al texto del articulado, para lo cual se sugiere su devolución a la comisión permanente respectiva”. 
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Lo anterior teniendo en cuenta que la secretaría de la mujer (bajo la coordinación de Cristina Vélez) propone importantes modificaciones de fondo al articulado, por ejemplo, se señala que en el artículo 3 la coordinación del sistema solo debe quedara cargo de algunas entidades y no de todas las que se incluyen en el articulado aprobado en primer debate.  Así mismo, se establece un pazo de seis meses para la definición de los lineamientos técnicos y operativos del sistema. En el artículo 5 se establece que el seguimiento a la implementación del sistema será responsabilidad de la mesa de trabajo del sistema orgánico, funcional, integral y articulador del sistema, lo anterior en remplazo de “las entidades e instancias correspondientes”. Finalmente, se propone incluir un nuevo parágrafo al artículo 7 en el cual se hace claridad sobre las estrategias de difusión sobre los derechos de las mujeres a una vida libre de violencias. 

Modificaciones propuestas al articulado a cago del sector coordinador 

Secretaría de la mujer 

El pasado 22 de marzo la secretaría de la mujer envió un alance a los comentarios para segundo debate, en los cuales ya no pide devolver el proyecto a la comisión pero si sujeta su viabilidad a que sean introducidas las siguientes modificaciones al articulado. Como se observa, las modificaciones son solo de forma. No es claro entonces en el alcance si las modificaciones de fondo propuestas en los comentarios radicados el 17 de febrero de este año continúan vigentes.  

[image: ]

[image: ]
[image: ]


[image: ]

6. Ponencias

Para segundo debate los concejales Gloria Elsy Díaz Martínez y Emel Rojas ratifican su ponencia positiva. 

8. Análisis jurídico

1. Competencia

En Concejo de Bogotá es competente para conocer este proyecto de acuerdo, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 12 del Decreto – ley 1421 de 1993, según el cual corresponde al Concejo Distrital “Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito” (Decreto Ley 1421 de 1993).

Sin embargo, en cuanto a la competencia, es pertinente aclarar que el articulado aprobado contiene un error de forma, como lo evidencian los comentarios de la secretaría general, pues se alude como fundamento de la competencia a los numerales 14 y 23 del artículo 12 del Decreto – ley 1421 de 1993, los cuales nada tienen que ver con la materia. Por lo tanto, se sugiere modificar este aspecto del articulado.

2. Legalidad

Como lo ha advertido la jurisprudencia constitucional en múltiples oportunidades, “la violencia contra la mujer es una realidad social generada como consecuencia de una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombre” (Sentencia T - 027 de 2017).
Partiendo de esto, las principales normas de constitucionales en que fundamenta el proyecto son los artículos 13 y 43 de la (Constitución política de Colombia). Con base en el artículo 13, que es el fundamento constitucional del derecho a la igualdad, el Estado está en la obligación de promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y de proteger a aquellas personas que se encuentren en alguna circunstancia de debilidad manifiesta. A su vez, en el artículo 43 se advierte que la mujer debe tener los mismos derechos y oportunidades que el hombre y que la mujer no puede ser sometida a ninguna clase de discriminación.

En cuanto a la normatividad internacional aplicable, es necesario tener en cuenta la la (Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer) y la (Convención de Belem do Pará). Específicamente, el artículo 3º de la (Convención de Belem do Pará) dispone que “Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado”. Asimismo, el artículo séptimo de dicha convención impone a los Estados partes varias obligaciones para la protección de los derechos de las mujeres, entre estas la de 

“incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso”.

En cuanto a la normatividad de carácter nacional, la principal norma que regula la materia es la (Ley 1257 de 2008) que, entre otras cosas, contiene normas de sensibilización, prevención y sanción sobre las formas de violencia y discriminación contra las mujeres. Esta ley define la violencia contra la mujer como

“(…) cualquier acción u omisión, que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en el ámbito público o en el privado”. 

El artículo 9º de esa ley, impone a las autoridades encargadas de formular y poner en marcha políticas públicas la obligación de reconocer las diferencias y desigualdades sociales en razón del sexo. 

Por otra parte, el (Decreto 164 de 2010) creó la mesa interinstitucional para erradicar la violencia contra las mujeres. El artículo 3º de ese decreto dejó a cargo de dicha mesa promover un sistema de registro unificado de casos de violencia contra la mujer. 

A nivel distrital, el (Acuerdo 421 de 2009) creó el sistema distrital de protección integral a las mujeres víctimas de la violencia (SOFÍA). Según el Acuerdo 421 de 2009, Sofía está a cargo de la secretaría distrital de planeación y de su subsecretaría de mujer. Sin embargo, posteriormente, el (Decreto 490 de 2012) creó el sector administrativo mujeres y la secretaría distrital de la mujer. A su vez, por medio del (Decreto 527 de 2014) se crearon las instancias de coordinación del sector administrativo mujeres, que fueron la comisión intersectorial de mujeres y una instancia interna de coordinación del sector mujeres. La comisión intersectorial de mujeres, tiene por objeto:

“(…) coordinar y articular la ejecución de funciones, la prestación de servicios y el desarrollo de acciones de implementación de la Política Pública de Mujeres y Equidad de Género en el Distrito Capital, así como efectuar el seguimiento a la gestión intersectorial realizada para el efecto en el Distrito Capital”.

Esta comisión está integrada por:

 “(…) la Secretaria de la Mujer, quien la presidirá, la (el) Secretaria (o) Distrital de Integración Social, la (el) Secretaria (o) Distrital de Planeación, la (el) Secretaria (o) Distrital de Gobierno, la (el) Secretaria (o) Educación del Distrito, la (el) Secretaria (o) Salud, la (el) Secretaria (o) Cultura, Recreación y Deporte, la (el) Secretaria (o) Secretario(a) Distrital de Desarrollo Económico, la (el) Secretaria (o) Distrital del Hábitat; la (el) Secretaria (o) de Ambiente; la (el) Secretaria (o) de Hacienda; la (el) Secretaria (o) de Movilidad y la (el) Secretaria (o) General de la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C”.

Por lo tanto, teniendo en cuenta que el sector competente, que es el sector mujeres, normativamente existe después de la creación de Sofía, se hace necesario ajustar el acuerdo que le dio su origen. Por esta razón, el proyecto de acuerdo es jurídicamente viable. No obstante, luego de revisar el articulado aprobado, encontramos que el artículo 2º del proyecto es una reproducción exacta del artículo 2º del Acuerdo 421 de 2009, por lo que consideramos que no resulta técnicamente correcto incluirlo. 


9. Impacto fiscal

De conformidad con el artículo 7° de la ley 819 de 2003, el cual establece que todo proyecto de ley, ordenanza o acuerdo debe hacer explícito el impacto fiscal del mismo, la presente propuesta no tiene impacto fiscal, dado que está considerada dentro del presupuesto del distrito.

Esta iniciativa está incluida dentro del plan de desarrollo actual, en el tercer pilar: construcción de comunidad. Este pilar se enfoca en la construcción de territorios de paz, libres de violencias contra las mujeres y con atención oportuna a las víctimas de conflicto armado. La herramienta para lograr las metas de este componente del plan es la consolidación y fortalecimiento de los sistemas de información del distrito. Específicamente, dentro del programa de fortalecimiento del sistema de protección integral a mujeres víctimas de violencias – SOFIA una de las metas es lograr la consolidación del 100% de la información oficial disponible en materia de violencias contra las mujeres a través de un sistema integrado de medición.

Específicamente, la secretaría de la mujer tiene a su cargo la ejecución del programa de fortalecimiento al sistema de protección integral a mujeres víctimas de violencia (SOFIA). Este proyecto de fortalecimiento general del sistema de protección integral a mujeres víctimas de violencia SOFIA cuenta con $14.630 millones para esta vigencia.

	Código
	Concepto
	TOTAL*

	3-3-1-15-03-20
	Fortalecimiento del Sistema de Protección Integral a Mujeres Víctimas de Violencia - SOFIA
	$14.630.000.000


Fuente: (Secretaría de hacienda distrital, 2017). 
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Plenaria
Tema: Proyecto de acuerdo 554 de 2017 – Lineamientos de política para prevenir el acoso cibernético en menores.
Iniciativa de: Bancada del partido Mira 
Fecha: 1 de febrero de 2018 

"POR EL CUAL SE ADOPTAN LINEAMIENTOS PARA LA DEFINICIÓN DE ESTRATEGIAS DE PREVENCIÓN FRENTE A LA OCURRENCIA DE CRÍMENES CIBERNÉTICOS QUE AMENAZAN O VULNERAN LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS, ADOLESCENTES Y JÓVENES DEL DISTRITO CAPITAL”

 Resumen concreto

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1
	Jairo Cardozo Salazar
	Ratifican ponencia positiva conjunta para segundo debate  

	Ponente 2
	Luz Marina Gordillo
	

	Ponente 3
	Emel Rojas Castillo
	

	Comentarios de la administración
	Secretaría de gobierno 
Secretaría de educación
Secretaría de seguridad 
Secretaría de integración social  
	Si es viable 

	Análisis jurídico
	Ana Cristina Henao
	Competencia
	Sí

	
	
	Legalidad
	Sí

	Concepto general
	Juan Sebastián Moreno
	Viable.

	Voto en comisión 
	Juan Carlos Flórez 
	Si. 

	Voto en plenaria 
	Juan Carlos Flórez
	No votó. Aprobado el 3 de abril de 2018. 



El proyecto fue aprobado en la sesión de la comisión segunda permanente de gobierno realizada el día 4 de diciembre de 2017 con el voto positivo de Juan Carlos Flórez.

El proyecto de acuerdo, de autoría de los concejales del Mira, tiene el objetivo de definir unos lineamientos para que la administración ponga en marcha una campaña en contra del acoso cibernético que sufren niños, niñas y jóvenes. Para esto, los autores definen dos disposiciones principales: unas campañas pedagógicas para promover el uso seguro del internet en los colegios, y una articulación con la policía nacional, quien ha avanzado en la lucha contra los crímenes asociados al acoso en línea (pornografía infantil, trata y abuso sexual de menores).

El proyecto recibió una ponencia positiva unificada por parte de los concejales Jairo Cardozo (como autor del proyecto), Luz Marina Gordillo y Emel Rojas. Los concejales coinciden en reconocer los desafíos que trae consigo vigilar internet, y la necesidad de un acompañamiento fuerte por parte de maestros y padres a niños que pueden resultar afectados física y psicológicamente por el acoso cibernético. El concejal Rojas introdujo modificaciones de forma al articulado, que mejoran la redacción de algunos artículos. El articulado que se va a votar (que está incluido al final de este documento), en términos de sustancia, es el mismo que propuso la bancada del Mira. No hay comentarios de la administración para el proyecto.

Este tema no es una cuestión trivial. El uso masivo del internet y de las redes sociales, y la proliferación de dispositivos móviles en prácticamente todos los niveles socioeconómicos ha facilitado prácticas nocivas y criminales. Además, este problema tiene manifestaciones a nivel global, que ha demandado recursos públicos en otros países. El uso de las redes para la explotación sexual de menores es un problema aún más agudo. Como muestran los autores en la exposición de motivos, este delito ha adquirido unas proporciones que amenazan con salirse de control de las autoridades.

Las autoridades de investigación criminal han entendido la gravedad del asunto. Vale la pena, en ese sentido, acompañar estos esfuerzos con una estrategia para que los jóvenes, con el acompañamiento de padres y maestros, aprendan a identificar las amenazas que surgen de manera permanente en las redes sociales.

1. Articulado aproado en primer debate 

TEXTO DEL PROYECTO DE ACUERDO No. 554 de 2017, APROBADO EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN SEGUNDA PERMANENTE DE GOBIERNO REALIZADA EL DÍA 4 DE DI-CIEMBRE DE 2017 

"Por el cual se adoptan lineamientos para la definición de estrategias de preven-ción frente a la ocurrencia de crímenes cibernéticos que amenazan o vulneran los derechos de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes del Distrito Capital”

EL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C., 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en particular las conferidas en el numeral 1 del Artículo 313 y el Artículo 322 de la Constitución Política y los nume-rales 1 y 25 del Artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 

ACUERDA
ARTÍCULO 1. Objeto. Establecer lineamientos para que La Administración Distrital defina estrategias de prevención frente a la ocurrencia de crímenes cibernéticos que amenacen o vulneren los derechos de las niñas, niños, adolescentes y jóve-nes en coherencia con las estrategias definidas por el Gobierno Nacional. 

PARÁGRAFO: Estos lineamientos incluirán compromisos de responsabilidad y corresponsabilidad por parte del entorno familiar y social. 

ARTÍCULO 2. Finalidad. Las estrategias de prevención definidas por la Administra-ción Distrital tendrán como finalidad propiciar escenarios que prevengan los ries-gos de la ocurrencia de crímenes cibernéticos que amenacen o vulneren los de-rechos de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes, a partir de acciones de sensibi-lización, divulgación y promoción de los derechos, en el marco del principio de la corresponsabilidad. 

ARTÍCULO 3. Articulación Institucional. La Secretaría Distrital de Seguridad Convi-vencia y Justicia liderara la definición y lineamientos de acciones para prevenir la ocurrencia de crímenes cibernéticos. Por su parte, La Secretaría de Educación del Distrito adelantará las acciones pedagógicas en el marco de sus competencias. Estas secretarías podrán convocar a las demás entidades distritales según se con-sidere pertinente para la implementación de las acciones.

Artículo 4. Acciones Pedagógicas. La Administración Distrital adelantará entre otras, las siguientes acciones, tendientes a contribuir al cumplimiento del presente Acuerdo. 

· Promover estrategias pedagógicas en el marco de la autonomía escolar y de los comités escolares de convivencia creados a partir de la Ley 1620 de 2013, orientadas al uso adecuado de Internet, redes sociales y otros instrumentos in-formáticos que afecten a la comunidad educativa. 

· Implementar estrategias en las Instituciones Educativas del Distrito para fortale-cer las habilidades y competencias para el ciudadano de hoy, a través de ambientes de aprendizaje que permitan no solo aprender para innovar, sino también aprender de manera innovadora. 

· Restringir el acceso a sitios en internet que puedan representar una amenaza para la comunidad educativa de las Instituciones Educativas del Distrito, desde la infraestructura tecnológica y la conexión a internet provista por la Secretaría de Educación. 

· Brindar orientaciones presenciales y virtuales a las Instituciones Educativas del Distrito y a la Comunidad Educativa en el uso pedagógico de las TIC y el uso responsable de internet. 

ARTÍCULO 5. Articulación Distrital y Nacional: Las Secretarias Distritales de Educa-ción, y Seguridad, Convivencia y Justicia coordinaran con la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, para llevar a cabo las acciones pertinentes para la prevención y vigilancia de los ataques cibernéticos que amenacen o vulneren los derechos de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes del Distrito Capital, así como el respectivo restablecimiento del derecho de ser el caso. Para esto, en ca-so de requerirse deberán solicitar el respectivo apoyo a las Entidades Públicas del Orden Nacional, para que articuladamente se diseñen estrategias que permitan superar la problemática. 

ARTÍCULO 6. Vigencia. El presente Acuerdo rige a partir de su publicación.

2. ¿En qué consiste el proyecto de acuerdo?

El proyecto de acuerdo, de autoría de los concejales del Mira, tiene el objetivo de definir unos lineamientos para que la administración ponga en marcha una campaña en contra del acoso cibernético que sufren niños, niñas y jóvenes. Para esto, los autores definen dos disposiciones principales: unas campañas pedagógicas para promover el uso seguro del internet en los colegios, y una articulación con la policía nacional, quien ha avanzado en la lucha contra los crímenes asociados al acoso en línea (pornografía infantil, trata y abuso sexual de menores).

El articulado, además, afirma que las estrategias de prevención que debe poner en marcha la administración deben desarrollarse en los entornos escolares y familiares de los niños; la secretaría de educación también debe restringir el acceso a sitios considerados como peligrosos en las conexiones a internet con que cuentan los colegios distritales.

3. Ponencias

Ponencia positiva unificada por parte de los concejales Jairo Cardozo (como autor del proyecto), Luz Marina Gordillo y Emel Rojas

Para segundo debate los ponentes ratifican la ponencia positiva. 

4. Comentarios de la administración

El 23 de enero de 2018 la administración distrital radicó comentarios positivos frente al proyecto, dándole viabilidad. 

5. Antecedentes

	Proyecto de acuerdo
	Ponencias recibidas

	194 de 2016
	Archivado sin sorteo.

	350 de 2016
	Archivado sin sorteo.

	403 de 2016
	Gloria Stella Díaz (+)
David Ballén Hernández (-)
Marco Fidel Ramírez (+)

	015 de 2017
	Jairo Cardozo Salazar (+)
Emel Rojas Castillo (+)
Hollman Morris Rincón (+)
Rolando González García (-)

	188 de 2017
	Jairo Cardozo Salazar (+)
Rolando González García (+)
Emel Rojas Castillo (+)


(+) Ponencia positiva (-) Ponencia negativa

6. Pertinencia del proyecto

Este tema no es una cuestión trivial. El uso masivo del internet y de las redes sociales, y la proliferación de dispositivos móviles en prácticamente todos los niveles socioeconómicos ha facilitado prácticas nocivas y criminales. Además, este problema tiene manifestaciones a nivel global.

Por ejemplo, un estudio publicado por The Guardian afirma que los jóvenes que tienen que recibir tratamiento psicológico luego de haber sido víctimas de acoso cibernético se duplicaron en los últimos cinco años en el Reino Unido. Las cifras fueron proporcionadas por Childline, una organización sin ánimo de lucro que proporciona el acompañamiento psicológico a las víctimas de estas conductas virtuales:

[image: ]
Fuente: “Counselling for cyberbullying has doubled in five years – children's charity”. The Guardian, noviembre 13 de 2017.

Estos niños se enfrentan, entonces, a una tremenda presión psicológica en un momento clave del desarrollo de su personalidad. Por esa razón, es fundamental que las campañas se enfoquen en un uso responsable del internet, pero también en el fortalecimiento de los instrumentos de pensamiento crítico de los jóvenes, para que adquieran las herramientas para lidiar con esas presiones de manera autónoma.

El uso de las redes para la explotación sexual de menores es un problema aún más agudo. Como muestran los autores en la exposición de motivos, este delito ha adquirido unas proporciones que amenazan con salirse de control de las autoridades. Entre 2012 y 2016, al centro cibernético policial (de la policía nacional) se han reportado 13.963 direcciones de internet en donde se vulneran los derechos de menores de edad con contenido sexual:

[image: ]

El combate contra estos delitos ha adquirido un carácter internacional, que involucra a la Interpol y a fuerzas policiales de otros países. No puede de ser de otra manera, pues en muchas ocasiones los delincuentes hacen parte de redes globales de trata de menores y pornografía infantil. Desde 2006, el FBI creó una división especializada en Washington para combatir este delito. La policía colombiana creó una división de crímenes cibernéticos infantiles en 2014.

Las autoridades de investigación criminal han entendido la gravedad del asunto. Vale la pena, en ese sentido, acompañar estos esfuerzos con una estrategia para que los jóvenes, con el acompañamiento de padres y maestros, aprendan a identificar las amenazas que surgen de manera permanente en las redes sociales.

Este proyecto de acuerdo define unos lineamientos claros para crear una estrategia pedagógica para prevenir el acoso cibernético. Sin embargo, se pueden precisar algunas disposiciones: primero, definir un responsable más claro para la estrategia (en este caso, la secretaría de educación); y segundo, ampliar las responsabilidades de los entornos escolares para fortalecer las herramientas críticas de los jóvenes cuando utilizan las redes sociales.

7. Análisis jurídico

Análisis jurídico del PA 554 de 2017, por el cual se adoptan lineamientos para la definición de estrategias de prevención frente a la ocurrencia de crímenes cibernéticos que amenazan o vulneran los derechos de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes del Distrito Capital
Competencia
El concejo de Bogotá es competente para conocer este proyecto de acuerdo con base en lo establecido en los numerales 1º y 25º del artículo 12º del (Decreto - ley 1421 de 1993), según los cuales es competencia de esta corporación “Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito” y “Cumplir las demás funciones que le asignen las disposiciones vigentes”.  
1. Legalidad
Desde el punto de vista constitucional, son fundamento de este proyecto de acuerdo las siguientes normas de la (Constitución política de Colombia): el artículo 1º, según el cual Colombia está fundada en el respeto a la dignidad humana; el artículo 2º, que establece que las autoridades están instituidas, entre otras cosas, para proteger a los residentes en su vida, honra y demás derechos y libertades. 
Además de los anteriores, el artículo 44 estipula que son derechos fundamentales de los niños la vida y la integridad física y serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Este artículo impone a la familia, la sociedad y el estado la obligación de asistir y proteger al niño y garantizar su desarrollo armónico e integral. En el mismo sentido, el artículo 45 dispone que el adolescente tiene derecho a la protección y formación integral. 
Además, el artículo 18 del código de la infancia y la adolescencia (Ley 1098 de 2006) hace referencia al derecho a la integridad personal de los niños, niñas y adolescentes y dispone que esos tienen derecho a ser protegidos “contra todas las acciones o conductas que causen muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico”. En ese mismo artículo se señala que por maltrato físico infantil debe entenderse “toda forma de perjuicio, castigo, humillación o abuso físico o psicológico, descuido, omisión o trato negligente, malos tratos o explotación sexual, incluidos los actos sexuales abusivos y la violación y en general toda forma de violencia o agresión sobre el niño, la niña o el adolescente por parte de sus padres, representantes legales o cualquier otra persona”. 
Por su parte, los numerales 2º y 4º del artículo 20 de la Ley 1098 de 2006[footnoteRef:12] estipula que los niños, niñas y adolescentes serán protegidos contra la explotación económica por parte de cualquier persona, así como contra la explotación sexual, la pornografía y cualquier otra conducta que atente contra la libertad, integridad y formación sexual. Estas obligaciones también se dejan a cargo de la familia de los niños, niñas y adolescentes, en el artículo 39 de la misma ley.  [12:  Que es el código de la infancia y la adolescencia. ] 

A su vez, múltiples normas del código penal (Ley 599 de 2000) tipifican delitos asociados a las conductas que atenten contra la integridad sexual de los menores, como lo son: la prostitución de menores, la pornografía infantil, la trata de personas, el tráfico de personas, y el publicitar, informar o facilitar relaciones sexuales a turistas con menores. 
La (Ley 1620 de 2013) por su parte creó el sistema nacional de convivencia escolar y formación para el ejercicio de los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la violencia escolar. Esta ley definió en el artículo 2º el ciberbullying o ciberacoso escolar así:
“Forma de intimidación con uso deliberado de tecnologías de información (internet, redes sociales virtuales, telefonía móvil y videojuegos online) para ejercer maltrato psicológico y continuado”.
Según el artículo 6º, el sistema tiene una estructura constituida por instancias en los niveles nacional, territorial y escolar. En la instancia territorial está integrado por los comités municipales, distritales y departamentales de convivencia escolar, según corresponda. El comité nacional tiene entre sus funciones “coordinar la creación de mecanismos de denuncia y seguimiento en internet, redes sociales y demás tecnologías de información a los casos de ciberbullying” (artículo 8º #9). Por su parte, los comités distritales tienen a su cargo, entre otras:
“Armonizar, articular y coordinar las acciones del Sistema con las políticas, estrategias y programas relacionados con su objeto en la respectiva jurisdicción, acorde con los lineamientos que establezca el Comité Nacional de Convivencia Escolar y la Ruta de Atención Integral para la Convivencia Escolar”.
A su vez, el artículo 16 (#6) de la Ley 1620 de 2013 impone a las secretarías de educación de las entidades territoriales:
“Promover el desarrollo de las competencias ciudadanas, el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos, el fomento de estilos de vida saludable y la prevención del acoso escolar y el ciberbullying en las jornadas escolares complementarias”.
La Ley 1620 de 2013 fue reglamentada en el (Decreto 1965 de 2013). En el artículo 40 del Decreto 1965 se clasifican las situaciones que afectan la convivencia escolar y el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos en tres tipos. Las situaciones tipo II incluyen agresión escolar, acoso escolar y ciberacoso (ciberbullying), que no revistan las características de la comisión de un delito que tengan una de estas características: “a) Que se presenten de manera repetida o sistemática; b) Que causen daños al cuerpo o a la salud sin generar incapacidad alguna para cualquiera de los involucrados”. Para estas situaciones se contemplan protocolos a seguir en el artículo 43 del decreto. 
Este proyecto de acuerdo respeta las normas superiores en que se fundamenta y, por lo tanto, es jurídicamente viable. Además, como se trata de los lineamientos de una política pública, es importante tener en cuenta que, como se explica tanto en la exposición de motivos del proyecto como en la ponencia positiva conjunta, el proyecto contó con el acompañamiento institucional[footnoteRef:13], y cuenta también con comentarios positivos para este segundo debate.  [13:  En mesas efectuadas 4 de agosto de 2016 y del 25 de mayo de 2017.] 


8. Impacto fiscal

De conformidad con el artículo 7° de la (ley 819 de 2003), que establece que todo proyecto de ley, ordenanza y acuerdo debe hacer explícito su impacto fiscal y ser compatible con el marco fiscal de mediano plazo, el proyecto si tiene impacto fiscal. Sin embargo, la exposición de motivos no detalla los recursos con los que el distrito podría cubrir los gastos del proyecto. Al analizar el articulado, se observa que las acciones que implican mayor gasto de recursos son las estipuladas en el artículo 4to que estarían en cabeza de la secretaría de educación.
De acuerdo con lo anterior, se considera que la secretaría de educación, quien encabezaría las acciones pedagógicas establecidas en el artículo 4 del proyecto, cuenta con las siguientes metas y rubros de inversión de proyectos relacionados con el tema, con los que podría sufragar los costos de esta iniciativa:

	Proyecto /Meta de inversión
	2017
	2018

	1057 - Competencias para el ciudadano de hoy
	$ 10.435 
	$ 10.078 

	Implementar en 383 colegios estrategias de mejoramiento del uso y la apropiación de las tic y los medios educativos
	$ 2.483 
	$ 3.024 

	1073 - Desarrollo integral de la educación media en las instituciones educativas del Distrito
	$ 19.382 
	$ 19.162 

	Apoyar y acompañar a 270 colegios en el desarrollo y fortalecimiento de las competencias básicas, técnicas, tecnológicas y socioemocionales de los estudiantes de 10° y 11°
	$ 17.430 
	$ 17.203 

	Apoyar y acompañar a 160 colegios en la implementación del programa distrital de orientación socio-ocupacional para asegurar el desarrollo integral de los estudiantes.
	$ 1.952 
	$ 1.959 

	Total
	$29.817
	$29.240






9. Articulado del proyecto

PROYECTO DE ACUERDO No. 554 de 2017

"Por el cual se adoptan lineamientos para la definición de estrategias de prevención frente a la ocurrencia de crímenes cibernéticos que amenazan o vulneran los derechos de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes del Distrito Capital”

EL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C.,

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en particular las conferidas en el numeral 1 del Artículo 313 y el Artículo 322 de la Constitución Política y los numerales 1 y 25 del Artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993,

ACUERDA:

ARTÍCULO 1. Objeto. Establecer lineamientos para que la Administración Distrital defina estrategias de prevención frente a la ocurrencia de crímenes cibernéticos que amenacen o vulneren los derechos de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes en coherencia con las estrategias definidas por el Gobierno Nacional.

PARÁGRAFO: Estos lineamientos incluirán compromisos de responsabilidad y corresponsabilidad por parte del entorno familiar y social.

ARTÍCULO 2. Finalidad. Las estrategias de prevención definidas por la Administración Distrital tendrán como finalidad propiciar escenarios que prevengan los riesgos de la ocurrencia de crímenes cibernéticos que amenacen o vulneren los derechos de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes, a partir de acciones de sensibilización, divulgación y promoción de los derechos, en el marco del principio de la corresponsabilidad.

ARTÍCULO 3. Articulación Institucional. Las entidades de la Administración Distrital intersectorialmente y conforme su misionalidad realizarán acciones para la identificación, difusión e implementación de los mecanismos tendientes a lograr la prevención de la ocurrencia de crímenes cibernéticos que amenazan o vulneran los derechos de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes.

Artículo 4. Acciones Pedagógicas. La Administración Distrital adelantará entre otras, las siguientes acciones, tendientes a contribuir al cumplimiento del presente Acuerdo.

Promover estrategias pedagógicas en el marco de la autonomía escolar y de los comités escolares de convivencia creados a partir de la Ley 1620 de 2013, orientadas al uso adecuado de Internet, redes sociales y otros instrumentos informáticos que afecten a la comunidad educativa.

· Implementar estrategias en las Instituciones Educativas del Distrito para fortalecer las habilidades y competencias para el ciudadano de hoy, a través de ambientes de aprendizaje que permitan no solo aprender para innovar, sino también aprender de manera innovadora.
· Restringir el acceso a sitios en internet que puedan representar una amenaza para la comunidad educativa de las Instituciones Educativas del Distrito, desde la infraestructura tecnológica y la conexión a internet provista por la Secretaría de Educación.
· Brindar orientaciones presenciales y virtuales a las Instituciones Educativas del Distrito en el uso pedagógico de las TIC y el uso responsable de internet.

ARTÍCULO 5. Coordinación interinstitucional. Se promoverá la coordinación y cooperación interinstitucional entre la Policía Nacional (PONAL), el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y la Fiscalía General de la Nación, en materia de asesoría y capacitación para la prevención sobre crímenes cibernéticos. Asimismo, la promoción y el apoyo en el acceso a la justicia (apoyo a la denuncia, investigación y judicialización). 

ARTÍCULO 6. Vigencia. El presente Acuerdo rige a partir de su publicación.
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Plenaria.
Tema: Proyecto de acuerdo sobre lineamientos de la política pública de bicicletas.
Iniciativa de: Todas las bancadas del concejo.
Fecha: 21 de marzo de 2017.

Segundo debate del proyecto de acuerdo 596 de 2017, “por medio del cual se adoptan los lineamientos de la política pública de la bicicleta en el Distrito Capital y se dictan otras disposiciones”

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1
	Armando Gutiérrez (coordinador)
	Ratifican ponencia positiva.

	Ponente 2
	Pedro Julián López
	

	Comentarios de la administración
	Secretaría de movilidad
Secretaría de planeación
Secretaría de educación
Secretaría de gobierno
Secretaría de cultura
Secretaría de salud
Secretaría de ambiente
Secretaría de seguridad
Secretaría jurídica
Secretaría de hacienda
	Viable con modificaciones.

	Análisis jurídico
	Ana Cristina Henao
	Competencia
	Sí.

	
	
	Legalidad
	Sí.

	Concepto general
	Juan Sebastián Moreno
	El proyecto es viable, pero recomiendo devolverlo a comisión para tratar temas de fondo.

	Voto en comisión
	Juan Carlos Flórez
	No hacía parte de la comisión del plan.

	Voto en plenaria
	Juan Carlos Flórez
	



1. Resumen concreto

El proyecto de acuerdo 596 de 2017 tenía como propósito inicial articular los esfuerzos de las entidades del distrito para fomentar el uso de la bicicleta. El articulado presentado a la comisión del plan, firmado por todos los concejales de la corporación, se enfocaba en fortalecer la gerencia de la bicicleta, una dependencia de la secretaría de movilidad que no ha mostrado resultados hasta el momento.

Sin embargo, durante la discusión en la comisión del plan, dos autores del proyecto (concejales Jorge Torres y Yefer Vega), en conjunto con los ponentes y la administración, presentaron una proposición sustitutiva que cambió la esencia de esta iniciativa. El proyecto se convirtió en una serie de lineamientos para construir la política pública sobre bicicletas en Bogotá.

De esa manera, este proyecto de acuerdo define unos principios y lineamientos para que la administración promueva el uso de la bicicleta, pero también para que proporcione la pedagogía adecuada para los biciusuarios, así como la infraestructura necesaria para asegurar la seguridad de los ciudadanos que utilicen este modo de transporte.

Para el debate en plenaria, los concejales Gutiérrez y López ratificaron sus ponencias positivas. No propusieron cambios a la iniciativa. La administración le dio viabilidad al proyecto. No obstante, las diez secretarías que emitieron conceptos propusieron cambios puntuales. Dentro de los más importantes se destacan: (i) la secretaría de gobierno pide ajustar el artículo 5, que busca crear unos comités locales de bicicleta, que serían instancias de coordinación adicionales y que ya existen en varias localidades; (ii) la secretaría jurídica busca eliminar el artículo 8, que le otorga la función a la secretaría de movilidad de evaluar el cumplimiento de esta política pública, pues no es procedente que un acuerdo del concejo asigne esta tarea.

Al proyecto le hace falta un hervor. Por una parte, algunos comentarios de la administración muestran que el articulado busca crear unas instancias que no serían útiles y que corren el riesgo de convertirse en espacios burocráticos. Por otra parte, el articulado se queda corto frente a los lineamientos que define la ley pro bici para integrar el uso de la bicicleta a los sistemas de transporte público masivo. También es necesario que se compilen las normas dispersas que hay en este momento sobre el tema. Por esos tres argumentos, es necesario devolver el proyecto a la comisión.

2. Resumen del articulado aprobado en primer debate

El articulado que se aprobó en la comisión del plan contiene los siguientes elementos:

1. En el artículo 2, define los principios que deben regir la formulación de esta política por parte de la administración distrital. Este punto se nota desordenado, pues mezcla premisas de muy distinta índole. Por ejemplo, combina un principio de planeación urbana (la integración de los modos de transporte) con una aspiración de carácter humanista (la de tener al ser humano que usa la bicicleta como fin último de esta política).
Eso no significa que los principios que incluye este artículo no sean valiosos. Sin embargo, valdría la pena ponderar su utilidad y su propósito a la hora de formular esta política.
2. Luego, en el artículo 3, aparecen los lineamientos de la política de bicicletas. Aquí ya se nota un esfuerzo por precisar las características de esta política y de reconocer los principales escollos que deben sortear los ciclistas bogotanos hoy: la mala calidad de la infraestructura, los riesgos de seguridad vial y de seguridad personal, y la falta de articulación con modos de transporte público.
3. El artículo 4 define el plazo, el responsable directo y otras condiciones para formular esta política: la administración tiene un año para elaborar esta política luego de la sanción de este proyecto de acuerdo. El ajuste y la reglamentación de la política está a cargo de la secretaría de movilidad, que debe tener en cuenta dos normas que pueden ser expedidas en el entretanto: el plan maestro de movilidad y el plan de ordenamiento territorial.
4. El artículo 5 crea dos tipos de comités: por una parte, unos consejos distritales y locales de la bicicleta, que funcionarían como espacios de participación de las organizaciones de biciusuarios; por la otra, un comité compuesto por instituciones distritales que participarían en la puesta en marcha de la política pública.
5. En el artículo 6 se definen unos estímulos, en el marco de la ley pro-bici (ley 1811 de 2016) para vincular a los colectivos de biciusuarios, para que funcionen como promotores del uso de la bicicleta, de seguridad vial y de cultura ciudadana. Teniendo en cuenta que estos estímulos están relacionados con la participación ciudadana, van en la misma línea del artículo 5.
6. Los artículos 7 y 8 contienen funciones adicionales para la secretaría de movilidad: primero, elaborar un manual para los usuarios de bicicletas, que incluya sus derechos y deberes; segundo, evaluar y vigilar el cumplimiento de esta política pública.

En la discusión del proyecto en la comisión se eliminó un artículo, que le daba facultades al alcalde para compilar todas las normas que actualmente tratan sobre la bicicleta en la ciudad. Este cambio se hizo luego de que el concejal Argote citara jurisprudencia de la Corte Constitucional. Según el concejal, el concejo no tiene la competencia de otorgarle estas facultades al alcalde.

Nosotros nos alejamos de esta postura, ya que el Consejo de Estado, que es el máximo tribunal para definir el alcance de los actos administrativos (como lo son los acuerdos distritales) ha dejado claro que los concejos municipales sí pueden delegar en el alcalde la facultad de compilar normas, mientras que solo sea para agrupar o recopilar disposiciones jurídicas sobre un tema específico en un solo texto, sin variar su naturaleza.[footnoteRef:14] [14:  Así está consignado en la sentencia 08001233100020080064501 (19037) de 12 de diciembre de 2014,  de la sección 4a del Consejo de Estado, C. P. Hugo Bastidas.] 


Además, hay diferentes normas en la ciudad que han resultado de la compilación (como el estatuto orgánico del presupuesto y el POT actual) y consideramos que, jurídicamente, es viable que el concejo entregue estas competencias. Por lo tanto, si el propósito de esta iniciativa es crear una política pública de bicicletas en Bogotá, vale la pena reducir la cantidad de normas que regulan ese tema para asegurar la claridad de las disposiciones que tome el distrito.

3. Ponencias y comentarios de la administración

Los concejales Pedro Julián López y Armando Gutiérrez ratificaron sus ponencias positivas para el debate en plenaria de esta iniciativa. Ambos concejales participaron en la elaboración de la proposición sustitutiva que se aprobó durante el primer debate, y ninguno de ellos planteó modificaciones al articulado aprobado en primer debate.

Por otra parte, diez entidades de la administración emitieron conceptos en los que afirman que el proyecto es viable, siempre y cuando se hagan las siguientes modificaciones:

· Las secretarías de movilidad, educación, salud y hacienda no proponen cambios al articulado. El proyecto, según hacienda, no tiene un impacto fiscal para el distrito.
· La secretaría de planeación afirma que se deben ajustar los principios que guían esta iniciativa. De acuerdo con el plan maestro de movilidad, es el peatón quien siempre tiene prelación en las vías. Esta directriz no queda clara en el articulado.
Esta entidad también afirma que ya existe un comité sectorial de la movilidad en donde se tratan temas de bicicleta. Por esa razón, no sería necesario crear un consejo distrital de la bicicleta como se propone en el artículo 5. Lo mismo advierte la secretaría de seguridad.
· La secretaría de gobierno también trata el artículo 5 del proyecto: dice que los consejos locales de la bicicleta van en contravía de un principio del plan de desarrollo para evitar crear nuevas instancias de coordinación que diluyan la toma de decisiones en el distrito. Además, esta entidad considera que es necesario que se incluya de manera más directa a la secretaría de educación y al IDRD en la pedagogía y puesta en marcha de esta política pública.
· La secretaría de cultura busca que se incluya la cultura ciudadana dentro del objeto de la iniciativa, por considerar que la promoción del uso de la bicicleta hace parte de un proyecto más amplio de transformación cultural en la ciudad.
· La secretaría de ambiente pide que dentro del articulado se incluya un enfoque ambiental en la promoción del uso de la bicicleta, pero no explica de manera precisa en qué consistiría este enfoque.
· La secretaría jurídica afirma que el artículo 8 debe ser eliminado. Este artículo dice que la secretaría de movilidad está encargada de evaluar el diseño y la puesta en marcha de la política pública de bicicletas. El argumento de la secretaría jurídica es que no es procedente delegar esta función a través de un acuerdo.

4. Análisis de viabilidad: el proyecto debe regresar a la comisión

Los bogotanos cada vez usan más la bicicleta, a pesar de no contar con la infraestructura suficiente para ir seguros y cómodos en todas partes de la ciudad. Según la encuesta de percepción ciudadana 2017, hecha por Bogotá cómo vamos, en 2016 el 8% de los bogotanos usaba la bicicleta como su principal modo de transporte. Esta cifra subió a 9,1% en 2017. La bicicleta es, además, el modo con una mayor proporción de usuarios satisfechos (85%).

Este crecimiento se ha dado a pesar de los escasos avances en construcción de ciclorrutas. El plan de desarrollo planteó una meta de construir 73,54 kilómetros de carriles nuevos para bicicletas. Sin embargo, a 31 de diciembre de 2017, sólo hay reportados en segplan 23,61 kilómetros (el 32,1% de la meta).

En ese sentido, este proyecto es una respuesta tardía al interés que muestra la ciudadanía en utilizar la bicicleta. Bogotá no necesita de más incentivos para montarse a la bicicleta; lo que requiere es de mejores condiciones físicas para que los ciclistas vayan seguros, cuenten con parqueaderos y puedan utilizar la bicicleta en conjunto con el transporte público.

Al proyecto le hace falta un hervor. Por una parte, algunos comentarios de la administración muestran que el articulado busca crear unas instancias que no serían útiles por dos razones: en el caso de los consejos locales de la bicicleta, estos espacios ya existen (los encontramos, por ejemplo, en las localidades de Chapinero y Teusaquillo en una búsqueda rápida); además, corren el riesgo de transformarse en más burocracia que poco ayuda a realizar acciones concretas para mejorar el uso de la bicicleta en la ciudad.

Por otra parte, después de revisar el articulado, concluimos que sus disposiciones se quedan cortas frente a los lineamientos que la ley pro bici (ley 1811 de 2016) establece para los entes territoriales en la promoción de la bicicleta. Dos ejemplos pueden ilustrar aspectos importantes que deberían ser incluidos en el articulado y luego reglamentados por el gobierno distrital:

1. El parágrafo 1º del artículo 3º de la ley pro bici dispone que cada entidad territorial regulará y asegurará las condiciones para que los sistemas integrados de transporte masivo, sistemas integrados de transporte público, sistemas estratégicos de transporte público y sistemas integrados de transporte regional contabilicen los viajes en bicicleta. Este aspecto, de especial importancia en la política pública de bicicletas, no se encuentra en el proyecto.

2. En el parágrafo 4º del artículo 3º de la ley se establece que se incentivará la instalación y uso de portabicicletas en todos los medios de transporte público terrestre como forma de integración modal del transporte y que, de ninguna manera se entenderá que el uso de portabicicletas es objeto de comparendo de tránsito o causará inmovilización del vehículo.

¿Qué dice el articulado del proyecto? El artículo 4, en su segundo parágrafo, incluye una disposición para reglamentar la política pública de bicicletas de acuerdo al POT y al plan maestro de movilidad, que pueden incluir disposiciones sobre este tipo de infraestructura. Sin embargo, vale la pena que la integración con modos de transporte se asegure con lineamientos mucho más concretos.

Un tema recurrente en la ley pro bici, como se puede ver, es la integración entre bicicletas y transporte público. Por esa razón, también vale la pena pensar cómo se articula el uso de la bicicleta en la licitación para renovar la flota de los buses de Transmilenio. En el barrido que hemos hecho de esos documentos no hemos encontrado ninguna disposición al respecto.

En tercer lugar, en el primer debate se eliminó el artículo 9º del proyecto, que otorgaba al alcalde mayor un plazo de seis meses para compilar la normatividad relacionada con el uso de la bicicleta. Esta eliminación fue desafortunada, porque la reglamentación de la bicicleta a nivel distrital es amplia y dispersa, y su compilación sería de gran utilidad para guiar una política pública sobre el tema. Aunque según algunos concejales (Argote, Sarmiento y Rojas) no era viable dar facultades al alcalde para compilar los acuerdos relacionados con la bicicleta, consideramos que, en virtud de lo dispuesto en el numeral 12 del decreto-ley 1421 de 1993[footnoteRef:15] y de la jurisprudencia del Consejo de Estado, sí es posible facultar al alcalde para que efectúe la compilación.  [15:  Que dice que “corresponde al Concejo revestir pro tempore al alcalde mayor de precisas facultades para el ejercicio de funciones que corresponden al Concejo. El alcalde le informará sobre el uso que haga de las facultades al término de su vencimiento.”] 


Estos argumentos obligarían a hacer cambios de fondo en el articulado que ya se aprobó. Por esas razones, recomendamos que el proyecto se devuelva a la comisión, para atender las observaciones que hizo la administración y para plantear nuevas ideas en este debate.

5. Concepto jurídico

5.1 Competencia

El concejo es competente para tramitar este proyecto de acuerdo con base en lo dispuesto en el artículo 12 del (Decreto 1421 de 1993), numerales 1 y 19, según los cuales son atribuciones del concejo distrital: “1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito” y “19. Dictar normas de tránsito y transporte”.

5.2 Legalidad

El principal fundamento constitucional de este proyecto es el artículo 24 de la Constitución, que establece como un derecho de los ciudadanos la libre circulación. Desde el punto de vista legal, la ley 1811 de 2016, que promueve a lo largo de todo su articulado el uso de la bicicleta a nivel nacional. 

Entre otras cosas, la ley dio un beneficio a quienes usen la bicicleta como modo alimentador del sistema; estableció que los sistemas integrados de transporte masivo, sistemas integrados de transporte público y sistemas integrados de transporte regional debían desarrollar esquemas de transporte para bicicletas; contempló un incentivo por el uso de la bicicleta para funcionarios públicos; ordenó que en los dos años siguientes a su expedición, las entidades públicas de los diferentes órdenes debían establecer esquemas de estacionamientos para bicicleta y, dejó a cargo de las secretarías de movilidad de las entidades territoriales la obligación de crear un sistema de información de uso y proyección de demanda de modos no motorizados de transporte y un sistema de registro de quejas, preguntas y solicitudes sobre el uso de estos medios (Ley 1811 de 2016).

Por su parte, la ley 1083 de 2006 estableció un régimen sobre planeación urbana sostenible. En dicha norma se ordenó a las autoridades de las entidades territoriales dar prelación en los planes de ordenamiento territorial y en los planes de movilidad a la movilización en modos alternativos de transporte (Ley 1083 de 2006, artículo 1).

Además de las anteriores normas, el plan maestro de movilidad del distrito tiene como uno de sus objetivos garantizar la movilidad segura. En particular, contempla como objetivo específico “Priorizar los subsistemas de transporte más sostenibles, como el transporte público o el transporte no motorizado (peatonal o bicicleta)” (Decreto 319 de 2006). El plan contempla, entre otras, las siguientes políticas para impulsar el uso de la bicicleta: la mejora de la malla vial; la provisión de instalaciones o mobiliario destinado al estacionamiento de las bicicletas, tanto en el intercambio modal, como en las zonas alejadas de otros medios de transporte, y su integración en los intercambiadores modales de transporte.

Por último, el plan distrital de desarrollo 2016 – 2020, tiene entre sus objetivos “
(…) mejorar la calidad de la movilidad y la accesibilidad que provee el Distrito Capital para todos los usuarios: peatones, ciclistas, usuarios del transporte público colectivo e individual, así como del transporte privado” (Acuerdo 645 de 2016, artículo 27). En consecuencia, el proyecto de acuerdo que se propone también es consistente con la política pública actual del distrito.

5.3 Sobre los comentarios de la administración

Por una parte, el subsecretario de gestión local (de la secretaría de gobierno) solicitó que se elimine el artículo 5º, con el argumento de que el artículo 7º del Decreto distrital 547 de 2017 señala que “los temas que deban surtir un proceso de coordinación deben tratarse en espacios existentes, evitando la creación de nuevas instancias de coordinación”. Revisamos esta sugerencia y consideramos que, en efecto, es técnicamente correcto incluir las instancias de coordinación que ya existen. Por lo tanto, sugerimos modificar este artículo, y dejar a cargo de la administración, en particular de la secretaría de movilidad, articular las instancias que ya existen y asegurar su funcionamiento.

Por otro lado, la secretaría jurídica reiteró su solicitud de eliminar el artículo 8º, con el argumento de que las entidades distritales deben las políticas públicas, especialmente con base en el Decreto distrital 689 de 2012, por lo que en su criterio no es procedente “que por acuerdo del concejo se determine la entidad que deba cumplir con dicha fase del ciclo de la política pública”. Al respecto, consideramos que, por el contrario, nada impide que un acuerdo haga explícito cuál es la entidad que deba evaluar el cumplimiento de una política pública, sobre todo cuando en este caso la responsable es la secretaría de movilidad.
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“POR EL CUAL SE CREA LA SEMANA DE LA CULTURA CIUDADANA, SE PROMUEVEN ESTRATEGIAS EN CULTURA CIUDADANA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”
20. Resumen concreto

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1
	Julián López Sierra  
	Ratifican ponencia positiva conjunta para segundo debate.  

	
Ponente 2 
	Pedro Santiesteban 
	

	Concepto de la administración
	Secretaría de cultura 
Secretaría de educación 
Secretaría de movilidad 
Secretaría de gobierno 

	Siendo el 12 de abril de 2018 no han sido radicados comentarios para segundo debate.  

	Análisis jurídico
	Ana Cristina Henao
	Competencia
	Sí

	
	
	Legalidad
	Si

	Concepto conveniencia 
	Andrea Bocanegra  
Ana Cristina Henao 
	No. 

	Voto en comisión 
	Juan Carlos Flórez 
	No pertenece a la comisión de gobierno. Aprobado por la comisión de gobierno el 23 de febrero de 2018. 

	Voto en plenaria 
	Juan Carlos Flórez
	Votó sí el 18 de abril de 2018. 



En este debate son presentados por unidad de materia dos proyectos de acuerdo: el proyecto 057 de 2018, presentado por la bancada del centro democrático, que busca  establecer lineamientos para una estrategia de convivencia y cultura ciudadana y el proyecto 068 de 2018, autoría de los concejales de cambio radical, que pretende crear la semana distrital de cultura ciudadana que se celebraría en el mes de octubre. Los concejales ponentes presentaron una ponencia positiva conjunta con pliego de modificaciones en el que se integran las dos propuestas. El proyecto fue aprobado en primer debate el pasado 23 de febrero de 2018 en la comisión de gobierno. En el articulado aprobado quedó únicamente el articulado relacionado con la semana distrital de la convivencia y cultura ciudadana propuesta en el proyecto 068 de 2018. 
Mediante el decreto 37 de 2017 se creó la dirección de cultura ciudadana y el observatorio de cultura ciudadana adscritos a la secretaría distrital de cultura. En las respuestas emitidas al proyecto 068 (cambio radical), la secretaría de cultura señala que actualmente desde esta dirección se está formulando la política pública de cultura ciudadana para la ciudad, en la cual se van a definir las estrategias y acciones en materia de convivencia y cultura ciudadana, tal y como lo proponen las iniciativas de los concejales autores, por cuanto se considera que esta iniciativa no es necesaria. 

Además, buena parte de la argumentación de los autores señala que el cambio de comportamiento es posible si la gente conoce las normas que los rigen. Sin embargo, muchos de los problemas de civismo en Bogotá están ligados a problemas técnicos y a la falta de autoridad para hacer cumplir las normas. Los altos índices de accidental vial en Bogotá son la evidencia de un problema endémico en el que se conjugan estos factores; la imprudencia de los actores viales, las trampas en las calles por el mal estado de la malla vial, la mala ingeniería en el diseño y la falta de señalización. Ver http://www.juancarlosflorez.com/no-baja-accidentalidad-vial-bogota/. 

Transmilenio es otro ejemplo en donde no se ha aplicado la ingeniería como herramienta para promover el civismo. Parte de los comportamientos incívicos podrían ser aliviados si se disponen unas puertas para la salida y otras para la entrada de los usuarios y si se promueve el respeto en el uso de las puertas preferenciales para personas en situación de discapacidad, mujeres y niños. 

Pero más allá de estas observaciones es importante entender que la cultura ciudadana difícilmente se puede desarrollar a través de una norma. Para modificar los comportamientos de las personas se necesitan de lejos muchos otros elementos.  En otros países del mundo, por ejemplo, desde hace varios años, se está viendo de forma cada vez más clara la relación entre los entornos que ofrecen la ciudad y los comportamientos de las personas, aspecto sobre el cual hablaremos más adelante. 

Por estas razones, se considera que el proyecto no genera mayores aportes y tiene el riesgo de convertirse en un saludo a la bandera. 

21. Articulado aprobado en primer debate 


TEXTO DEL PROYECTO DE ACUERDO No. 057 y 068 de 2018, APROBADO EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN SEGUNDA PERMANENTE DE GOBIERNO REALIZADA EL DÍA 23 DE FEBRERO DE 2018 


“POR EL CUAL SE CREA LA SEMANA DE LA CULTURA CIUDADANA, SE PROMUEVEN ESTRATEGIAS EN CULTURA CIUDADANA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”

Artículo 1. Créase la Semana de la Cultura Ciudadana, que se llevará a cabo la primera semana del mes de octubre de cada año, donde la administración distrital, conjuntamente con la ciudadanía, desarrollará actividades que fomenten comportamientos, actitudes y normas sociales que promuevan el respeto a la diferencia, generen sentido de pertenencia, faciliten la convivencia urbana y conduzcan al respeto de la ciudad como patrimonio común y al reconocimiento de los derechos y deberes ciudadanos. 

Artículo 2. La Semana de la Cultura Ciudadana tiene como objetivo general con-solidarse como una instancia de formación y pedagogía en cultura ciudadana con los siguientes objetivos específicos: 

a. Contribuir a la institucionalización de la cultura ciudadana en el Distrito. 

b. Visibilizar y reconocer los avances de la política pública de cultura ciudadana y el índice de cultura ciudadana de acuerdo con la normatividad vigente. 


c. Visibilizar y reconocer los avances y los logros de la Red de Cultura Ciudadana y Democrática. 

d. Generar diálogos de saberes entre las entidades del distrito y la ciudadanía en torno a la transformación cultural, problemáticas de la ciudad y formas de abordarlos desde el enfoque de cultura ciudadana. 

e. Visibilizar y promover los programas y acciones de cultura ciudadana que adelantan las entidades de nivel distrital y local, el sector privado, las organizaciones sociales y la ciudadanía en general, orientadas a promover y consolidar el respeto a la diferencia, el sentido de pertenencia, la convivencia urbana, el respeto a la ciudad como un patrimonio común y el re-conocimiento de los derechos y deberes ciudadanos. 

f. Visibilizar y hacer pedagogía para los ciudadanos en torno a las normas contempladas en el código de policía nacional. 

ARTÍCULO 3. Durante la Semana Distrital de la Cultura Ciudadana se realizará un balance de la acción distrital y ciudadana encaminada a mejorar y consolidar la cultura ciudadana en Bogotá D.C. 

ARTICULO 4. La Secretaría Distrital de Cultura, Recreación y Deporte organizará y coordinará la semana de la Cultura Ciudadana, con el apoyo de la Red de Cul-tura Ciudadana y Democrática. 
ARTICULO 5. La Secretaría Distrital de Cultura, Recreación y Deporte invitará a los ganadores de apoyos y estímulos de iniciativas de cultura ciudadana para hacer públicas sus propuestas en el marco de las acciones que se desarrollarán en la semana de la cultura ciudadana.

ARTICULO 6. Las acciones que se desarrollen en la Semana de la Cultura Ciudadana en Bogotá serán atendidas en el presupuesto asignado a los sectores participantes. 

ARTICULO 7. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las normas que le sean contrarias.


22. Objetivo de los proyectos

El objetivo del proyecto de acuerdo 057 del centro democrático en palabras de los autores es el siguiente; implementar la “estrategia de convivencia y cultura ciudadana” con el fin de construir una cultura para mejorar el comportamiento de niños, jóvenes y adultos, mediante la transmisión de conocimientos, valores y prácticas. Así mismo, promover el conocimiento de las normas de convivencia, seguridad y cultura ciudadana del Código de Policía, lo cual debe conducir a generar hábitos, comportamientos y conductas de respeto y autoprotección de todos.

El proyecto de acuerdo 068 de 2017, de los concejales de cambio radical, busca establecer la celebración de la semana distrital de la cultura ciudadana la cual se llevaría a cabo la segunda semana del mes de octubre de cada año. 

23. Justificación de los proyectos

Proyecto de acuerdo 057 de 2018 (centro democrático)

Con el fin de ilustrar los problemas de convivencia y cultura ciudadana que se padecen hoy en la ciudad, los autores de la iniciativa presentan como principal fuente de información las cifras de la encuesta de percepción de Bogotá como vamos del año 2014. Los principales hallazgos de esta medición, citados por los autores, fueron los siguientes:  
· El 64% de los ciudadanos opina que la gente no paga a tiempo los impuestos. El 79%, opina que no hay un buen comportamiento frente al cuidado de los bienes públicos, y el 84% cree que sucede lo mismo frente al cuidado del medio ambiente.
· El 31% de las personas piensa que no hay respeto por los vecinos, el 27% cree que no hay respeto ni por niños ni por los ancianos. El 23% de las personas creen que no hay respeto por la vida. Estos datos también hacen parte de la encuesta del 2015, presentada por los autores en la justificación de la iniciativa del centro democrático (Proyecto de acuerdo 057 de 2018, 2018).
En consideración a lo anterior, el proyecto de acuerdo pretende establecer la estrategia de cultura ciudadana de la ciudad, la cual tendría los siguientes propósitos (Según el Artículo 2 del proyecto). 
· Promover conocimiento en normas, herramientas y acciones sobre convivencia, seguridad y cultura ciudadana.
· Promover el conocimiento de las normas de convivencia, seguridad y cultura ciudadana del código de policía y demás normas relacionadas con el tema
· Propiciar cambios en los comportamientos de los ciudadanos con respecto a la seguridad vial y la cultura ciudadana en la movilidad. 
· Generar hábitos, comportamientos y conductas de respeto, responsabilidad, solidaridad, sentido de pertenencia, cultura de la prevención y autoprotección en todos los habitantes del distrito capital.
· Promover el conocimiento del Código de Policía y demás normas de convivencia y cultura ciudadana en todas las instituciones educativas públicas que presten el servicio educativo en los niveles preescolar, básica primaria, básica secundaria y media en el Distrito Capital. 
· Adelantar en los colegios privados, campañas de divulgación de las normas de convivencia, seguridad y cultura ciudadana del Código de Policía y demás normas relacionadas con el tema. 
· Adelantar el proceso de capacitación a los docentes del Distrito con el objetivo de que puedan cumplir con lo dispuesto en el literal e) del presente acuerdo.
Los autores señalan que la secretaría distrital de educación en coordinación con la Secretaria Distrital de Movilidad, Secretaria Distrital de Gobierno y Secretaria Distrital de Cultura determinará los contenidos, metodología, material didáctico y demás aspectos necesarios para la implementación de la “Estrategia de Convivencia y Cultura Ciudadana”.
Proyecto de acuerdo 068 de 2018 

Los autores de la iniciativa hacen un recuento de los logros de la ciudad en materia de cultura ciudadana bajo las alcaldías de Antanas Mockus, logros que han sido documentados y reconocidos a nivel internacional. Las campañas que usaron mecanismos pedagógicos y poco convencionales lograron resultados cuantificables. Por ejemplo, los mimos en los cruces vehiculares para señalar a quienes invadieran los pasos peatonales o infringieran el código de tránsito lograron la reducción en 50% de los accidentes viales fatales. (IMC, 2010, pág. 9). La campaña de comunicación para promover el ahorro del agua que consistió en comunicar a la población los ahorros que se iban logrando semana a semana tuvo un éxito sin precedentes, logrando reducir el consumo per cápita de agua de 26 a 20 m3 en la ciudad (IMC, 2010, pág. 9).

Los avances logrados en la ciudad en el periodo de Mockus, han sido desplazados por un creciente descuido frente a estos temas y la apatía generalizada frente a los asuntos públicos por parte de los ciudadanos. La encuesta bienal de cultura evidencia que la percepción sobre la importancia de la participación y la organización comunitaria ha disminuido en los últimos 10 años. Los resultados de 2015, mostraron que sólo el 38% de las personas mayores de 13 años están dispuestas a organizarse por una causa social. 
[image: ]
Fuente: (P.A. 068 DE 2018 Bancada cambio radical , 2018)
En este sentido, la semana cultural busca que se aborden aspectos alrededor de la cultura ciudadana y la convivencia con el propósito de reconocer las  acciones e iniciativas de cultura ciudadana en la ciudad, divulgar las acciones que el distrito desarrolla para mejorar el tema y discutir y encontrar formas pedagógicas para acercarse a la ciudadanía, aumentando su participación y comunicación de ideas en favor de la convivencia. 

24. Antecedentes 

 Proyecto 057 de 2018 
	Proyecto de acuerdo
	Ponentes

	P.A 052 de 2016 
	HC Julio Cesar Acosta (+)

	
	HC German García (-)

	P.A 107 de 2016
	HC Gloria Stella Díaz Ortiz y HC Marco Fidel Ramírez Antonio (+)

	P.A 282 de 2016
	HC Horacio José Serpa y HC Jorge Lozada Valderrama. (+)

	P.A 495 de 2016
	No fue sorteado

	P.A 078 de 2017
	No fue sorteado

	P.A 273 de 2017
	No fue sorteado

	P.A 523 de 2017
	HC Diego Andrés Molano y HC Venus Albeiro Silva (+)



Proyecto 68 de 2018 
	Proyecto de Acuerdo
	Ponentes

	P.A 455 de 2017 
	No fue sorteado

	P.A 546 de 2017 
	No fue sorteado



25. Comentarios de la administración 

Para segundo debate la administración no ha radicado comentarios. Sin embargo vale la pena recordar el concepto que fue emitido para primer debate. 

Al proyecto 068 por medio del cual se crea la semana de cultura ciudadana rinde concepto positivo. Por su parte, al proyecto 057 a través del cual se busca establecer las  estrategias de cultura ciudadana rinde concepto de no viabilidad. 

Concepto proyecto de acuerdo 057 (No viable) 

Señala la secretaría de cultura que el espíritu del proyecto está dirigido a promover estrategias pedagógicas de formación ciudadana y de divulgación del código de policía por lo cual el epígrafe de la norma no guarda relación con el articulado.  Por ello se sugiere cambiar el nombre del proyecto de acuerdo para evitar una confusión con la política pública de cultura ciudadana la cual se encuentra en diseño y definirá las estrategias que se deberán implementar. En este sentido, la entidad considera que el proyecto no es viable pues genera confusión con la política pública de cultura ciudadana. 

La secretaría de movilidad considera a su vez no viable el proyecto toda vez que las estrategias que plantea en su articulado pueden desarrollarse en el marco de los programas que actualmente se ejecutan. 

Concepto proyecto de acuerdo 068 (Si viable) 

En los comentarios al proyecto 068 de 2017, por medio del cual se crea la semana de la cultura ciudanía, la secretaría de cultura como sector coordinador propone modificaciones al articulado y le da viabilidad. 

26. Análisis jurídico y de conveniencia

1. Competencia
El concejo es competente para expedir este proyecto de acuerdo con base en el numeral 1º del decreto 1421 de 1993, según el cual corresponde al concejo “dictar las normas necesarias para garantizar el cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de servicios a cargo del distrito”.
1. Legalidad
El artículo 1º de la ( Constitución Política) establece como fundamentos esenciales del estado colombiano el respeto a la dignidad humana, la solidaridad de quienes lo integran y la prevalencia del interés general. A su vez, el artículo 95 de la carta política dispone entre los deberes que deben cumplir los ciudadanos, respetar los derechos de los demás y no abusar de los propios, obrar de conformidad con el principio de solidaridad, respetar a las autoridades, participar en la vida comunitaria del país y propender al logro y mantenimiento de la paz. 
A nivel distrital, varias normas reglamentan la materia. Primero, el (Decreto 037 de 2008) dejó a cargo de la secretaría distrital de cultura, recreación y deporte, la función de promover la cultura ciudadana en los diferentes eventos que desarrollen las entidades del sector. Segundo,  El literal t) del artículo 3º del (Decreto 037 de 2017) define como una función de la secretaría distrital de cultura, recreación y deporte:
 “t. Liderar la formulación de políticas públicas orientadas a garantizar y restablecer los derechos culturales y a contribuir al desarrollo de la cultura de los derechos, así como la formulación de la Política Pública de Cultura Ciudadana y Democrática, de conformidad con el Decreto Distrital 599 de 2015 o la norma que lo modifique”.
Este mismo decreto contempla, dentro de la estructura organizacional de la secretaría de cultura, una dirección de cultura ciudadana, la cual tiene a su cargo desarrollar toda la política pública asociada al tema en el distrito capital. 
Por otra parte, el (Acuerdo 609 de 2015) creó la red distrital de cultura ciudadana y democrática en Bogotá. El objeto de esta red, presidida por la secretaría de cultura, recreación y deporte, en coordinación con la secretaría de gobierno, fue promover “(…) de manera permanente, las políticas, planes, programas y proyectos orientados a fortalecer la cultura ciudadana y democrática en la ciudad” (artículo 2º). El acuerdo estipuló como acciones a cargo de la red: (i) definir criterios para crear y poner en marcha políticas, programas y proyectos de cultura ciudadana en Bogotá; (ii) desarrollar estrategias pedagógicas para lograr la cultura ciudadana; (iii) realizar diagnósticos para actualizar los conceptos de cultura ciudadana en contextos que cambian y estudios sobre transformaciones culturales, y (iv) definir prioridades sobre programas y proyectos de la ciudad asociados a cultura ciudadana.
Por último, el actual plan distrital de desarrollo (Acuerdo 645 de 2016) contiene un pilar llamado construcción de comunidad y cultura ciudadana. Según el artículo 5º, el objetico de este pilar es:
“(…) aumentar la eficacia y la eficiencia de la acción de gobierno y de las acciones colectivas e individuales de los ciudadanos, mediante la promoción permanente de políticas, planes, programas, proyectos y acciones orientadas a fortalecer la cultura ciudadana de la ciudad, para lograr el bienestar, la protección de la vida, la convivencia, la igualdad de calidad de vida, la democracia urbana, la construcción de comunidad. La cultura ciudadana se desarrollará de manera transversal a todos los sectores que integran el Distrito Capital.
La Cultura Ciudadana estará encaminada al cumplimiento voluntario de normas, la capacidad de celebrar y cumplir acuerdos y la mutua ayuda para actuar según la propia conciencia, en armonía con la ley, en un marco de valoración de las decisiones de la mayoría, y un respeto radical por los derechos de las minorías consagrados en la Constitución. Se desarrollará de manera transversal en todos los sectores que integran el Distrito Capital y en los pilares, ejes y programas del Plan de Desarrollo”.
Esta normatividad deja a la vista que a nivel distrital existen todos los fundamentos suficientes para que la administración desarrolle la política pública que requiera relacionada con cultura ciudadana. La entidad a cargo de esto es la secretaría distrital de cultura, recreación y deporte y existe incluso una red distrital creada mediante acuerdo, al servicio de este tema.  
Para primer debate, advertimos que, la “estrategia convivencia y cultura ciudadana” que se proponía en el proyecto de acuerdo 057 de 2018 y que se mantenía en el articulado de la ponencia no era viable porque ya existe reglamentación suficiente frente a la materia. Sin embargo, en el articulado aprobado este aspecto se eliminó, y quedó únicamente el articulado relacionado con la semana distrital de la convivencia y cultura ciudadana propuesta en el proyecto 068 de 2018. En consecuencia, el articulado aprobado en primer debate sí es jurídicamente viable.
27. Pertinencia

Buena parte de la argumentación de los autores señala que el cambio de comportamiento es posible si la gente conoce las normas que los rigen. Sin embargo, muchos de los problemas de civismo en Bogotá están ligados a problemas técnicos y a la falta de autoridad para hacer cumplir las normas. Los altos índices de accidental vial en Bogotá son la evidencia de un problema endémico en el que se conjugan estos factores; la imprudencia de los actores viales, las trampas en las calles por el mal estado de la malla vial, la mala ingeniería en el diseño y la falta de señalización. Ver http://www.juancarlosflorez.com/no-baja-accidentalidad-vial-bogota/. 

Transmilenio es otro ejemplo en donde no se ha aplicado la ingeniería como herramienta para promover el civismo. Parte de los comportamientos incívicos podrían ser aliviados si se disponen unas puertas para la salida y otras para la entrada de los usuarios y si se promueve el respeto en el uso de las puertas preferenciales para personas en situación de discapacidad, mujeres y niños. 

Pero más allá de estas observaciones es importante entender que la cultura ciudadana difícilmente se puede desarrollar a través de una norma. Para modificar los comportamientos de las personas se necesitan de lejos muchos otros elementos.  En otros países del mundo, por ejemplo, desde hace varios años, se está viendo de forma cada vez más clara la relación entre los entornos que ofrecen la ciudad y los comportamientos de las personas. 

¿Qué factores son los que definen el comportamiento de las personas en las ciudades?

En los Estados Unidos, neurocientíficos, psicólogos y arquitectos están estudiado la relación entre la ingeniería, la arquitectura y su efecto en el comportamiento de las personas. Un artículo del periodista Nate Berg, especialista en temas de planeación urbana arquitectura y ciudades[footnoteRef:16], publicado en 2016 en el portal Curbed, titulado “Can your city change your mind?”, recoge parte de esta evidencia y señala por ejemplo que la forma en que se diseñan los espacios en las ciudades puede afectar la forma en que las personas piensan, sienten, aprenden y comprenden el mundo que los rodea. En Nueva York, por ejemplo, el diseño de los espacios abiertos y cerrados ya es abordado como un asunto de salud pública según lo señala Colin Ellard, investigador de la universidad de Waterloo. (Berg, 2016).  [16:  Berg es columnista de los diarios New York Times y The Guardian. ] 


“La Dr. Layla McCay es una psiquiatra que fundó el Centro de Diseño Urbano y Salud Mental. Ella dice que el diseño se puede utilizar para hacer que las ciudades se sientan más seguras y más complacientes para las personas con problemas de salud mental, con depresión y la ansiedad, y también para mejorar la salud mental de las personas sin afecciones diagnosticadas” (…) Otro estudio ”mostró cómo los espacios curvilíneos son intrínsecamente más atractivos que los rectilíneos. Otro mostró que la iluminación en celdas de confinamiento solitario puede alterar los ritmos circadianos de una manera que conduce a la desorientación y la depresión”. 

En otro artículo publicado en 2014 en el diario “The Guardian”, escrito por Colin Ellard, “cities and their psycology: how neuroscience affects urban planning”, muestra cómo en Estados Unidos desde la década de los 80 se vienen realizando distintos simulacros para entender como la planeación de las ciudades pueden responder de una mejor manera a las necesidades psicológica y cognitivas de sus habitantes. El pionero en el ejercicio de estos temas es el urbanista William Whyte quien inicio su investigación hace 30 años partiendo por preguntarse ¿que hace que unos espacios públicos resulten tan llamativos para la gente y que otros simplemente permanezcan vacíos? 

Lo que queremos ilustrar con estos ejemplos es que la cultura ciudadana no se construye de manera aislada, y mucho menos “a punta” de normas. Este concepto implica procesos reflexivos en los que se evalúe qué elementos en la ciudad pueden mejorarse, desde el punto de vista técnico, para facilitar a las personas el cumplimiento de las normas de manera sencilla. Parte de los problemas enfrentados por esta administración a la hora de poner en marcha estrategias de cultura ciudadana, tienen que ver con respuestas aisladas a problemas que deben ser entendidos de forma sistémica. 

Poco se sabe de los impactos de las estrategias  “dale ritmo a bogotá” o del “el poder del cono”, los cuales no han logrado cumplir con las expectativas anunciadas por la administración ni han mostrado resultados contundentes como las campañas de Mockus. 

28. Ponencia positiva conjunta para segundo debate de los  concejales Julián López Sierra y Pedro Santiesteban

Los concejales rinden ponencia positiva conjunta la cual es ratificada para segundo debate.  Es importante recordar que las modificaciones de los ponentes simplemente unifican los artículos de ambos proyectos en un solo texto, no implica la adición o sustracción de ningún artículo de los proyectos integrados.

29. Impacto fiscal

De las exposiciones de motivos se extrae que las inversiones requeridas para poner en marcha las disposiciones del proyecto de acuerdo 057 difieren de las del proyecto 068. Por una parte, el proyecto 057 implica unas modificaciones en los programas educativos, programas de capacitación docente y los manuales de convivencia de los colegios públicos. Por otra parte, el proyecto 068, establece la creación de la semana de la cultura ciudadana y requiere de la planeación y el desarrollo de actividades para captar la atención de los habitantes de la ciudad.
Más allá de la conveniencia técnica y jurídica del proyecto, en caso de que sea aprobado, tanto la secretaria de educación como la de cultura, recreación y deporte cuentan con unos programas de inversión que se relacionan con los temas de los proyectos de acuerdo y, que de acuerdo con las metas que señaladas en el siguiente cuadro, tendrían presupuesto suficiente para cubrir los gastos:
	Secretaría
	Programa
	Meta
	2016
	2017
	2018

	Educación 
	Participación ciudadana para el reencuentro, la reconciliación y la paz
	Apoyar y acompañar a 200 colegios para la implementación de acciones interinstitucionales con el fin de mejorar los entornos escolares en el distrito capital.
	$1.319
	$2.043 
	$2.065 

	
	
	Apoyar y acompañar a 361 colegios para fortalecer los planes de convivencia hacia el reencuentro, la reconciliación y la paz e institucionalizar la cátedra de la paz con enfoque de cultura ciudadana.
	$1.055
	$1.170
	$1.590 

	
	
	Total
	$6.405
	$14.927
	$11.845 

	Cultura
	Saberes sociales para la cultura ciudadana y la transformación cultural
	Formular e implementar una política pública de cultura ciudadana
	$236
	$391
	$402 

	
	
	Implementar una red de cultura ciudadana y democrática
	$91
	$620
	$742 

	
	
	Orientar y acompañar 16 proyectos de transformación cultural del distrito, en su formulación e implementación.
	$171
	$123
	$681

	
	
	Orientar la formulación y acompañar 60 protocolos de investigación, sistematización y memorias sociales de los proyectos estratégicos del sector cultura, recreación y deporte
	$250
	$1.228
	$3.476

	
	
	Total
	$748
	$2.363
	$5.300


*Datos en millones de pesos.
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Anexo 10. P.A. 389 Chicles y colillas. 4 de abril de 2018

Plenaria.
Tema: Proyecto de acuerdo 389 de 2017. Campañas para disponer adecuadamente de chicles y colillas en el espacio público.
Iniciativa de: Lucía Bastidas y bancada del partido verde.
Fecha: 4 de abril de 2018.

POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN MECANISMOS PARA LA CORRECTA DISPOSICIÓN DE COLILLAS DE CIGARRILLO Y DE GOMA DE MASCAR Y EL CUIDADO DEL ESPACIO PÚBLICO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES

1. Resumen concreto

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1
	Diego Devia
	Ratificó ponencia positiva.

	Ponente 2+-º
	Ricardo Correa0
	Ratificó ponencia positiva.

	Concepto de la administración
	Secretaría de há 4bitat
Secretaria de ambiente
Secretaría de salud
Secretaría jurídica
Uaesp
	Viable con comentarios.

	Análisis jurídico
	Ana Cristina Henao
	Competencia
	Sí

	
	
	Legalidad
	No

	Concepto general
	Juan Sebastián Moreno
	Viable, pero potencialmente inútil. Requiere más pedagogía.

	Voto en comisión 
	Juan Carlos Flórez 
	No hacía parte de la comisión del plan.

	Voto en plenaria
	Juan Carlos Flórez
	Pendiente.



El proyecto de acuerdo 389 de 2017 persigue dos objetivos: promover unas campañas que demuestren a los bogotanos los efectos que tiene arrojar inadecuadamente chicles y colillas de cigarrillo en el espacio público; y definir un plan de instalación de cestas de basura con contenedores especiales para depositar estos residuos.

Este proyecto persigue un objetivo loable: mejorar la calidad del espacio público y evitar que se arrojen residuos contaminantes en él. Sin embargo, hace falta reforzar el componente pedagógico del proyecto. Casos como el de Vancouver, una ciudad que hemos utilizado de ejem27 tr4plo por tener una buena logística para recoger basuras y reciclar, muestran que la medida de instalar cestas para depositar colillas puede fracasar si no se adapta a los comportamientos de la ciudadanía.

En ese sentido, este proyecto apunta a resolver un asunto puntual que hace parte de un problema más amplio: los bogotanos tenemos un rezago en nuestro comportamiento a la hora de disponer de las basuras. Por esa razón, son importantes medidas concretas como las que propone este proyecto, de instalar cestas que tengan contenedores para chicles y colillas. Pero si esto no se refuerza con una pedagogía práctica y continua, la medida va a ser inútil.

En Bogotá, según pudimos constatar en el plan de optimización de barrido y limpieza que tiene la Uaesp, la obligación para instalar estas cestas está en manos de los operadores privados que ganaron la licitación y que deben garantizar la limpieza de sus áreas de servicio. Estos operadores han fallado en hacer la pedagogía necesaria para que los usuarios se adapten a los cambios en el esquema de recolección de basuras. Si fallan también en la pedagogía para reciclar y disponer adecuadamente de los residuos, esta medida no va a significar un cambio positivo para la calidad del espacio público de la ciudad.

Los concejales Diego Devia y Ricardo Correa ratificaron sus ponencias positivas para el segundo debate. Durante el primer debate, las modificaciones propuestas por el concejal Correa fueron las que se votaron afirmativamente y, en su mayoría, quedaron incluidas en el articulado aprobado en la comisión del plan.

Estos cambios fueron coordinados con la secretaría jurídica del distrito, que notó problemas en la legalidad del articulado. Así, el proyecto que se votó positivamente en la comisión del plan dejó claro que el propósito del proyecto es promover unas campañas para disponer adecuadamente de chicles y colillas, y que en ningún momento se está imponiendo una obligación a los fabricantes o distribuidores de estos artículos de llevar a cabo estas campañas. Las secretarías de hábitat, ambiente, salud y la Uaesp dieron viabilidad a la iniciativa, pero sugirieron unos ajustes para aclarar su objeto.

En términos jurídicos, aunque el concejo sí es competente para tramitar el proyecto, este no es jurídicamente viable. Primero, el artículo 4º es técnicamente equivocado, pues es ambiguo y su interpretación puede equiparar las competencias de la policía a las atribuciones de la administración distrital. Segundo, a nivel distrital ya existe el PGIRS, que es un fundamento suficiente para que la administración controle la disposición de colillas de cigarrillo y de gomas de mascar.

2. Articulado aprobado en primer debate

Texto Aprobado en Primer Debate en la sesión del 30 de agosto de 2017 en la Comisión Primera Permanente del Plan de Desarrollo y Ordenamiento Territorial del Concejo de Bogotá D.C.

PROYECTO DE ACUERDO No. 389 DE 2017

“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN MECANISMOS PARA LA CORRECTA DISPOSICIÓN DE COLILLAS DE CIGARRILLO Y DE GOMA DE MASCAR Y EL CUIDADO DEL ESPACIO PÙBLICO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”
EL CONCEJO DE BOGOTÁ D.C.

En uso de sus atribuciones constitucionales y legales, especialmente las contenidas en artículo 12 numerales 1 y 7 del Decreto-Ley 1421 de 1993

ACUERDA

Artículo 1. La Administración Distrital dentro de sus competencias, con fundamento en la política Ambiental Colombiana y el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos del Distrito Capital, promoverá estrategias ante los fabricantes de goma de mascar (chicle) para que realicen la inclusión de una leyenda en la envoltura para concientizar a los consumidores sobre la correcta disposición de los residuos generados post consumo, y que de esta forma se utilice la envoltura para arrojar el producto a la basura.

Artículo 2. La Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos (UAESP) dentro del Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos (PGIRS) promoverá la realización de campañas publicitarias alusivas a lo expuesto en el artículo anterior, para evitar los efectos sanitarios y ambientales que implican arrojar el producto al piso, en beneficio de la salud pública, y el cuidado del patrimonio urbano.

Artículo 3. La Administración Distrital con fundamento en la Política Ambiental Colombiana y el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos del Distrito Capital, promoverá ante los fabricantes y distribuidores de cigarrillos y gomas de mascar (chicles) la realización de campañas que adviertan al consumidor acerca de los efectos ambientales sobre el suelo, el agua y la salud pública en general, de arrojar colillas de cigarrillo en vía pública.

Artículo 4. La Administración Distrital a través de sus entidades implementará mecanismos para imponer las sanciones por las conductas violatorias del ordenamiento jurídico en lo que respecta a temas ambientales y que vayan en contra de lo dispuesto en la Ley 1801 de 2016, en lo relacionado al desecho de los residuos producidos con resultado del consumo de goma de mascar (chicle) y cigarrillos.

Artículo 5. La Administración Distrital en cumplimiento de sus atribuciones promoverá un plan progresivo de instalación de canecas de basuras para el desecho de gomas de mascar y de colillas de cigarrillos, así como también se implementarán las correspondientes herramientas informativas de su uso.

Parágrafo: El plan progresivo de instalación de canecas iniciará como lo estipule la Administración Distrital.

Artículo 6. Vigencia. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.

3. Objetivo y justificación del proyecto

El proyecto de acuerdo persigue dos objetivos: promover unas campañas que demuestren a los bogotanos los efectos que tiene arrojar inadecuadamente chicles y colillas de cigarrillo en el espacio público; y definir un plan de instalación de cestas de basura con contenedores especiales para depositar estos residuos.

Los autores del proyecto, la bancada del partido verde, consideran que es necesario poner en marcha medidas concretas para mitigar el impacto que tiene la disposición de chicles y colillas. Los chicles, por una parte, afectan el mobiliario urbano, son un riesgo para las aves que habitan en la ciudad y son costosos de quitar una vez se endurecen. Las colillas, por su parte, contienen un nivel elevadísimo de contaminantes que pueden llegar al sistema de alcantarillado cuando son arrojadas sin miramientos a la calle.

4. Antecedentes

El proyecto ha sido presentado en cuatro ocasiones previas, entre 2016 y 2017. La mayoría de las ponencias a esta iniciativa han sido positivas, salvo dos conceptos negativos por parte del concejal Celio Nieves.

5. Ponencias y debate en comisión del plan

Los concejales Diego Devia y Ricardo Correa ratificaron sus ponencias positivas para el segundo debate. Durante el primer debate, las modificaciones propuestas por el concejal Correa fueron las que se votaron afirmativamente y, en su mayoría, quedaron incluidas en el articulado aprobado en la comisión del plan.

Los cambios que tuvo el proyecto durante el primer debate estuvieron enfocados en aclarar el propósito del proyecto: que la administración promueva campañas con instituciones públicas y privadas para garantizar la correcta disposición de chicles y colillas en el espacio público. De esa manera, se eliminaron del articulado algunas expresiones que sugerían una obligación de llevar a cabo estas campañas por parte de fabricantes y distribuidores de estos artículos.

Por esa razón, durante el debate en la comisión se cambió desde el título de la iniciativa para hacer más precisas las disposiciones del articulado. También se quitaron unas sanciones (tanto pedagógicas como económicas) que estaban en el articulado original, que excedían las competencias de la administración distrital y que se sustentaban en normas que fueron derogadas con la expedición del código nacional de policía.

El articulado que fue aprobado, en ese sentido, resolvió varios inconvenientes legales que tenía el proyecto original, que fueron detectados oportunamente por la secretaría jurídica del distrito. También dejó claro que este proyecto no impone ninguna obligación a empresas privadas.

6. Comentarios de la administración

Este proyecto recibió comentarios de las secretarías de hábitat, ambiente, salud y la Uaesp. También tuvo una revisión exhaustiva por parte de la secretaría jurídica. Los comentarios se resumen a continuación:

· La secretaría de hábitat afirmó que en el articulado aprobado no queda claro el objeto del proyecto de acuerdo, y que vale la pena incluir un artículo para definirlo de manera precisa.
· Las secretarías de ambiente y salud consideraron que las campañas para la buena disposición de chicles y colillas deben ser un esfuerzo de toda la administración distrital, no sólo de la Uaesp (la entidad encargada de promoverlas, según el artículo 2).
· La Uaesp, por su parte, pidió un cambio puntual en el artículo 5, que trata del plan de instalar canecas para arrojar chicles y colillas. El ajuste consiste en ampliar la definición del artículo e incluir “cestas, canecas o recipientes”.

La secretaría jurídica, finalmente, hizo una revisión sobre la legalidad del proyecto en su conjunto. Durante el debate en la comisión del plan, los comentarios de la secretaría jurídica fueron importantes para ajustar el articulado y eliminar disposiciones contrarias a la ley, que excedían las competencias del concejo. Para el segundo debate, el concepto de esta entidad fue importante para hacer dos aclaraciones: por una parte, asegurar que el proyecto en ningún momento está obligando a empresas privadas a llevar a cabo las campañas que busca poner en marcha esta iniciativa; segundo, que la función de la administración no es la de imponer sanciones (que ya se encuentran definidas en el código de policía), sino en velar por el cumplimiento de la ley.

7. Viabilidad y pertinencia del proyecto

Mejorar la calidad del espacio público es el propósito fundamental de esta iniciativa. En ese sentido, el proyecto es loable y tiene unos objetivos muy puntuales: promover campañas y definir un plan para instalar recipientes especiales para que los bogotanos arrojen allí chicles y colillas.

Como lo muestran los autores y ponentes de la iniciativa, este es un problema que enfrentan de manera común las ciudades grandes del mundo. Ciudad de México, por ejemplo, debe destinar recursos cada año a remover los chicles de la plaza del Zócalo y de la avenida Madero, la principal vía peatonal del centro de la ciudad. 

Cada año, el gobierno de la ciudad debe gastar un millón de pesos mexicanos (alrededor de 55.000 dólares) sólo para quitar los chicles del Zócalo, y en la avenida Madero se ha calculado una concentración de 22 chicles por metro cuadrado.

La remoción de cada uno de estos chicles le cuesta a una ciudad. Para el caso de Bogotá, según el gerente de Aguas de Bogotá, el uso de una hidrolavadora para quitar un chicle en una calle cuesta 50 pesos. Por esa razón, limpiar un espacio como la plaza de Bolívar (que, según un estudio de 2014 hecho por esta empresa, tiene alrededor de 50.000 chicles en el suelo) cuesta alrededor de 2.500 millones.

Por esas razones, vale la pena adelantar campañas que enseñen a los bogotanos a depositar adecuadamente estos residuos. Sin embargo, la administración no puede caer en la misma fórmula que ha usado para atacar problemas similares: el de la cultura ciudadana, que en el tema de basuras no ha producido resultados concretos.

Además, la mala disposición de chicles y colillas hace parte de un problema más amplio, que tiene que ver con los comportamientos de todos los bogotanos a la hora de organizar sus desechos. La crisis de las basuras que ha vivido la ciudad desde finales de enero de este año ha demostrado problemas logísticos por parte de la administración, pero también ha develado que en Bogotá no hay una pedagogía para reciclar.

Este tema de la pedagogía es muy importante para que medidas como la instalación de los contenedores sea útil. En Vancouver, una ciudad que hemos utilizado como ejemplo para mostrar su logística de reciclaje, crearon el primer programa del mundo de reciclaje de colillas en noviembre de 2013. Sin embargo, este proyecto no tuvo en cuenta los comportamientos ciudadanos: acercó más fumadores a las cestas que instaló y, mientras redujo la cantidad de colillas que se tiraban a la calle, empeoró la calidad del aire alrededor de los puntos en donde se instalaron estas cestas.

En Bogotá, según pudimos constatar en el plan de optimización de barrido y limpieza que tiene la Uaesp, la obligación para instalar estas cestas está en manos de los operadores privados que ganaron la licitación y que deben garantizar la limpieza de sus áreas de servicio. Estos operadores han fallado en hacer la pedagogía necesaria para que los usuarios se adapten a los cambios en el esquema de recolección de basuras. Si fallan también en la pedagogía para reciclar y disponer adecuadamente de los residuos, esta medida no va a significar un cambio positivo para la calidad del espacio público de la ciudad.






8. Concepto jurídico

8.1 Competencia

El Concejo es competente para tramitar este proyecto, con base en los numerales 1 y 7 del artículo 12 del Decreto – ley 1421 de 1993, que establecen que corresponde al Concejo de Bogotá: “1.  Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito”; “7. Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y defensa del patrimonio ecológico, los recursos naturales y el medio ambiente”.
8.2 Legalidad
En el articulado del proyecto se pretende que la administración distrital promueva ante los fabricantes de gomas de mascar, la inclusión de una leyenda en su envoltura sobre la disposición de lo que denominan los autores de la iniciativa “residuos post consumo”. Buscan también la realización de campañas publicitarias con la misma finalidad. 
El nuevo Código Nacional de Policía y Convivencia (Ley 1801 de 2016), establece expresamente los requisitos que deben cumplir quienes ejecuten cualquier tipo de actividad económica. Entre esos, se exige cumplir con las condiciones sanitarias del régimen de Policía (artículo 87). Además, en el artículo 94 del mismo código se contemplan los comportamientos relacionados con la salud que afectan la actividad económica. Entre esos, se considera contrario a la convivencia incumplir las normas de sanidad para el desarrollo de la actividad económica y permitir el consumo de tabaco y/o sus derivados en lugares autorizados por la normatividad vigente. Según el artículo 111 del nuevo código se consideran comportamientos contrarios a la limpieza y recolección de residuos y escombros, no usar los recipientes o demás elementos dispuestos para depositar basura y arrojar basura en el espacio público. El artículo 140 también hace referencia a comportamientos contrarios al cuidado en integridad del espacio público, y asocia a comportamientos contrarios a la convivencia, entre otros, ensuciar los bienes de uso público.
A quienes incumplan con las disposiciones mencionadas, se les aplicarán las medidas correctivas dispuestas en el Código, que van desde participación en programas comunitarios o actividad pedagógica hasta multas.
Al revisar el artículo 4º aprobado en primer debate, observamos que existen varias imprecisiones que hacen ambigua su comprensión. El poder correctivo del código nacional de policía y convivencia está a cargo, única y exclusivamente, de la policía nacional. Por lo tanto, sería incorrecto facultar a la administración para que mediante sus entidades imponga sanciones que contraríen el código de policía. Por lo demás, es técnicamente incorrecto referirse a “sanciones” en el ámbito del nuevo código de policía. Tal y como quedó expresamente señalado en el código, las medidas que impone la policía en el ámbito de su competencia se denominan “medidas correctivas”. Las medidas sancionatorias están reservadas a las autoridades administrativas, por supuesto, con sustento en una ley que sirva de fundamento para ello. 
Al respecto, la secretaría jurídica manifestó en los comentarios que remitió para segundo debate, afirmó que “los artículos 1 y 3 del proyecto no deben entenderse como la imposición de una obligación de una obligación a fabricantes de gomas de mascar o cigarrillos”, teniendo en cuenta que actualmente está vigente el comparendo ambiental[footnoteRef:17]. También advirtió: [17:  Contenidos en el Código Nacional de Policía en consonancia con la Ley 1259 de 2008.] 

 “(…) es necesario precisar en el artículo 4 que no se trata de implementar nuevos mecanismos para imponer sanciones, toda vez que la ley (código nacional de policía y convivencia) ya las contiene estableciendo el procedimiento para el efecto, y puesto que lo que se quiere es recordar que la administración debe velar por el cabal cumplimiento de la ley, tal y como se indicó en la reunión convocada por la secretaría distrital de gobierno, que se realizó el 6 de octubre de 2017. En ese sentido, la viabilidad de la iniciativa está condicionada a que se atiendan las observaciones planteadas por este sector y se modifique la redacción del articulado en lo pertinente” (comentarios de la administración – secretaría jurídica, páginas 13 y 14). 
[image: ]Por último, es pertinente advertir que el (Decreto 495 de 2016), actual plan de gestión integral de residuos sólidos (PGIRS). Esta norma ya constituye un instrumento suficiente para que exista a nivel distrital una política destinada a la disposición de cigarrillos y gomas de mascar, como lo explicamos en otro acápite de este documento. Por lo tanto, una nueva norma solamente generaría una duplicidad normativa innecesaria. En consecuencia, se considera que el proyecto de acuerdo no es jurídicamente viable. 

9. Impacto fiscal

Según la Uaesp, entidad encargada de poner en marcha esta iniciativa, el proyecto no tiene impacto fiscal. Lo mismo afirmó la secretaría de hacienda.


[bookmark: Anexo_11]Anexo 11. P.A. 043 de 2018 Acceso a parques personas con discapacidad 

Plenaria  
Tema: Proyecto de acuerdo 043 de 2018. Lineamientos para la adopción de medidas de inclusión de personas en situación de discapacidad a parques y escenarios deportivos. 
Iniciativa de: Gloria Estela Díaz, Jairo Cardozo Salazar (Bancada del Mira), Gloria Elsy Díaz (Bancada partido conservador). 
Fecha: 12 de abril de 2018  

"POR EL CUAL SE DICTAN LINEAMIENTOS PARA LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS DE INCLUSIÓN, ACCIONES AFIRMATIVAS Y DE AJUSTES RAZONABLES QUE PERMITAN EL ACCESO REAL Y EFECTIVO DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD PARA EL DISFRUTE DE LOS PARQUES RECREATIVOS Y ESCENARIOS DEPORTIVOS DEL DISTRITO CAPITAL”
30. Resumen concreto

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1
	Ricardo Arias Correa 
	Ratifica para segundo debate ponencia positiva   

	
Ponente 2 
	Yefer Yesid Vega 
	

	Concepto de la administración
	Secretaría de integración social 
Secretaría de Gobierno 
Secretaría de hacienda
Secretaría jurídica.
	Para segundo debate la administración señala que el proyecto si es viable. 

	Análisis jurídico
	Ana Cristina Henao
	Competencia
	Si

	
	
	Legalidad
	No

	Concepto general
	Andrea Bocanegra  
	Si, con observaciones.   

	Voto en comisión 
	Juan Carlos Flórez 
	No pertenece a la comisión. Aprobado en comisión de gobierno el 27 de febrero. 

	

	Juan Carlos Flórez
	Votó que si en la sesión del 24 de abril. Así mismo se sumo como coautor de la iniciativa. 



Este proyecto fue aprobado en el 27 de febrero de 2018, en la comisión de gobierno. Juan Carlos Flórez no vota en esta comisión. En el marco de la discusión en primer debate se le hicieron modificaciones al articulado. Al  artículo 1 (Objeto), le fueron eliminadas las secretarías de integración social y de gobierno, y en su lugar se redactó lo siguiente; “las demás entidades distritales”. Al artículo 2, se le agrega al final de la segunda línea la frase; “y demás normas legales vigentes”. Al Artículo 3, que hace referencia a los lineamientos,  se le incluyen varias modificaciones.  Al numeral a. se le cambia la redacción. En lugar de formular planes para el acceso a la infraestructura física en parques, se modifica la redacción por; “promover el acceso y disfrute de la infraestructura física”. Al numeral b, también le es modificada la redacción. En lugar de implementar mecanismos de desarrollo de proyectos estratégicos de operación internacional, se modifica la redacción por; “fomentar el desarrollo de iniciativas de cooperación internacional”. Por su parte se eliminan los numerales c, d y e del articulado original. El artículo 4 cambia. En lugar de crear una instancia para velar por el cumplimiento del acuerdo, se señala que las entidades responsables se articularan con el consejo distrital de discapacidad. 

En información allegada por el instituto de recreación cultura y deporte – IDRD, a los concejales autores, se señala que solo el 0,012% de los parques del distrito cuentan con dotaciones para personas con discapacidad. Es decir, únicamente 64 de los 5.029 parques. Además dicha dotación sólo permite el acceso y no el disfrute del parque puesto se limita a baños, rampas y parqueaderos. Frente a este escenario los autores pretenden con este proyecto dictar lineamientos para la adopción de medidas de inclusión que permitan el acceso real y efectivo de las personas con discapacidad a los parques recreativos y escenarios deportivos del Distrito Capital.

Recientemente Juan Carlos Flórez respaldó una propuesta similar de autoría de los concejales del Mira, en la cual se busca la instalación de columpios para niños en situación de discapacidad en los parques del distrito. Este proyecto fue aprobado por la plenaria el pasado 22 de febrero.  En este sentido es importante evaluar si es necesario un nuevo acuerdo sobre la misma materia, sin dejar de reconocer su importancia. 

En efecto, en el análisis sobre la legalidad del proyecto se encontró que actualmente existe suficiente normatividad que carácter distrital que sirve de sustento para adoptar la política de acceso que busca la iniciativa, especialmente el Decreto 470 de 2007 y el Acuerdo 137 de 2004 y sus respectivas modificaciones. Por esta razón desde el punto de vista jurídico se considera que el proyecto de acuerdo no es viable. Esto, sobre todo, teniendo en cuenta el concepto negativo remitido por el sector coordinador, que está a cargo de la secretaría distrital de cultura, recreación y deporte, que considera, por la misma razón, el proyecto no es viable.

El concejo es competente para expedir el proyecto, con base en el numeral 1º del artículo 12 del decreto – ley 1421 de 1993. En cuanto a la legalidad, actualmente existe suficiente normatividad que carácter distrital que sirve de sustento para adoptar la política de acceso que busca este proyecto, especialmente el Decreto 470 de 2007 y el Acuerdo 137 de 2004 y sus respectivas modificaciones. Por ende, se considera que el proyecto de acuerdo no es viable.









31. Articulado 
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32. Objetivo de los proyectos

Dictar lineamientos para la adopción de medidas de inclusión, acciones afirmativas y de ajustes razonables que permitan el acceso real y efectivo de las personas con discapacidad para el disfrute de los parques recreativos y escenarios deportivos del Distrito Capital, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1618 de 2013.

33. Justificación de los proyectos

En información allegada por el Instituto de Recreación Cultura y Deporte – IDRD, a los concejales autores, se señala que solo el 0,012% de los parques del distrito cuentan con dotaciones para personas con discapacidad. Es decir, únicamente 64 de los 5.029 parques que tiene el distrito tienen dotación inclusiva, que además sólo permite el acceso y no el disfrute del parque puesto se limita a baños, rampas y parqueaderos. 

[image: ]

El 80% de la población en situación de discapacidad se concentra en 11 localidades de la ciudad, siendo Kennedy la que representa mayor concentración del 13%. Señalan los autores que en la vigencia 2017 solo se instalaría en un parque equipamientos especiales para personas en situación de discapacidad. En consecuencia este proyecto, en palabras de los autores, resulta necesario.
34. Antecedentes


	Proyecto de acuerdo
	Ponencias

	PA 269 de 2014
(Archivado)
	· H.C. Cesar García Vargas (+)
· H.C. Olga V. Rubio Cortés (+)
· H.C. Sandra Jaramillo González (-)

	PA 006 de 2015
(Archivado)
	· H.C. Diana Alejandra (+)
· H.C. Jairo Cardozo Salazar (+)

	PA 126 de 2015
(Archivado)
	· H.C Antonio Sanguino Páez (+)
· H.C. Borys de Jesús Montesdeoca Anaya (+)
· H.C. Jairo Cardozo Salazar (+)

	PA 295 de 2015
	· H.C. Jairo Cardozo Salazar (+)
· H.C. Germán García Zacipa (-)

	PA 392 DE 2015
	· H.C Javier Palacio Mejía (+)
· H.C Orlando Santiesteban (-)
· H.C Jairo Cardozo Salazar (+)

	PA 30 DE 2016
	· H.C Gloria Stella Díaz Ortíz (+)
· H.C Nelson Castro Rodríguez (-)
· H.C María Clara Name (+)

	PA 133 DE 2016
	· H.C Marco Fidel Ramírez (+)
· H.C Horacio José Serpa (-)
· H.C Gloria Stella Díaz Ortíz (+)

	PA 294 DE 2016

	PA 020 DE 2017
	· H.C Antonio Sanguino Páez
· H.C César García
· H.C Andrés Eduardo Forero
· H.C Jairo Cardozo Salazar

	PA 020 DE 2017
	· H.C Gloria Elsy Díaz Martínez
· H.C Edward Aníbal Arias Rubio
· H.C Jairo Cardozo Salazar


Ponencia positiva (+) Ponencia negativa (-)

35. Comentarios de la administración 

Para segundo debate la administración señala que el proyecto si es viable. No se hacen modificaciones al articulado. 

36. Análisis jurídico y de conveniencia

2. Competencia
El concejo es competente para expedir este proyecto de acuerdo con base en el numeral 1º del (Decreto - ley 1421 de 1993), según el cual corresponde al concejo “dictar las normas necesarias para garantizar el cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de servicios a cargo del distrito”.
3. Legalidad
El principal fundamento de este proyecto es el artículo 13 de la ( Constitución Política) que establece en el inciso 3º: 
“El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 
Además, el artículo 47 de la Constitución deja a cargo del Estado la obligación de adelantar una política de precisión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran.
En cuanto a la normatividad internacional, la Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad”, aprobada en Colombia mediante la (Ley 762 de 2002) estipula en el artículo 3º que los Estados parte se comprometen a: 
“1. Adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad, incluidas las que se enumeran a continuación, sin que la lista sea taxativa:
a) Medidas para eliminar progresivamente la discriminación y promover la integración por parte de las autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la prestación o suministro de bienes, servicios, instalaciones, programas y actividades, tales como el empleo, el transporte, las comunicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la justicia y los servicios policiales, y las actividades políticas y de administración;
b) Medidas para que los edificios, vehículos e instalaciones que se construyan o fabriquen en sus territorios respectivos faciliten el transporte, la comunicación y el acceso para las personas con discapacidad;
c) Medidas para eliminar, en la medida de lo posible, los obstáculos arquitectónicos, de transporte y comunicaciones que existan, con la finalidad de facilitar el acceso y uso para las personas con discapacidad, y
d) Medidas para asegurar que las personas encargadas de aplicar la presente Convención y la legislación interna sobre esta materia estén capacitadas para hacerlo”.

Además, en la convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, aprobada en Colombia por medio de la (Ley 1346 de 2009), los Estados parte se comprometen a:
“Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportunidad de organizar y desarrollar actividades deportivas y recreativas específicas para dichas personas y de participar en dichas actividades y, a ese fin, alentar a que se les ofrezca, en igualdad de condiciones con las demás, instrucción, formación y recursos adecuados” (artículo 30, numeral 15, literal b.).
Por lo demás, en Colombia existen varias leyes orientadas a hacer efectivo el derecho al acceso de las personas con discapacidad. Por una parte, la (Ley 1145 de 2007) buscó impulsar 
“(…) la política pública en discapacidad, en forma coordinada entre las entidades públicas del orden nacional, regional y local, las organizaciones de personas con discapacidad y la sociedad civil, con el din de promocionar y garantizar sus derechos fundamentales, en el marco de los derechos humanos” (artículo 1º). 
La Ley 1145 estableció también una serie de principios que orientan el sistema[footnoteRef:18], y definió el concepto de equiparación de oportunidades como el: [18:  Enfoque de derechos, equidad, solidaridad, coordinación, integralidad, corresponsabilidad social, sostenibilidad, transversalidad y coordinación. ] 

“Conjunto de medidas orientadas a eliminar las barreras de acceso a oportunidades de orden físico, ambiental, social, económico y cultural que impiden a la persona en condición de discapacidad el goce y disfrute de sus derechos”.
Por otra parte, la (Ley estatutaria 1618 de 2013) se orienta a garantizar y asegurar el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con discapacidad, mediante la adopción de medidas de inclusión, acción afirmativa y de ajustes razonables, eliminando toda forma de discriminación por discapacidad. Esta ley define los conceptos de acceso y accesibilidad así:
“Acceso y accesibilidad: Condiciones y medidas pertinentes que deben cumplir las instalaciones y los servicios de información para adaptar el entorno, productos y servicios, así como los objetos, herramientas y utensilios, con el fin de asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, tanto en zonas urbanas como rurales. Las ayudas técnicas se harán con tecnología apropiada teniendo en cuenta estatura, tamaño, peso y necesidad de la persona”.
En el numeral 3º del artículo 14, la ley impone a las entidades territoriales la obligación de lograr la accesibilidad de las personas en situación de discapacidad al espacio público y a los bienes públicos de su respectiva circunscripción. 
Además, la (Ley 361 de 1997), por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas en situación de discapacidad, establece como parte de su objetivo lograr la realización personal y la integración social de las personas en situación de discapacidad. En el artículo 4º de esta ley se estipula:
“Las ramas del poder público pondrán a disposición todos los recursos necesarios para el ejercicio de los derechos a que se refiere el artículo 1o. de la presente Ley, siendo obligación ineludible del Estado la prevención, los cuidados médicos y sicológicos, la habilitación y la rehabilitación adecuadas, la educación apropiada, la orientación, la integración laboral, la garantía de los derechos fundamentales económicos, culturales y sociales.
Para estos efectos estarán obligados a participar para su eficaz realización, la administración central, el sector descentralizado, las administraciones departamentales, distritales y municipales, todas las corporaciones públicas y privadas del país”.
En los artículos 43 y siguientes, la ley establece las normas y criterios para facilitar la accesibilidad de las personas en situación de discapacidad, y busca suprimir y evitar toda clase de barreras físicas en el diseño y ejecución de las vías y espacios públicos y del mobiliario urbano, así como la construcción o estructuración de edificios de propiedad pública o privada.
En cuanto a la normatividad distrital, el (Acuerdo 137 de 2004), modificado por el (Acuerdo 505 de 2012), por el (Acuerdo 586 de 2015) y por el (Decreto 548 de 2016), reglamentan el sistema distrital de personas en condición de discapacidad del distrito capital. Este sistema tiene por objeto oriental la política pública de discapacidad y está conformado por el consejo distrital de discapacidad[footnoteRef:19] y por los consejos locales de discapacidad.  [19:  Integrado, entre otros, por el alcalde, sus secretarios y el director del IDPAC. ] 

A su vez, el (Decreto 470 de 2007) estipula la política pública de discapacidad para el distrito capital. El decreto contempla los principios[footnoteRef:20] de la política y reglamenta todos los espacios de las personas con discapacidad. El artículo 25 se refiere al turismo, recreación y deporte y contempla: [20:  Democracia, autonomía, equidad, diversidad, participación, corresponsabilidad social, sostenibilidad, transversal e integral, perdurabilidad y solidaridad.] 

“(…) las actividades a las que tienen derecho las personas con discapacidad, sus familias y sus cuidadoras y cuidadores, en igualdad de condiciones para llevar a cabo actividades fuera de su entorno habitual, con fines de ocio, utilización del tiempo de esparcimiento, goce y disfrute de la ciudad y de otros sitios de interés turístico”.
Frente a este aspecto, se considera que la política pública debe:
“b) Promover el acceso en que se realicen actos sociales, deportivos, culturales y turísticos (…) e. Formular planes y proyectos que garanticen el fortalecimiento y promoción del acceso a la infraestructura física accesible y de elementos especiales o adaptados para programas de formación o competencia deportiva, que integren a sus servicios la inclusión de personas en situación de discapacidad (…) h. Garantizar que los lugares, espacios públicos y destinos turísticos actuales y futuros cuenten con condiciones de accesibilidad que favorezcan la participación de las personas en condición de discapacidad”.
Además, los artículos 27 y siguientes se enfocan específicamente en la obligación del distrito de garantizar la accesibilidad de las personas con discapacidad, para que puedan vivir de forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida. 
Como se puede ver, actualmente existe una nutrida regulación y reglamentación que sirve de fundamento para desarrollar políticas públicas integrales en favor del acceso a las personas con discapacidad, que es lo que busca este proyecto de acuerdo. En esta línea se pronunciaron los diferentes sectores de la administración, en los conceptos remitidos frente al proyecto para primer debate. Aunque en el curso del debate la administración modificó su criterio y decidió apoyar la proposición sustitutiva, consideramos que con esta no se solucionaron los problemas del articulado y que las razones esbozadas por los diferentes sectores siguen teniendo cabida. 
En los comentarios remitidos por la secretaría distrital de cultura, recreación y deporte, la entidad afirmó:
“(…) lo pretendido en el proyecto de acuerdo ya se encuentra contenido en otras disposiciones del orden distrital, como lo son: el Acuerdo 137 de 2004, Acuerdo 505 de 2012, Acuerdo 586 de 2015 y el Decreto 470 de 2007, en cuyo contenido se determinó la política pública de discapacidad y el sistema distrital de atención integral de personas en condición de discapacidad, en los cuales se determinaron todas las medidas necesarias para el amparo de todos y cada uno de los derechos conferidos en la Constitución y la ley para las personas en condición de discapacidad”. 
Por su parte, concluyó en su concepto la secretaría jurídica:
“(…) se considera innecesaria la iniciativa por cuanto en el distrito capital las medidas para la inclusión de las personas con discapacidad se adelantan en cumplimiento del Decreto Distrital 470 de 2007 y las promueve el consejo distrital de discapacidad, el cual se encuentra vigente de conformidad don el numeral 612 del artículo 6 del Decreto Distrital 547 de 2016”. 
Por lo tanto, teniendo en cuenta que ya existe suficiente normatividad que carácter distrital que sirve de sustento para adoptar la política de acceso que busca este proyecto, especialmente el Decreto 470 de 2007 y el Acuerdo 137 de 2004 y sus respectivas modificaciones, se considera que el proyecto de acuerdo no es viable. 

37. Ponencias 

El proyecto de acuerdo recibe una ponencia positiva conjunta sin modificaciones por parte de los concejales Ricardo Arias y Yefer Vega. Los concejales ponentes consideran que la iniciativa es viable y necesaria para la ciudad. Para segundo debate, radica ponencia positiva. 

38. Impacto fiscal

Debido a que se encuentran vigentes las normas para garantizar el acceso de las personas en condición de discapacidad a los servicios recreativos y culturales de la ciudad mediante la ley 1618 de 2013 (que en su artículo 18 hace referencia a la garantía del derecho a la recreación y al deporte de esta población) y la disposición del artículo 25 del decreto distrital 470 de 2007 (que garantiza la participación de estas personas en la vida deportiva y recreativa de la ciudad) se considera que a nivel presupuestal lo pertinente es exigirle a la administración que cumpla con lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 5 de la misma ley 1618 de 2013:

“10. Las entidades públicas del orden nacional, departamental, municipal, distrital y local incluirán en sus presupuestos anuales, en forma progresiva, en el marco fiscal a mediano plazo, las partidas necesarias para hacer efectivas las acciones contenidas en favor del ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.”

A pesar de que estamos de acuerdo con los comentarios de la administración con que las disposiciones del proyecto ya se encuentran incluidas en la normativa distrital, no es admisible que la secretaría de cultura, recreación y deporte mencione en sus comentarios al proyecto que no tiene presupuesto para atender la adecuación de parques para personas en condición de discapacidad, cuando la ley nacional 1618 de 2013 dispone que se deben incluir dineros con esta destinación en el presupuesto. 
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“POR EL CUAL SE FOMENTA EL DESARROLLO SOCIOECONÓMICO: A TRAVÉS DE LA ESTRATEGIA “BOGOTÁ PRODUCTIVA LAS 24 HORAS” EN EL DISTRITO CAPITAL”
EL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C


Resumen concreto 

	
	Nombre
	Concepto

	Ponente 1 
	Emel Rojas Castillo y 
	Ratifican ponencia positiva  conjunta para segundo debate.  

	Ponente 2 
	Jose David Castellanos Orjuela
	

	Concepto de la administración
	Secretaría de desarrollo económico 
Secretaría jurídica 
Secretaría de cultura recreación y deporte 
	

Si es viable.

 

	Análisis jurídico
	Ana Cristina Henao 
	Competencia
	No

	
	
	Legalidad
	No

	Concepto general
	Andrea Bocanegra 
	No. En 2014 como ponente del proyecto de acuerdo 005 de 2014, antecedente del (P.A. 525) Juan Carlos Flórez rindió ponencia negativa. 

	Voto en  comisión 
	Juan Carlos Flórez 
	Votó no en la sesión del 6 de diciembre de 2017. 

	Voto en plenaria
	
	Votó no en la sesión plenaria del 18 de abril de 2018. 




El objetivo del proyecto de acuerdo, en el cual fueron acumulados tres proyectos de distintas bancada por unidad de materia, busca que se implementen estrategias para que algunos servicios de la ciudad funcionen 24 horas. 

En la discusión surtida en primer debate la comisión aprobó el articulado presentado por los ponentes, con el voto negativo de Juan Carlos Flórez. 

La administración distrital, que inicialmente rindió concepto de no viabilidad, para segundo debate decide respaldar la iniciativa. Este cambio obedece a la modificación que se introduce en el artículo 2 en el cual, en lugar de obligar la creación de una gerencia nocturna se redacta esta disposición como una sugerencia. El artículo original tenía un problema de legalidad pues la disposición que contemplaba solo puede ser de iniciativa del alcalde. 

Desde el punto de vista jurídico, el concejo es competente para tramitar este proyecto. Sin embargo, luego de hacer una revisión del marco normativo existente se encuentra que en el distrito ya existen las bases normativas para lograr las finalidades del proyecto hoy en discusión, por lo que este acuerdo generaría duplicidad normativa. 
En cuanto a la conveniencia de promover que la ciudad funcione 24 horas, es importante reflexionar sobre los efectos negativos que ya experimentan otras ciudades del mundo. Un artículo publicado por la BBC en agosto del 2016 titulado “la epidemia de luces está afectando tu salud (y la del planeta)”, con base en un estudio del científico italiano Fabio Falchi, muestra que la vía láctea ya no es visible para una tercera parte de la humanidad; un 60% de los europeos y un 80% de los norteamericanos ya no pueden ver la vía láctea por la noche. El problema, sin embargo, no se limita a la observación astronómica pues la luz artificial sin pausas está afectando también al medio medioambiental y en algunos países se considera un problema de salud pública. Hay evidencia científica de que algunos trastornos graves como la falta de sueño, la obesidad, algunos tipos de cáncer y alteraciones del estado de ánimo, podrían ser el resultado de la exposición constante a luces artificiales.  (BBC MUNDO , 2016). 

Esto no quiere decir que no se debe evaluar qué tipos de servicios requiere la ciudad que sean prestados sin pausa. En varias ocasiones Juan Carlos Flórez ha mencionado que la oferta cultural y recreativa para los jóvenes en la ciudad debe ser non stop. 

Intervención de Juan Carlos Flórez en discusión del proyecto en primer debate (6 de diciembre de 2017)

“Yo creo que hay una parte de la noche para ser disfrutada, pero yo no soy partidario de que toda la noche sea usada. Algunos datos, hoy en la mitad del territorio de los Estados Unidos ya no es posible apreciar la noche. Desapareció la noche. Lo mismo ocurre en buena parte del territorio de Europa. Hay un corredor en todo el este, otro en todo el centro y otro desde Washington y California, donde no existe la noche. Los observatorios urbanos en la gran mayoría de las ciudades del mundo ya no funcionan. Son museos. El observatorio de la Sorbona ya no puede observar nada en la noche. Por eso los observatorios del mundo se han desplazado a otros lugares de la tierra. 

La noche con penumbra es muy importante para el ser humano. En la noche en penumbra surgieron los grandes mitos de la humanidad, es la garantía de que el ser humano pueda dormir con tranquilidad. Cuando en Bogotá abren nuevos observatorios, en 5 o 6 años ya no van a funcionar. La torre Colpatria, por ejemplo, arruina parte de la noche para quienes viven alrededor. Usted no sabe que es tener unas luces que brutalmente entran a su casa. Es esa la razón por la cual yo no estoy de acuerdo con que haya una ciudad despierta 24 horas. El ser humano no está diseñado para vivir 24 horas. Por qué parte de la historia de la humanidad está asociada con la existencia de la noche (…)”

1. Articulado aprobado en primer debate 

TEXTO DE LOS PROYECTOS DE ACUERDO Nos. 525, 572 y 634 de 2017 ACU-MULADOS POR UNIDAD DE MATERIA, APROBADO EN LA SESIÓN DE LA CO-MISIÓN SEGUNDA PERMANENTE DE GOBIERNO REALIZADA EL DÍA 6 DE DI-CIEMBRE DE 2017

“Por el cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: a través de la estrategia “Bogotá productiva las 24 horas” en el Distrito Capital”
EL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C

En ejercicio de las atribuciones que le confieren la Constitución Política y el numeral 1, artículo 12., del Decreto Ley 1421 de 1993

ACUERDA

ARTÍCULO 1º. La Administración Distrital, basada en criterios de correspon-sabilidad y progresividad, podrá diseñar e implementar la estrategia “Bogotá Productiva 24 Horas” para fomentar la actividad comercial, cultural, cívica y de prestación de servicios gubernamentales y sociales en jornada nocturna. 

PARÁGRAFO. La Administración distrital, en cabeza de la Secretaría Distrital de Desarrollo Económico, realizará un estudio diagnóstico para determinar aquellos actores, actividades, áreas de oportunidad y zonas de la ciudad para la implementación de esa estrategia, en relación con el aumento de la productividad, la competitividad y la generación de empleo en la ciudad.

ARTÍCULO 2º. La Administración Distrital promoverá la coordinación de las actividades que se desarrollan en la noche y podrá establecer un ente articulador que se denominará Gerencia Nocturna, conforme a las necesidades y el resultado del estudio diagnóstico del artículo 1° del presente acuerdo.

ARTÍCULO 3º. Para la prestación de servicios nocturnos de las entidades públicas, la Administración Distrital podrá determinar como alternativas, la extensión de horarios de prestación de servicios, la implementación de he-rramientas tecnológicas y otras alternativas que considere pertinentes.

PARÁGRAFO. En ningún caso, la puesta en marcha de las actividades nocturnas por parte de las entidades públicas podrá ir en detrimento de los principios de eficiencia y sostenibilidad financiera del gasto público.

ARTÍCULO 4º. Vigencia. El presente acuerdo rige a partir de su publicación.

2. Objetivos del proyecto de acuerdo 

En el caso de las iniciativas del polo democrático y la alianza verde estas se orientan hacia la creación de incentivos, la prestación de servicios públicos y la promoción de actividades de distinta índole para que la ciudad funcione 24 horas. Por su parte la iniciativa del partido conservador plantea la creación de la gerencia nocturna, la cual quedaría adscrita al instituto distrital de turismo.  

3. Justificación del proyecto

La justificación de por qué la ciudad debe funcionar 24 horas si es semejante en los tres proyectos de acuerdo. Según los autores, la economía nocturna en Bogotá permitirá: 

1. La generación de empleo y el crecimiento económico de la ciudad. 
2. Disminución de la delincuencia brindando mayor seguridad a los habitantes y desplazando las violencias callejeras que se escudan en la oscuridad y en la clandestinidad. 
3. Aumento de los ingresos y de la demanda de bienes  y servicios, crecimiento  de las empresas, disminución  del subempleo y  de la economía informal.
4. Aumento del turismo, la oferta de servicios públicos, culturales y de entretenimiento entre otros, incentiva la diversidad de los mismos haciendo que Bogotá sea más atractiva turísticamente. 
5. Según FENALCO según los cuales los horarios extendidos  en Bogotá generarían 12.000 empleos adicionales.

Pero veamos en detalle que es lo que plantean cada uno de los proyectos hoy en discusión: 

· El proyecto 525: Por el cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: a través de la estrategia “Bogotá productiva las 24 horas”  en el Distrito Capital. 

El proyecto plantea que la administración deberá diseñar e implementar la estrategia “Bogotá productiva 24 horas”, en la cual se contemplan la creación de incentivos para el sector comercio, con aprobación previa del Concejo. Dispone a su vez, que de manera progresiva se deberá garantizar la prestación de servicios en jornada nocturna de las entidades públicas distritales. 

Concluyen los autores que esta estrategia se orienta el fomento de una ciudad  competitiva.

· Proyecto 572 de 2017 Por el cual se crea la Gerencia Nocturna para Bogotá y se dictan otras disposiciones. 

La iniciativa propone la creación de la gerencia nocturna, la cual haría parte del instituto distrital de turismo e implica la modificación de la estructura organizacional del distrito. 

· Proyecto 634 de 2017: Por el cual se Promueve la actividad comercial,  cultural, y la prestación de servicios públicos en Bogotá D.C, en jornada ordinaria nocturna. 

Establece que el distrito promoverá actividades comerciales, culturales y de prestación de servicios públicos en horario nocturno. La administración distrital tendrá horarios extendidos de atención al público. Estos proyectos son a su vez respaldados por concejales de distintas bancadas. 

4. Antecedentes del proyecto 

	Proyecto de Acuerdo
	Ponencias

	Proyecto de Acuerdo 043 de 2012 
“Por medio del cual se crea la estrategia de desarrollo socioeconómico: “Bogotá productiva las 24 horas” y se dictan lineamientos para la generación de nuevos empleos en el Distrito Capital”.
	Ponencia Negativa 
H.C. Julio César Acosta Acosta                                      

	Proyecto de Acuerdo 106 de 2012 
“Por medio del cual  se fomenta el desarrollo socioeconómico: “Bogotá Productiva las 24 horas" y se dictan otros lineamientos para la generación de nuevos Empleos en el Distrito Capital”.
	Ponencia positiva 
H.C Felipe Mancera Estupiñan  
Ponencia negativa  
H.C Julio Cesar Acosta Acosta

	Proyecto de Acuerdo 170 de 2012
“Por medio del cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: “Bogotá productiva las 24 horas” y se dictan lineamientos para la generación de nuevos empleos en el Distrito Capital”.
	Ponencia positiva  
H.C José Juan Rodríguez Rico


	Proyecto de Acuerdo 275 de 2012 
“Por medio del cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: “Bogotá productiva las 24 horas” y se dictan lineamientos para la generación de nuevos empleos en el Distrito Capital”.
	Ponencia positiva 
H.C José Juan Rodríguez Rico


	Proyecto de Acuerdo 252 de 2013 
“Por medio del cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: “Bogotá productiva las 24 horas” y se dictan lineamientos para la  generación de nuevos empleos en el Distrito Capital”.
	Ponencias positivas 
H.Cs Angélica Lozano Correa  y Jorge Lozada Valderrama 


	Proyecto de Acuerdo 005 de 2014 
“Por medio del cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: “Bogotá productiva las 24 horas” y se dictan lineamientos para la generación de nuevos empleos en el Distrito Capital”.
	Ponencias negativas 
H.Cs Juan Carlos Flórez Arcila  y Olga Victoria Rubio Cortés 



	Proyecto de Acuerdo 261 de 2014
“Por medio del cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: “Bogotá productiva las 24 horas” para contribuir a la generación de nuevos empleos en el Distrito Capital.
	Ponencia Positiva con modificaciones H.C Carlos Vicente de Roux                    Ponencia positiva 
H.C Hosman Martínez Moreno.


	Proyecto de Acuerdo 016 de 2015 
“Por medio del cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: “Bogotá productiva las 24 horas” para contribuir a la generación de nuevos empleos en el Distrito Capital”.
	Ponencias positivas con modificaciones 
H.C Soledad Tamayo Tamayo y José Arthur Bernal Amorocho. 


	Proyecto de Acuerdo 266 de 2016 
“Por el cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: a través de la estrategia  “Bogotá productiva 24 horas”  en el Distrito Capital”.
	Ponencia positiva con modificaciones 
H. C Roger José Carrillo Campo
Ponencia Positiva 
H.C Germán García Maya 

	Proyecto de Acuerdo 460 de 2016 
“Por el cual se fomenta el desarrollo socio económico: a través de la estrategia “Bogotá Productiva 24 horas” en el Distrito Capital”
	Este proyecto no fue sorteado por la Mesa directiva del Concejo de Bogotá y por tanto fue archivado. Sin embargo la Administración Distrital emitió concepto de viabilidad donde a pesar de ser negativo sugiere algunos puntos que mejoran la iniciativa. 

	Proyecto de Acuerdo 85 de 2017
“Por el cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: a través de la estrategia  “Bogotá productiva 24 horas”  en el Distrito Capital”
	Este proyecto no fue sorteado por la Mesa directiva del Concejo de Bogotá y por tanto fue archivado.

	Proyecto de Acuerdo 162  de 2017
“Por el cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: a través de la estrategia  “Bogotá productiva 24 horas”  en el Distrito Capital”
	Ponencias Positivas 
H.C. Antonio Sanguino Páez
H.C. Edward Anibal Arias Rubio 

	Proyecto de Acuerdo 380 de 2017
“Por el cual se fomenta el desarrollo socioeconómico: a través de la estrategia  “Bogotá productiva 24 horas”  en el Distrito Capital”
	Este proyecto no fue sorteado por la Mesa directiva del Concejo de Bogotá y por tanto fue archivado.



5. Comentarios de la administración

La iniciativa si es viable. 

Para este debate la administración cambia el concepto negativo rendido en primer debate y le da viabilidad a la iniciativa. Este cambio se debe a que se superaron los problemas de legalidad del articulado original en el cual se proponía crear una gerencia nocturna, modificando de esta manera la estructura orgánica del distrito, teniendo en cuenta que ese tipo de iniciativas solo pueden ser presentadas por el alcalde. La nueva redacción del Artículo 2, del articulado presentado a la plenaria, supera esta dificultad pues en lugar de obligar sugiere la creación de un ente articulador sobre el tema.

Observaciones del sector gestión pública 
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7. Ponencias

Para segundo debate se ratifica la ponencia positiva conjunta de los concejales Emel Rojas Castillo y José David Castellanos Orjuela

8.  Análisis jurídico

1. Competencia
El Concejo de Bogotá es competente para conocer este proyecto de acuerdo, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 12 del Decreto – ley 1421 de 1993, según el cual corresponde al Concejo Distrital “Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito” (Decreto Ley 1421 de 1993). 

Para primer debate, preocupaba que el concejo no era competente para tramitar el proyecto, porque trataba dos temas que según los artículos 12 y 13 del Decreto – ley 1421 de 1993 deberían ser de iniciativa del alcalde: establecía servicios a cargo del distrito y pretendía ordenar la creación de una gerencia nocturna. No obstante, en el primer debate se modificó el articulado y se dejó a discrecionalidad de la administración la creación de la gerencia y la búsqueda de alternativas para la prestación de servicios. Con estas modificaciones, sumado a que para segundo debate la administración rindió concepto positivo[footnoteRef:21], el concejo ya tiene competencia para tramitar el proyecto.  [21:  Para primer debate el concepto había sido negativo. ] 


2. Legalidad

Al revisar la normatividad de carácter distrital se encuentra que en 2009 el concejo aprobó el (Acuerdo 378 de 2009), por medio del cual se establecen los lineamientos generales de la política pública de productividad, competitividad y desarrollo socioeconómico de Bogotá, D.C. El artículo 2º de este acuerdo describe los fines de la política así:
“La Política Pública de Productividad, Competitividad y Desarrollo Socioeconómico de Bogotá D.C., tendrá como fines principales la promoción del crecimiento económico y el posicionamiento competitivo de Bogotá, la creación y desarrollo de alternativas productivas, el fortalecimiento empresarial, la generación de ingresos y oportunidades de empleo y la promoción de las capacidades y potencialidades de las personas, para el mejoramiento del ambiente competitivo y la consolidación de Bogotá y la Región Capital como foco de desarrollo socioeconómico en el contexto nacional e internacional, ampliando la base de generación y distribución de la riqueza a todos los estamentos de la sociedad”.
Dicha política está reglamentada en el (Decreto 64 de 2011) que, en el artículo 24, incluyó apuestas productivas para la ciudad, así:
“Bogotá D.C., progresiva y sostenidamente hasta el año 2038, para afianzar su competitividad e inclusión social, promoverá la implantación y el desarrollo de sectores productivos que requieran localización urbana, con una importante participación en el PIB de la ciudad, o generadores de valor agregado o de empleo decente para los y las habitantes de la ciudad, o exportadores o con potencial exportador, ya sean industriales o de servicios, concertados entre el sector público y privado a partir de las identificaciones realizadas por la Comisión Regional de Competitividad, a través del Plan Regional de Competitividad y por el Programa de Transformación Productiva, a escala nacional, con lo que se constituirá en el polo de desarrollo de la industria y los servicios avanzados de la Nación.
En la ciudad, en el corto, mediano y largo plazo, se adelantará una política activa en materia productiva, teniendo en cuenta el entorno regional, las distintas ramas de actividad económica y el avance en la consolidación de una estructura económica diversificada y plural, complementaria y compleja, donde se promueva un proceso de re-industrialización en el entorno regional garantizando sus condiciones de acceso al mercado bogotano, sin abandonar la producción industrial en el perímetro urbano y se consoliden los sectores priorizados.
Progresivamente la ciudad logrará un equilibrio armónico entre las actividades productivas, de servicios, comerciales y turísticas con una oferta de servicios variada, calificada, diferenciada e integrada a la región, con opciones de recreación y negocios durante las 24 horas del día de manera segura y accesible”.
En consecuencia, teniendo en cuenta que esta materia ya se encuentra reglamentada, se considera que el proyecto de acuerdo podría generar una duplicidad normativa. Por lo tanto, partiendo de que la producción normativa debe tener una utilidad práctica, se considera que el proyecto no es viable jurídicamente. 
9. Impacto fiscal 

De conformidad con el artículo 7 de la ley 819 de 2003, el cual establece que todo proyecto de ley, ordenanza o acuerdo debe hacer explícito el impacto fiscal, los proyectos de acuerdo estudiados sí generan impacto fiscal. Lo mismo ocurre con lo propuesto en la ponencia, dado que el articulado de los ponentes incluye, en esencia, todos los objetivos de las iniciativas presentadas individualmente.

La implementación de la estrategia “Bogotá productiva 24 horas” implica la creación de una nueva instancia para su coordinación (la gerencia nocturna), la puesta en marcha de una logística administrativa que garantice las condiciones mínimas para el desarrollo de las actividades nocturnas, y la extensión de los horarios de personal que prestan servicios tanto públicos como privados. Todo esto implica altos gastos adicionales que pueden afectar negativamente el presupuesto tanto del distrito como de los privados. 

Para empezar, el costo asociado al pago de horas extra genera un impacto negativo en los costos de personal de las empresas y una carga prestacional para los privados, incluyendo prestadores de servicios públicos, lo que podría generar problemas económicos para la ciudad. En los comentarios de la administración para el proyecto 525 de 2017, la secretaría general señaló que “la actual estructura económica y productiva de la ciudad ha llevado a las empresas y a las pequeñas unidades de negocio a evitar el aumentos en sus costos, por tanto la implementación de la iniciativa, exigiría a la administración a presupuestar y ejecutar costos adicionales como serían la contratación de nuevo personal, teniendo en cuenta el recargo del 35% adicional que impactaría negativamente a la estructura financiera de los participantes.” (Secretaría general, 2017, pág. 3) Teniendo en cuenta que el horario diurno está establecido entre las 6am y las 9pm, el recargo por hora extra se empezaría a pagar a partir de las 9pm.  

Adicionalmente, activar el mercado nocturno implica el aseguramiento de unas condiciones mínimas para garantizar el correcto funcionamiento de las actividades económicas nocturnas. El instituto distrital de turismo, en sus comentarios para el proyecto de acuerdo 572 de 2017, explica que se requieren diversas acciones de la alcaldía que incluyen garantizar la seguridad de la ciudad, coordinar la logística que debe modificar el transporte y distribución de alimentos, combustibles, materiales de construcción y vehículos de transporte pesado, entre otros. Además, es necesario incluir recursos para garantizar el acceso al transporte y la difusión de la estrategia. Todas estas acciones implican recursos adicionales que, como lo confirma la administración en sus comentarios para los proyectos 525 de 2017 y 572 de 2017, no pueden ser cubiertos por el presupuesto establecido para el distrito. 

Finalmente, vale la pena mencionar que la iniciativa de extender los servicios gubernamentales además de ser jurídicamente inviable, implicaría una modificación de los honorarios que reciben los servidores públicos. La secretaría general, en sus comentarios para el proyecto 525 de 2017, afirma que esta propuesta “(…) plasma disposiciones que implicarían un cambio en el horario de trabajo de los servidores públicos de los sectores central y descentralizado de la administración distrital, por lo cual se considera, no viable jurídicamente”. (Secretaría general, 2017, pág. 5)

En conclusión, desde el punto de vista económico la iniciativa no es viable. El alto impacto fiscal podría generar un choque negativo a la economía de la ciudad. Por ello, se recomienda a los autores hacer un análisis de costo beneficio para evaluar cuáles actividades nocturnas pueden traer rentabilidades mayores a los costos asociados a su ejecución. 





10. Información adicional 

Artículo de la BBC: Agosto del 2016

En un artículo publicado por la BBC en agosto del 2016 titulado “la epidemia de luces está afectando tu salud (y la del planeta)”, se muestran imágenes del atlas mundial del brillo artificial del cielo nocturno, producido por un grupo de  científicos, dirigidos por el italiano Fabio Falchi, y  publicado por la revista científica "Science Advances".

Los resultados parecen ser na prueba sobre cuán lejos hemos llegado en la destrucción del cielo nocturno con el resplandor lumínico. Según calculan Falchi y sus colegas, la vía láctea ya no es visible para una tercera parte de la humanidad. Y las regiones más industrializadas se llevan la peor parte: un 60% de los europeos y un 80% de los norteamericanos ya no pueden ver la Vía Láctea por la noche. Por ejemplo, en Times Square, en el corazón de Nueva York, se pueden contar tan solo una docena de estrellas en el cielo a medianoche, con suerte. Explica Falchi y sus colegas, que “el país con mayor contaminación lumínica es Singapur, en donde toda la población vive bajo un cielo tan brillante que el ojo no puede adaptarse completamente a la visión nocturna”. 
El problema, sin embargo, no se limita a la observación astronómica. También afecta a la salud medioambiental y pública. Señala el artículo que recientemente comenzó a sospecharse que algunos trastornos graves podrían ser el resultado de la interrupción de los ritmos circadianos, como la falta de sueño, la obesidad, algunos tipos de cáncer y alteraciones del estado de ánimo.

También hay algunas serias consecuencias ecológicas de la contaminación lumínica, que incluyen episodios de mortalidad en aves migratorias y en mamíferos marinos. (BBC MUNDO , 2016). 
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El lado oscuro de la luz: la contaminación lumínica 

El científico italiano Fabio Falchi también es autor de uno de los capítulos del libro  el lado oscuro de la la luz, en el cual evidencia las consecuencias negativas de la contaminación lumínica en el medio ambiente y la salud humana. Menciona como en otros países ya se están tomando medidas para atender el tema. 

¿Puede la luz afectar nuestra salud? 

· Señala el autor que “Para mantener una buena salud es necesario que el  sistema circadiano funcione correctamente. La luz es el  principal sincronizador del sistema circadiano y por tanto  es importante que el día sea día y la noche sea noche,  lo que implica exponerse a luz brillante (que no implica  tomar el sol) durante el día y hacer un uso adecuado de la iluminación en el interior de edificios, teniendo en cuenta tanto la intensidad como su espectro”. 
· En cuanto a la iluminación nocturna en exteriores, no sólo debe primar el criterio de la eficiencia energética, se hace imprescindible desarrollar una normativa para evitar la intrusión del alumbrado público en el ámbito privado, regulando una distancia mínima de las luminarias a las ventanas o puertas de los edificios. 

En otros países ya se están tomando medidas para enfrentar el tema

En Italia se vienen desarrollando esfuerzos por disminuir la contaminación lumínica en Italia. Los principales resultados son: de las 20 regiones italianas, 18 han aprobado leyes contra la contaminación lumínica; doce de ellas prescriben usar exclusivamente luminarias totalmente apantalladas en nuevas instalaciones tanto públicas como privadas.

Bibliografía
Alcalde Mayor. (24 de 02 de 2011). Decreto 64 de 2011. Obtenido de http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41651
Alcaldía mayor. (12 de 10 de 2007). Decreto
 470 de 2007. Obtenido de http://www.saludcapital.gov.co/DocumentosPoliticasEnSalud/POL%C3%8D.%20DISCAPACIDAD.%20Decreto%20470-2007.pdf
Asamblea Nacional Constituyente. (1991). Constitución Política. Obtenido de http://www.secretariasenado.gov.co/index.php/constitucion-politica
BBC MUNDO . (Agosto de 2016). La epidemia de luces que está afectando tu salud (y la del planeta). Obtenido de http://www.bbc.com/mundo/vert-fut-36751206
Cayo, L., & Sastre, A. (Mayo de 2011). Pobreza, discapacidad y derechos humanos. Aproximación a los costes extraordinarios de la discapacidad y su contribución a la pobrez desde un enfoque basado en los derechos humanos. Madrid: Cinca S.A.
Concejo de Bogotá. (30 de 06 de 2009). Acuerdo 378 de 2009. Obtenido de http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=36558#0
Concepto secretaría de movilidad - PA 341 de 2017. (s.f.). Comentarios de la administración al PA 341 de 2017 - Secretaría de movilidad. 
Congreso de la república . (29 de 12 de 2011). Ley 1503 de 2011. Obtenido de http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1503_2011.html
Congreso de la república. (07 de 02 de 1997). Ley 361 de 1997. Obtenido de http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0361_1997.html
Congreso de la república. (31 de 07 de 2002). Ley 762 de 2002. Obtenido de http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=8797
Congreso de la república. (27 de 02 de 2013). Ley estatutaria 1618 de 2013. Obtenido de http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1618_2013.html
Presidencia de la república. (21 de 07 de 1993). Decreto - ley 1421 de 1993. Obtenido de http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=9027
Presidencia de la República. (21 de julio de 1993). Decreto Ley 1421 de 1993. Recuperado el 08 de febrero de 2017, de Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá. Diario Oficial No. 40.958.: http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_1421_1993.html
Richard G. "Bugs" Stevens, U. d. (Agosto de 2016). BBC MUNDO. Obtenido de La epidemia de luces que está afectando tu salud (y la del planeta): http://www.bbc.com/mundo/vert-fut-
.
Secretaría de hacienda. (2017). Presupuesto de bogotá . Obtenido de Anexo 2: http://www.shd.gov.co/shd/sites/default/files/documentos/Anexo_2_PRESUPUEST0_2017_FINAL.pdf
Secretaría distrital de Plenación . (2016). Plan de desarrollo 2016 - 2020.
SEGPLAN Secretaría de planeación marzo. (2017). En I. d. entidad.



image3.png
Ir a la cita, llevar los siguientes documentos y
quedar en el sistema:

JUAN CARLOS

FLOREZ

10 .Qus documentos eceven v mmeno detascrpoen?
(e ctacdnd oo s peronss mayoes e e s confrmen el Pogat.

1 Fotocoia el v e nacientode 000 s mencesdeedad el gy de enidad n el c3s0 G ayores de 7,0
documentosqtclnte

2 Documentos queacedion e stado vl s miembvos d ko far Pra i, hoga deberdsprar GneGios 0 SUTes
ocumentos confechade pediicn o spero un 1) es: R v e AT, e i eracerio con s l margn,
parid e bauismo paa personas acdes e 1938 decraitn e i i dehcho  edracion ramentada e 1 0
deprsoras sotes

3 Documents lgaes v screen ue eresntants el oga enela cusiodia e s eere de o e s oo eansus.
s

4 Documento qe acredten aue oo s teranies 0 hogar 52 encuenan  uacnde iscapaca, Qe pean f apicacen e
Ios it oo prorzacen coma calficaconde il o camécediscapacidad

5 Constana e affac sl ondo Naconsl e Avro

5 Canicado g estuscs secaccs,cerficcn SSEEN, crfcactn o saoon s 0 Crcacon e gartpacn e progras e
e e e s progra s SEcetans o agracn Sl DESSIORoEConimcs oMo Gt Gl
Programa s e Vvend, o e

7 Conicarionaborl par ependnte  Gctaion raentada eprtando escs pra cepencenes:

8 Sihaceparedouna comundad icadeb presentar egito ate f Mt gl rr o1 ntiad ccmpeere

9 Loshogares o stacindedeplazamentoozad, debern eesentr 1 cerficacn e ncrienan ol Regsto Unco d Viumas enia
e s enufqe i confamacen g S RO faiat,y  eConGEMEnt COmG YELmas o hecho ctmzante haya ol
Gespazament fozado




image9.png
¢Cudntas victimas no tienen vivienda en Bogota?

529.148 victimas (el 77,9%), no
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“POR MEDIO DEL CUAL SE IMPLEMENTA UN PROGRAMA DE APOYO AL PERSONAL UNI-
FORMADO DE LA FUERZA PUBLICA ADSCRITA A BOGOTA, SE CREA LA ORDEN CIVIL AL
MERITO “HEROES DEL DISTRITO” Y SE ESTABLECE EL DIA 19 DE FEBRERO COMO DIA
DISTRITAL DE LA GONVIVENCIA CIUDADANA"

EL CONCEJO DE BOGOTA, DISTRITO CAPITAL
En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial, las conferidas en los articu-
fos 8y 13, y el numeral 1° del articulo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993y la ley 418 de 1997.

ACUERDA:

ARTICULO 1. Implementar un programa de apoyo para contribuir al bienestar del personal unifor-
mado de la Fuerza PUblica adscrita a Bogota, por sobresalir en el desempeio de sus funciones, el
cual estara a cargo de la Secretaria Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia de Bogota D.C.

PARAGRAFO 1. El programa de apoyo del que trata e presente Acuerdo se encuentra sujeto al
presupuesto que, para tal fin, priorice y asigne la Secretaria Distital de Seguridad, Convivencia y
Justica, en cada una de las vigencias.

PARAGRAFO 2. La Secretaria Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia de Bogoté D.C. coor-
dinaré acciones con las entidades Distritales y los privados con el fin de desarrollar el programa in-
tegral para el bienestar el personal uniformado de la fuerza pablica.

ARTICULO 2. Los beneficios serén otorgados al personal uniformado de la Fuerza pablica adscrito
a las unidades que operan en Bogotd. En ningun Gaso serdn beneficiados del programa os unifor-
mados que hayan sido sencionados fiscal, penal, disciplinaria o administrativamente; ni sobre quie-
nes recaiga pliego de cargos o resolucion de acusacion ejecutoriedos durante la respoctiva vigen-
cia

ARTICULO 3. Los familiares de los miembros del personal uniformado de fa Fuerza Péblica adscri-
ta a Bogota que hayan fallecido en servicio, tendrén derecho a obtener un puntaje adicionl para el
acceso a los programas de vivienda de la Secretaria del Habitat, previo cumpiimiento de los requi-
sitos que defina esa entidad.

ARTICULO 4. La Secretaria Distrital de Integracion Soclal, a solcitud del acudiente, asignara el
cupo de los jardines infantiles del Distito a los hijcs & hijas de los uniformados fallecidos o con dis-
capacidad, previa verficacién el cumplimiento de los criterios de identificacien, ingreso y pricriza-
cién definidos por esa entidad.
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PARAGRAFO. La discapscidad sera determinada para quienes se vean afectados en su capac-
dad psicofisica en una proporcion superor al 50%, en los téminos e literal C del articulo 24 del
Decreto 1766 da 2000 Informe Administrativo por Lesiones, y demas normas vigentes.

ARTICULO 5. Los familares de los uniformados fallecidas, acreditados por I2 respectiva fusrza,
Seran beneficiarios de bonos de alimentos carjeables en el marco de [os programas instiucionales
Ge Ia Secretaria Distrtal de Iniegracién Social, prvia verificacion el cumplmiento de los crierios
de ientifcacién, ngreso y pricrizacian defindos por esa entidad.

ARTICULO 5. La Sscretaria de Desarrollo Econémico, en los @rminos del Decreto 380 de 2010,
Capitulo 3, Articuios 11, 12 y 13, 0 ¢l que haga sus veces y demas normas Vigentes, y en apoyo &
los farmiliares de los uniformados faliecicios y al personal en condicion de discapacdad, acredtados
por Ia respeciva fuerza., aue rein los requisios del parégrafo del articulo & del presente Acuerco,
Grganizara programas de empleabildad, con modelos de empleo y emprendimiento par2 el sector
de esta poblacién, de acuerdo a la reglamentacion que expida esta entidad.

ARTICULO 7. La Secretaria de Educacién del Distito ariculara con las entidades competentes
cargo de soldados y auxilares de policia, asignados 2 la Fusrza Publica adscria  Bogotd, con el
i 6 vincular a pobiacién que Io fequiera a fa alencion educativa ofical 2 través de Modelos Fle-
xioles de Educacion para os niveles de educacion basica y media.

ARTIGULO 8. La Secretaria de Educacion del Distito artculara con las enidades competentes 3
cargo del personal uniformado de fa Fuerza PGbica, jomadas partculares en el marco del proceso
e metricula, de {2l forma que se facilte Su acoeso a 2 informacion y atencién en [os procesos de
inscripcion a a educacion prescolar, bésica, y meda, a través de esquemas como pUN(os y unida-
des moviles.

ARTICULO 8. Las entidadss del Distro brindarén atencien preferencialy priortariz 2l personal de
Ia Fuerza Publica que portando el uniforme adelante trémites o presente solicitudes, para fa efecto
doptaran las medidas nacesarias para su camplimiento.

ARTICULO 10, La Secrataria de Seguridad Convivencia y Justicia del Distro construirg un monu-
ento o placa conmemoraliva para los Héross del Distrto Capital, con el scompafiamiento técnico
del Instiuto Distral de Patrimonio Cultral, acogiéndose @ fo establecico en el Decreto 554 de
2015 0 el que haga sus veces,

ARTICULO 11, En caso de muerts en cumplimiento del deber de un miembro de la Fuerza Pubiica
adscrito a las unidades que operan en Bogotd, todzs Ias entidades del Disto rendirén homensje
zando la bandera de a cludad a media asia en sus dependencias por un periodo no inferor a 3
dias. Asi mismo, el Alcelde Mayor de Bogotd o su delegado, hard enirega en ceremonia esgecial
del pabellon distita! 3 los famiiares de ios fallecidos.

ARTICULO 12. £ Concejo de Bogaté rendird homenaje postumo, en concordancia con el ariculo
‘anterior, mediante Nota de Estlo, cuye entraga seré protocolizada por Ia Mesa Ditectiva de fa cor-
poracién a los familres del uniformado.

ARTICULO 13. Crésse la Ordan Civil af mérito "HEROES DEL DISTRITO" en ef grado Cruz de
Oro.
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ARTICULO 14. La Orden il al mérito *HEROES DEL DISTRITO" constaré de:

« Cruz de Mala dorada de 5 centimetros de didmelro, en el anverso con el escudo de Bogo-
ta en el centro y en &l reverso l frase: *A los héroes del DISto Capital” en el cantro; sus-
pendida de cinta de lujo con los colores de la bandera de Bogota, D.C

= Estuche y carpeta que contendr en nota de estio, copla de fa resolucion por medio de 3
cual se olorga la orden.

PARAGRAFO 1. La Mesa Directiva del Concejo do Bogota reglamentara i otorgamiento do Is Or-
den Givil 2 Mérito "HEROES DEL DISTRITO"

PARAGRAFO 2. La condecoracion serd otorgada a Una sola persona, escogida entre los candi
tos presentacos por el Aloaide Mayor de Bogota, el Presidente del Concsjo de Bogota, el Secreta-
o Distral de Gobiemo, el Secretario Distrtal de Sequridsd y Convivencia de Bogotd. el Coman-
dante de Ia Brigada 13 del Efército Nacional, el Comandante de la Policia Metropol ana de Bogors,
el Director de Ia Unidad Adminisiratva Especial Guerpo Oficial de Bomberos y el Director dei Cen-
ro Regulador de Emergencias del Dislito, Los postulados podran ser del personal uniformado o
il de estés u otras entidades que actlen como primeros respondientes.

La postulacion deberd presentarss antes del 30 de junio de cada afio ante Ia Secretaria General
el Conceo, Indicando el motivo de la exalacion yio las acciones por as cuales se ha destacado ei
candidato, en el desempefio de su labor bajo el estrcto cumplmiento de [os Derechos Humanos
Gomo o ordena la Constitucion Nacional y ia ley.

ARTICULO 15. La Orden Givil 8l Mérito on ol Grado Cruz de Oro se oiorgaré todos los afios en ce-
remonia especial presicida por el Alcaide Mayor de Bogotd o su delegado, la cusl se realizars ol 19
de Julo en el marco del Dia Nacionl de los Heross.

ARTICULO 16, Los gastos que se ocasionen por la creacion & imposicion de fa Orden Civi al Méri-
1o.en ol Gradio Cruz de Oro seran a cargo del presupuesto del Fondo Cuenta del Concejo

ARTICULO 17. Establecsse el dia 19 e febrero de todos los afos como el dia distrial de fa convi-
vencia ciudadana. La Adminisiracion Distrital promovert las acciones necesarias par 2 conmemo-
Facién da este dia, en homenaie 2 la memoria del patrullero Albeio Garibello Avarado, fallecido en
el tentado terrorista en el barrio ia Macarena.

ARTICULO 18. El presente Acuerdo fige a parti de 2 fecha de su publicacion.

PUBLIQUESE Y CUMPLASE
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Tabla 1. Comportamiento de Delitos durante los primeros 21 meses de la Administracién

Distrital
Delitos. Enero - Diciembre ; Enero - Septiembre
2015 2016 Variacion% ;2016 2017 variacién %

Homicidios 1372 1203 E 8% %%
Lesiones Personales 13336 1179 A6% | 15487 14403 7%
Hurto a Personas 2755 27204 A% | 28826 38037 5%
Hurto a Comercios 3631 3435 % | 43 3416 0%
Hurto a Residencias 5921 4263 28% | 20% 2578 3%
Hurto a Automotores 2206 2634 5% 1 1007 1852 3%
Hurto a Motocicletas 3212 3078 &% | 236 1902 6%

Fuente: Calculos Dropios Con NTOMTGCion Gel Sistema O& Informacion Red O Desaparecidos y Cadaveres SFDEC - NWLCF | Seems ge
Informacién Estadistico Delincuencialy Cortray encional SEDCO - PONAL”. Informacién extraida el dia 08/07/2017 3 las 9:00 am Elaborado por fa
Oficina de Anaisis de Iformacion y Estudios Estratégicos. Secretaria Distrtal de Sequridad, Convivencia y Justicia. Iformacion suieta a
canbios.
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Los resultados anteriormente presentados cuando se comparan contra las metas del plan de
desarrollo para el cuatrienio también son satisfactorios. La tabla 2 muestra que se ha avanzado en
47% en la meta de homicidios, 112% en el indicador de percepcién se seguridad en el barrio,
308% en la meta propuesta para el indicador de rifias y alcance del 100% en la meta del indicador
de denuncia.

Tabla 2. Avance en las Metas del Plan de Desarrollo
Anualizado

Hetas 0 RESULTADOS 0D e ocmbre 20, Camplmieno do
septomore 11

Reducir |a tasa de homicidios a 12 por cien mil habitantes 12,00 1451 54%

Disminuir 10% la tasa de rifias por cada cien mil habitantes 582629 4.481,00 308%

Rimertr o 17 oo tconoans o s . - -

consideran que ¢l barro en el que habtan es seguro
Aumentar en 17 putos porcentuales Ias personas que
denunciaron el delto del que fueron victima 0% % 100%

Fuante. Clculo ropic con nformacién el Sitems deinferaclon Fad o Deraparac dor yCdévares SRORC- NALCF /S aa nbrmacin Etadencs
Delincuencialy Contravencions SIEDCO- FONAL"Informacin e 813 20/10/2017 5 535,00 3. ncussta el Chmara da Comareo d Sogots 007 Esbaradopar
130fcina e &n112 g nfrm iyt 53145 S8 reta i DSt e SEgurGAS, Corivencay JATEls. fGracn £t 3 b,
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Childline delivered 5,103 counselling sessions to children affected by
cyberbullying in 2016/17, up 12% from 4,541 the year before and 2,410 in
2011/12. Girls between 12 and 15 are the most likely to seek help.

‘The 24/7 nature of social media means children are unable to find respite at
home, with potential consequences for their mental health. Of the counselling
sessions delivered by Childline, 14% of children were 11 and under, 50% were
12-15 and 15% were 16-18.
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Distribucién de poblacién de Bogots, de 13 afios o maés,
segun la disposicién para organizarse por una causa
social
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TEXTO DEL PROYECTO DE ACUERDO No. 043 de 2018, APROBADO EN LA
SESION DE LA COMISION SEGUNDA PERMANENTE DE GOBIERNO
REALIZADA EL DIA 27 DE FEBRERO DE 2018

“POR EL CUAL SE DICTAN LINEAMIENTOS PARA LA ADOPCION DE
MEDIDAS DE INCLUSION, ACCIONES AFIRMATIVAS Y DE AJUSTES
RAZONABLES QUE PERMITAN EL ACCESO REAL Y EFECTIVO DE LAS
PERSONAS CON DISCAPACIDAD PARA EL DISFRUTE DE LOS PARQUES
RECREATIVOS Y ESCENARIOS DEPORTIVOS DEL DISTRITO CAPITAL"

EL CONCEJO DE BOGOTA, D.C.,

En uso de sus facultades consttucionales y legales en partioular las conferidas por el
Aticulo 313, numeral 1y 10 de la Constitucion Politica, y el Articulo 12, numeral 1° del
Decreto Ley 1421 de 1983, y el Articulo 5 de Ia Ley 1618 de 2013,

ACUERDA

Articulo 1. Objeto. Dictar lineamientos para la adopeion de medidas de inclusién,
acciones afirnativas y de ajustes razonables que permitan el acceso real y efectivo de las
personas con discapacidad para el disfrute de los parques recreaiivos y escenarios
deportivos del Distrito Capital, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1618 de 2013,

Paragrafo. La Secretaria Distrital de Cultura, Recreacion y Deporte en coordinacion con
ol Insttuto Distrtal de Recreacion y Deporte -IDRD- y demas entidades distritales
responsables y corresponsables, en el marco de sus compelencias, adoptarén las
medidas a las que hace alusion el inciso anterior.

Articulo 2. Definiciones. Para efectos del presente Acuerdo, se definen los siguientes.
conceptos de conformidad con Ia Ley 1618 de 2013 y demss normas legales vigentes:

a) Personas con ylo en situacién de discapacidad: Aquellas personas que tengan
deficiencias fisicas, mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo piaze que,
al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su

paricipacin plena y feciva en la sociedad, en igusldad do condiones con las—

aZ

demés.

b) Inclusion social: Es un proceso que asegura que todas las personas fengan las.
mismas oportunidades, y la posibilidad real y efectiva de acceder, participar,
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relacionarse y disfrutar de un bien, servicio o ambiente, junto con los demés
ciudadanos, sin ninguna limitacion o restriccién por motivo de discapacidad, mediante
acciones concretas que ayuden a mejorar Ia calidad de vida de las personas con
discapacidad.

©) Acciones afirativas: Politicas, medidas o acciones dirigidas 2 favorecer a personas
© grupos con algin tipo de discapacidad, con el fin de eliminar o reducir las
desigualdades y barreras de tipo actitudinal, social, cultural o econdmico que los
afectan.

d) Acceso y accesibllidad: Condiciones y medidas pertinentes que deben cumpir las
instalaciones y los servicios de informacion para adaptar el entomo, productos y
senvicios, asi como los objetos, herramientas y utensiios, con el fin de asegurar el
acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones, al entorno
fisico, el transporte, la informacion y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las
tecnclogas de la informacién y las comunicaciones, tanto en zonas urbanas como
rurales. Las ayudas técnicas se harén con tecnologia apropiada teniendo en cuenta
estatura, tamario, peso y necesidad de la persona.

&) Barreras: Cualquier tipo de obstaculo que impida el ejercicio efectivo de los derechos
de las personas con algin tipo de discapacidad.

Articulo 3. Lineamientos. Para adoptar las medidas objeto del presente Acuerdo, la
Administracion Distrital podré seguir los siguientes lineamientos:

a) Promover el acceso y disfrute de Ia infraestructura fisica y de elementos
especiales adaptados para programas de recreacion, formacion o competencia
deportiva que integren a sus servicios la inclusion de personas con discapacidad.

b) Fomentar e desarrollo de iniciativas de cooperacién internacional e inversion
social privada para generar programas y proyectos tendientes a mejorar la
infraestructura de los parques recreativos y escenarios deportivos del Distrito
Capital para que se adapten  las personas con discapacidad.

©) Promover la participacién activa, coordinada, articulada e infegrada de todas las
personas (con discapacidad, familias, ayudadores, médicos, profesionaies,
integrantes de comités, grupos, redes de apoyo), en la adaptacion de I0s paraues
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recreativos y escenarios deportivos del Distrito Capital por las personas con
discapacidad

d) Ariculacion intersectorial de las entidades distritales responsables y
corresponsables.

Articulo 4. Responsabilidad. La Secretaria Distral de Cultura, Recreacion y Deporte en
coordinacion con el Instituto Distrital de Recreacién y Deporte -IDRD- y demés entidades
distriales responsables y corresponsables en el tema, se arculardn con el Consejo
Distrital de Discapacidad para velar por el cumplimiento del presste Acuerdo

Articulo 5. Vigenci

El presente Acuerdo rige a partr de Ia fecha de su publicacién
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Localidad Población

% de PCD 

por 

Localidad

Parques y 

escenarios 

deportivos

Nº de 

Parques con 

Rampas

% de 

Parques con 

acceso a PCD

Nº de Parques 

con Baños

Nº de Parques 

con  

Parqueaderos

Nº de Parques 

donde instalarán 

equipamientos 

especiales para 

PCD en 2017

KENNEDY

32.804 13,7% 532 7 1,3%

3

4 1

RAFAEL URIBE

23.990 10,0% 253

3

1,2% 5

0

0

BOSA

22.785 9,5% 231 4 1,7%

1 0

2

SAN CRISTÓBAL

16.910 7,1% 264 4 1,5%

2 2

1

CIUDAD BOLÍVAR

16.567 6,9% 421

3

0,7% 4

0

0

SUBA

16.555 6,9% 907

3

0,3%

3 0

1

ENGATIVÁ

15.868 6,6% 526

2

0,4%

3 3

2

USAQUEN

14.963 6,3% 453 3 0,7%

1 0

0

PUENTE ARANDA

13.119 5,5% 266 3 1,1%

2 0

0

USME

11.763 4,9% 275

3

1,1%

4 0

0

FONTIBÓN

11.719 4,9% 261 2 0,8% 2

1

1

TUNJUELITO

9.335 3,9% 52 2 3,8% 2

1

1

BARRIOS UNIDOS

7.498 3,1% 108 5 4,6%

2 3

0

SANTA FE

5.650 2,4% 85

3

3,5% 4

1

0

LOS MÁRTIRES

5.041 2,1% 45 2 4,4%

1 0

0

ANTONIO NARIÑO

4.335 1,8% 54 1 1,9% 1

0

0

CHAPINERO

4.075 1,7% 156 2 1,3%

0 0

1

TEUSAQUILLO

3.665 1,5% 130 3 2,3%

2 1

1

LA CANDELARIA 

1.854 0,8% 10

0

0,0%

0 0

0

SUMAPAZ

455 0,2%

0 0 0

0

SIN DATO DE LOCALIDAD

7 0,0% 0 0

0

TOTAL

238.958 5.029
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Por lo que tratandose del articulo 3 del Proyecto de Acuerdo objeto de analisis que establece que: “para fa
| prestacion d'e seivicios nocturnos de las entidades piblicas, la administracion Disinital podra determinar como
| altemativas, Ja exiension de horarios de prestacion de servicios, la implementacion de herramienias
tecnofbgicas y otras alternetivas que considere pertinentss”, el mismo solo seria viable en el sentide de que
la implementacion de tales herramientas vayan encaminadas a la modalidad de atencion no presencial,
dirigidas por ejemplo a médulos de auto consulta dispuestos en los Supercades, en el entendido que tales
implementaciones no generen para la administracién eragacion alguna ni modificacion de! horario de s
Servidores def Distrito.




image36.png
Asl las cosas, no seria viable el articulado en el entendido que implique un cambic en ¢! horario de trabzjo de
los servidores publicos de los sectores central y descentralizado de la Administracion Distrital, yz que el
Concejo Distrital no se encuentra facultado para ordenar dicho cambio, ya que la atribucion parz ello le

corresponde al Alcalde Mayor de Bogoté v los directores y gerentes de las entidades descentralizadas, como
se explica.
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. PROGRAMA INTEGRAL DE VIVIENDA EFECTIVA (PIVE)

Descripcién ¢Como funciona? Quiénes pueden £C6mo acceder al
acceder al PIVE?
programa?

El Programa Integral de Vivienda Efectiva es el programa pionero del alcalde Enrique
Pefialosa para lograr que los bogotanos mas vulnerables accedan a una vivienda
nueva. Funciona bajo la modalidad de vivienda en arriendo con opcién de compra, bajo

el respaldo del Distrito.
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Igialmente es necesario  precisar que el Programa Integral de} Vivienda Efectiva estd
- 'diigido a la adquisicién de vivienda de-interés prioritario:por los hogares victimas -del
conflicto armado mtemo y a hogares en otras condiciones de vulncrabllldad residentes en el

a 0 €4 (a0 I - v en

se dirigirdn a hogares vnctunas del conﬂnclo armado mtemo, deternunandose en ¢l
Reglamento Operativo- en_expedicion los eriterios de focalizacion y- calificacién de los
hogares con enfoque diferencial. (Art. 12, Decreto 623 de 2016).

JUAN CARLOS

FLOREZ
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